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PLANTEAMIENTO. 

A lo largo de la historia han existido instituciones encargadas de velar por los más 

débiles y necesitados, o bien por algún grupo en particular que se ha considerado 

urgido de auxilio. En los siglos XIX y XX, estas instituciones fueron agrupadas bajo 

el concepto Derecho Social por la filosofía y la sociología jurídica. En la ideología 

jurídica mexicana del siglo XX, este concepto fue recogido y utilizado para generar 

un discurso alrededor de los derechos sociales contenidos en la Constitución de 

1917 y en la elaboración de un tercer género en la clasificación del Derecho, 

diverso a los tradicionales público y privado. 
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HIPÓTESIS. 

El concepto Derecho Social, generado en la ideología jurídica mexicana del siglo 

XX, lejos de mejorar la aplicación y eficacia de los derechos sociales (contenido 

esencial de ese tercer género del derecho), ha contribuido a apartarnos de la 

discusión seria sobre su eficacia y contenido. 
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TESIS. 

Se requieren mecanismos eficaces de protección de los Derechos Sociales; 

cambiar el discurso alrededor de este concepto hacia temas más específicos 

sobre su contenido y alcance; parámetros de medición de su eficacia; y, 

finalmente, una discusión más seria sobre el concepto Derecho Social y su 

naturaleza jurídica como tercer género en la clasificación del derecho. 

Mejorar las garantías procesales de defensa de la Constitución será indispensable 

para lograr lo primero. Particularmente, se propone una reforma a los conceptos 

tradicionales del juicio de amparo, como son el concepto de interés jurídico, de 

agravio personal y directo y de autoridad responsable, mediante la reforma al 

artículo 107 constitucional, ampliando la procedencia del juicio de amparo y el 

campo de tutela de este mismo juicio, específicamente señalando que es 

procedente para defender derechos sociales o colectivos. En adición a ello, 

también se propone establecer a nivel constitucional, particularmente en el artículo 

133, que los Tratados Internacionales en materia de derechos humanos tienen la 

misma jerarquía que la constitución y que, por tanto, la interpretación de estos 

debe llevarse a cabo conforme a este principio. 

Para lograr lo demás, también se requiere generar nueva doctrina alrededor del 

tema con un enfoque no solamente basado en lo jurídico, sino multidisciplinario, 

que permita construir las categorías metodológicas y epistemológicas que se 

requieren en la teoría, basadas en datos reales y diversos, no solo en la ideología 

o el discurso político. 
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INTRODUCCiÓN 

Hablar de Derecho Social cuando está iniciando el siglo XXI, a más de 100 años 

de que formalmente comenzara a hablarse de ello, resulta no muy innovador. Y 

menos aún, quizá, en el país que se atribuye la paternidad del concepto, país en el 

que la historia de sus ideologías ha caminado de la mano con la evolución de lo 

que se ha dado en llamar "la tercera rama del derecho". Concepto que, bien 

entendido, puede ser verdaderamente la revolución jurídica que nos lleve a 

transitar, de este orden vivido durante más de 100 años, a un orden más justo, de 

mejores leyes y, en consecuencia, de mejores hombres. 

Por esa razón, los alcances del trabajo con el que pretendo obtener el título 

profesional de licenciatura serán, más que un amplio catálogo de propuestas, una 

muestra de los hechos que considero nos pueden ayudar a entender el por qué en 

México, particularmente, el concepto Derecho Social ha tomado las dimensiones 

que tiene , el por qué se han escrito tantos y tan distintos artículos, se ha 

convocado a igual número de congresos y se ha esgrimido, para bien de unos 

cuantos , como estandarte de movimientos sociales y justificación de políticas 

públicas, agrupaciones y movimientos obreros. También pretende este trabajo ser 

el antecedente de uno más profundo que aborde la complejidad de la naturaleza 

jurídica del concepto Derecho Social y le dé un tratamiento filosófico jurídico, 

además del histórico que en este trabajo predomina y que no pretende ir más allá 

de la mirada del historiador que reseña lo que sus ojos ven y que modestamente 

se atreve a proponer algo que mejore lo analizado. 
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El esquema del trabajo se divide en tres capítulos. En el primero de ellos, la 

panorámica visión de la historia universal nos permite encontrar algunos casos 

que, pudiéramos considerar, ya eran derecho social sin aún serlo como tal , pues, 

como ya se expondrá, el concepto viene a acuñarse en las postrimerías del Siglo 

XIX y en los albores del XX. Quizá se note que hay un especial énfasis en esta 

parte histórica. La explicación radica en que dos grandes profesores universitarios, 

Guillermo Floris Margadant, primero, y Román Iglesias González, después, 

tomaron a su cargo inicialmente este trabajo. Su intención era exponer una amplia 

reseña de los hechos históricos , más que abundar en el análisis de propuestas. La 

oportuna y acertada participación del Doctor Marco Antonio Pérez De los Reyes, 

mi primer profesor en la Facultad de Derecho, enriqueció esta obra con la 

sugerencia de aportar propuestas. Desde ahora y para siempre, mi 

agradecimiento eterno a los dos primeros, donde quiera que se encuentren, y mi 

gratitud enorme y sincera al Dr. Pérez De los Reyes por retomar este proyecto y 

por su ayuda desinteresada. 

El segundo capítulo, presentará apuntamientos en las ideas generadas en el 

México pre-constitucional, que fueron el antecedente de la formulación mexicana 

de los derechos sociales en la Constitución de 1917, asunto que también se 

abordará , para posteriormente hacer referencia a los primeros autores que 

trataron el concepto Derecho Social como tal y que lo defendieron de manera 

ideologizada en su obra escrita . Pero sin menoscabo de lo anterior; este capítulo 

se ocupara de mostrar ejemplos de cómo eran entendidos los derechos sociales 

en la ideologia jurídica más reciente , en las que pudiéramos llamar, las épocas 

10 



doradas del régimen que por 70 años o más ocupó el gobierno de México en casi 

todos los ámbitos niveles de gobierno y Poderes de la Unión y los Estados. 

A manera de introducción, también, consideramos que debemos establecer lo que 

para los efectos de este trabajo entenderemos por Derecho Social, lo cual 

haremos párrafos adelante; pero, primero considero que cabe preguntarnos, 

¿Podemos clasificar al derecho? 

La respuesta, por sí misma, constituye un material del cual pudieran derivar 

extensos tratados; pero puede ser respondida, muy someramente, de la siguiente 

forma: clasificamos al derecho para aprehenderlo y para aprenderlo. Pareciera 

redundante pero ambas acepciones tienen el mismo fin . El diccionario de la real 

academia de la lengua nos dice que aprehender y aprender tienen la misma raíz 

latina que es apprehendere que significa asir, agarrar. Llegar a conocer.1 

Algunos autores opinan a favor de la clasificación y la subdivisión del derecho en 

normas de Derecho Público y Derecho Privado, algunos otros disienten y otros no 

le encuentran utilidad;2 sin embargo, opinamos que la clasificación del derecho se 

hace, esencialmente, para fines prácticos. Clasificar al derecho, como clasificar 

cualquier tipo de conocimiento, implica encajonarlo, restarle universalidad a su 

conocimiento, aislarlo. Cuando nada en el mundo se encuentra aislado. La única 

1 Real Academia Lspaiiola . Diccionario de la I.engua Espanola. Real Academia Fspar)ola. Madrid. 1970. 

r 106 . 
. Vid. (jarda Mayna Eduardo. Inlroducción al Esludio del Derccho. 37'. Ed. Porrúa. México. 1985. pp. 131-
135. I.a conclusiún del maeslro gira en lorno a la relación que guarda con el Lslado. por lo quc lermina por 
aceplar la doclrina Iradicional (p.I]5 l. Ver. lambién. la cxposición dd maeslro I.uis Rccaséns Siches. 
Inlroducción al Esludio del Derecho. 6'. ed. Porrúa. México. 1981. pp. 44-48. respeclo a la Iridimcnsionalidad 
del Derecho y las pp. 179 Y IRO. respcclo a la clasificación por maleria de las normas juridicas. Advierte que 
la clasilicación del derecho en va rias ramas se apoya. precisamellle. sobre los dalos hislóricos. 
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utilidad que tiene clasificar es una utilidad pedagógica: la de contribuir a generar 

en el estudiante que inicia el estudio de la ciencia jurídica un criterio que le permita 

inferir el tipo de relaciones que el derecho genera, el tipo de relaciones que tendrá 

que enfrentar en su quehacer profesional. 

Por ello es indispensable hacer énfasis en que este trabajo tiene por finalidad 

hacer un recorrido históric03 que permita mostrar los motivos por los cuales en 

este país se acuña un tercer tipo de derecho que rompe con la clasificación 

tradicional, para que, finalmente, pueda establecerse como conclusión la utilidad 

que ha tenido, a lo largo de la historia, lo que hemos dado en llamar Derecho 

Social. 

En la búsqueda de una definición, encontramos múltiples opiniones, pero no una 

que precise los alcances del término acuñado. En consecuencia, a falta de una 

definición doctrinaria que concrete un concepto, hemos recurrido para iniciar 

nuestro estudio a la voz Derecho Social, desarrollada por Federico Jorge Gaxiola 

Moraila, del Diccionario Jurídico Mexicano.4 

Así , Derecho Social "es el conjunto de normas jurídicas que establecen y 

desarrollan diferentes principios y procedimientos protectores a favor de las 

personas, grupos y factores de la sociedad integrados por individuos socialmente 

1 Recascns. op. cil .. p. 179. se r)ala que las leorías que han Iralado de exp licar esla cJasilicación han fracasado 
porquc lo han hecho COl1l0 si se Iralase de una clasilicación (/ priori. sin lograr enconlrar en ellas un crilerio 
LJnivcrsa lrnellle va lido para eslaolccer lal di slinción. ya que. considera. sc Irala más oien de una direrencia 
hi slÓrica. 
I InSlilUlo lk Inwsligaciones Jurídicas de la UNAM. Diccionario Jurídico Mexicano. 8' . ed. I'orrira-UNAM. 
México.199~ . l'p . IO.JOy IO.J1. 
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débiles, para lograr su convivencia con otras clases sociales, dentro de un orden 

jurídico."s 

El concepto resulta , pese a su brevedad, lo suficientemente claro como para 

permitirnos entender lo que el Derecho Social pretende ser o, más bien, para 

decirlo en térm inos correctos, lo que se ha pretendido hacer de él. 

La idea de elaborar esta tesis profesional, derivó, esencialmente, de la pasíón que 

al autor transmitieron personas con alta calidad humana que le dejaron la 

inquietud de establecer claramente lo que el Derecho Social ha pretendido ser en 

México, para, muy respetuosamente, señalar que ha sido, desde nuestro punto de 

vista , una mera elaboración que permitió a los ideólogos de la revolución6 llenar el 

discurso político de demagogia. 

Pretendo, sin embargo, establecer que el objetivo de este trabajo es, 

específicamente, dejar muy claro que el concepto de Derecho Social difícilmente 

podrá , como los otros dos conceptos de derecho (público y privado) , desvincularse 

de su esencia histórica y perfilarse como la opción futura de lo que debe ser el 

derecho, si no se le considera verdaderamente como un producto de su tiempo, 

como obra humana, como heredero de nuestra historia política. 

, ídem. 

/. 1\ 1 rell:r irrlle a idelÍ logos de la revo luc ilÍn. trato de seña lar a qu ie nes han elahorado las ideas que permiten a l 
sistema po liti co l1le\ iGlIlO hacl'rnos creer que se ha creado un derecho prote,tm de los más débiles y 
neces itados . que e l estado protege a los gru pos minorit ari os y que. en términos generales. se ha superado la 
concepc ión utilitar ia dd de recho griego. que aludia a un derecho elaborado por los poderosos para favorecer a 
sus intereses. 
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Ahora bien, no se tratará únicamente de reseñar acontecimientos históricos a 

manera de observador; sino de establecer el punto de vista crítico respecto al 

tema desarrollado. Es por ello que en el desarrollo del tema podrán leerse entre 

líneas diferentes opiniones al respecto. Pero sobre todo, en el capítulo tercero, 

trataremos -luego de reseñar algunos ejemplos de derechos sociales sobre los 

que recientemente la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha hecho algún 

pronunciamiento- de hacer un par de propuestas para mejorar la efectividad de 

los derechos sociales. De esta manera, hablaremos de los diversos mecanismos 

procesales para la defensa de la Constitución y, luego de explicarlos brevemente 

en cuanto a su materia de impugnación, sujetos legitimados y demás, poner 

énfasis en la legitimación procesal del juicio de amparo para señalar lo que 

consideramos es uno de los principales obstáculos al acceso efectivo a la justicia 

constitucional como lo es el concepto de interés jurídico. Posteriormente, haremos 

referencia al entendimiento constitucional del término garantías individuales y 

propondremos ampliar -vía una reforma constitucional que se ocupe de la materia 

del juicio de amparo y de la jerarquía de los tratados- dicho catálogo con los 

derechos contenidos en los tratados internacionales en materia de derechos 

humanos que México ha suscrito y ratificado. 

A lo largo de este trabajo, por supuesto, se encontrarán destellos de algunos 

puntos que consideramos indispensables para la comprensión y el desarrollo del 

tema, a saber: 
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1) Los aspectos históricos, generales por supuesto, de la propiedad privada7 y su 

relación estrecha con el concepto lucha de clases.6 

2) El papel del Estado como conductor, no solo de la economía, sino de las 

relaciones sociales en general. 

3) El aspecto sociológico de la formación histórica de algunos grupos sociales 

como sindicatos, asociaciones profesionales y demás. 

4) La estrecha vinculación entre lo que entienden los tratadistas como Derecho 

Social y las ramas relativamente nuevas del Derecho como el Derecho del 

Trabajo y la Seguridad Social, el Derecho Agrario y el Económico. Y 

consecuentemente con la historia del movimiento obrero, por ejemplo. 

De esta manera, el desarrollo de nuestro trabajo pretende culminar con una 

exposición de conclusiones sobre el tema, que lleven con posterioridad a una 

mayor profundización de esta nueva rama del Derecho que se ha dado en llamar 

Derecho Social , de sus alcances, de sus limitaciones, pero también de nuevos 

medios que hagan de los derechos sociales derechos efectivos, derechos en 

serio . 

, Mario (k la Cucva. cn l,) 111/""" d"'l!chtl II/ exinllltl del (r"huitl. P(lrrlia . Mé xico I 'l'l4 pp. 11 . a lude a la 
cxp lica¡; ión rousscauniana sohre el o ri gen )' fu ndamento de la des igua ldad en tre los homores y dice que la 
propiedad pri vada es d cri te ri o que distingue a la prehi slm ia de la hi storia. ~ a que " la vida ausente de 
propiedad fue un vivir con formc a la naturaleza", micntras que " la idea diahó lica de la propiedad pri vada 
cxigió la organi zac ión ue un podcr. diahó lico también, destinado a protegerla" . 
M Al que Marx considera " ley de la hi stor ia" . 
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CAPíTULO 1. 

ANTECEDENTES HISTÓRICOSY MARCO TEÓRICO. 

MARCO TEÓRICO. 

"Cuando se es peón, la única salida es la 
revolución. " 

José María Cano. 

Por alguna razón que no siempre resulta muy clara, quien detenta el poder 

económico, político o de cualquier otra índole, suele sentir la necesidad de acudir 

en auxilio de los más débiles. Por temor a una revuelta popular, por mantener el 

sentimiento de superioridad que ha prevalecido por ejemplo entre los 

colonizadores, o porque simplemente el ser humano no sea en realidad tan 

malévolo como se ha afirmado, a lo largo de la historia el hombre ha tenido que 

idear algunos mecanismos que favorezcan a aquellos que han quedado fuera del 

estatus normal de vida de las mayorías. 

Llámese bondad del rey, intervención estatal, caridad cristiana o cualquier 

otro sinónimo, de alguna forma se ha pretendido no dejar en la miseria a ciertas 

capas de las sociedades que han quedado por debajo de los niveles de vida de las 

clases en el poder o que por sus características particulares se diferencian del 

resto por alguna circunstancia. Con distintas denominaciones a lo largo de la 

historia (esclavos, agricultores, siervos o, más recientemente, trabajadores 

asalariados, consumidores, etc.), pero finalmente bajo el mismo estigma. 
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El nombre es lo de menos. A fin de cuentas, el camino que iremos 

describiendo en este trabajo es, si se nos permite parafrasear a Marx, no la 

historia de la lucha de clases, pero sí una historia que tiene su centro en ella y que 

con ella ha evolucionado. 

Se comprende fácil: si no hubieren existido diferencias entre los hombres, 

no existirían grupos humanos que requirieran el apoyo de sus congéneres para 

resolver necesidades primordiales.9 A lo largo de la historia encontramos 

abundantes ejemplos ; pero, ¿por qué remontar la cita histórica a tantos siglos? 

La respuesta parecería sencilla si afirmáramos que pobres siempre han 

existido y caritativos también; pero sería simplista la afirmación si no tuviese un 

porqué. Este porqué lo encontramos precisamente en el ánimo de desentrañar la 

naturaleza de los derechos sociales (que finalmente son la materia prima de eso 

que se ha llamado derecho social) , y esa naturaleza necesariamente se ha 

relacionado con conceptos tales como solidaridad, amistad, pobreza, necesidad, 

desigualdad, desvalimiento y otras causas todavía no identificables de manera 

unánime,lo precisamente porque la historia del Derecho Social abreva en todas 

estas fuentes y tiene raíces múltiples. 

'/ Ikram Anlaki ha dicho que el día en que un hombre tuvo que producir e l alimento de otro comenzó la 
iniusticia. Mientras que, para Mar!!adant. es la guerra lo que a menudo provoca la complejidad de la 
estratificación social. Vid Mar!!adant S. Guillermo F .. !'(//wrama Ji! la historia (lni ,'er.1'<I1 J"I Derecho. 4a. 
ed .. Mi!!uel Ángel Porrúa. México. 1991 . p.38. Mario De la Cueva. en un estilo un tanto simplista y épico. 
caracteri~tico de los ideólogos mexicanos del Derecho Social en la primera mitad del Siglo XX. sintetiza el 
"drama humano de la libertad" en tres momentos esenciales de la historia: la democracia ateniense de la era 
de "nicles: la declaraciún de los derechos del hombre y del ciudadano de 1789 y la declaración de los 
dereclws ~oc iales de <)ucrétaro. Vid. el prólogo de " Declarac iones de Derechos Sociales'. Selección de Felipe 
Remolina . !-:tliciones del V Congreso Iberoamericano de Derecho del Trabaio y de la Seguridad Social. 
Mexico. \lJ7-1 . 
'" Contreras "eláel. Francisco José. por ejemplo. divide los factores históricos que propician la aparición del 
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La historia de los derechos sociales pasa necesariamente por la concepción 

histórica de todas esas causas; pero esencialmente se vincula con ese "drama 

humano de la libertad", como lo llamó De la Cueva. Con conceptos tan 

importantes para la vida del hombre como la propiedad, la libertad, la fraternidad y 

la igualdad. 

El aglutinamiento de diversas disciplinas del Derecho bajo la común 

denominación de "Derecho Social" pasó necesariamente por el camino de los 

Derechos Individuales, que son a su vez el resultado de la confrontación del 

espíritu humano libre ante las imposiciones absolutistas del poder omnímodo, que 

hoy se clasifican en derechos humanos de 1a , 2a , 3a y hasta 4a generación11
. 

Estos derechos, fruto ciertamente de un proceso histórico que tiene 

infinidad de variantes, incidieron en la formación de instituciones que hoy 

ubicamos ya en campos tan diversos del Derecho que, dada su dispersión y 

extensión, han tenido que clasificarse, necesariamente, en lo que se conoce como 

Derecho Social. 

Estado Social en Socioeconómicos (desvalimiento creciente del individuo y nuevos riesgos generados por la 
industrializa<:ión )' la individuali/.ación) y psicológico-morales (nueva actitud frente a la pobreza. nueva 
concepción de la libertad y nueva visión de los derechos). DeFensa dd t-:stado Social. Universidad de Sevilla. 
Espaí\a . 1996. p.p. II a 41 . Mientras que . Peces-Barba Martinez. Gregorio. O"r"cl!os Socia/es.r Positivisll/o 
Jurídico (/';se/'lto.\ d" ji/o.mlio jurídica .r político. Cuadernos Bartolomé de las Casas número 11. Instituto de 
Derechos IIumanos " Bartolomé de las Casas". Universidad Carlos 111 de Madrid. Dyk inson. Espai\a. 1999. 
p.p. I a 82. menciona. entre otros. la amistad. la idea de comunidad entre los hombres. el amor. la amistad. el 
apoyo. la cooperación y la ética de la generosidad. 
11 Esta clasificación se basa en la forma de hacer exigible al estado cada uno de los derechos. En la primera 
categoría existe una abstención del estado. en las demás una intervención. en la primera la intervención es 
inmediata. en las subsecuentes es sucesiva: los primeros suelen llamarse derechos individuales. los otros son 
ll amados Derechos económicos. sociales y culturales. "1 Estos derechos I Tienen una personalidad diferenciada 
que les identifica corno un colectivo de derechos agrupados en torno a una idea central y con una estructura 
propia lo que permite considerarles una generación diferenciada de las anteriores. Los consideramos como 
una tercera generación porque distinguirnos derechos individuales y civiles (primera generación) y derechos 
políticos (segunda generación l." Peces Barba. op. cit.. págs. 60 y 61. Una diferenciación entre cada 
generación de derechos se puede consultar en ídem. págs. 56 a 66. a la que recurriremos en lineas posteriores. 
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Por citar solo algunos ejemplos, tenemos a las instituciones del Derecho del 

Trabajo y la Seguridad Social, las instituciones de Beneficencia Pública y la 

asistencia social, las Instituciones del Derecho Agrario y las de la planeación 

económica dirigida por el estado, entre otra~ . 

Nuestra hipótesis inicial parte de considerar que las instituciones de lo que 

en México constituyó, y aún constituye, el Derecho Social fueron solamente 

instituciones jurídicas carentes de contenido jurídico específico, sin posibilidad real 

de efectividad, sin que pudiera calificárseles de "derechos", en el sentido moderno 

y normativo de la palabra. 

Esta multiplicidad de fuentes y orígenes, hace necesaria una breve y quizá 

superficial descripción de lo que consideramos son los antecedentes más remotos 

de los conceptos que trataremos de explicar. 

Para ello será necesario hacer una interpretación acerca de los diversos 

factores que han contribuido a la aparición de las nociones de "Derecho Social" y 

"derechos sociales", así como de aquellas que hicieron surgir términos como 

"Estado Social" o, como lo llamarían los politólogos y economistas, "Estado de 

Bienestar" (Welfare State) , "Estado Asistencial" o "Estado Providencia". 

Desde luego, será preferible hablar de factores condicionantes que de 

causas, pues un fenómeno tan complejo como el que trataremos es demasiado 

abundante en sus significados y matices como para intentar una explicación 

simplista o un análisis totalizador. 
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Será necesario, por tanto, aislar campos de posibilidades, 12 observar en las 

instituciones sociales de algunas culturas florecientes en la antigüedad y de 

diferentes sociedades y épocas, los primeros antecedentes de lo que pudiéramos 

considerar como esbozos de lo que, con mucha posterioridad, la Teoría del 

Derecho distinguirá como una rama diversa a las dos predominantes por 

antonomasia (Derecho Público y Derecho Privado). 

También será necesario delimitar cierto marco teórico que nos sirva de hilo 

conductor para no desbocarnos en el análisis de conceptos, culturas, variantes 

teóricas , ideas o postulados políticos o económicos que nos desvíen de la idea 

principal de este trabajo , que es brindar una aproximación histórica de los 

conceptos señalados y apuntar algunos elementos para una teoría general de los 

derechos sociales en México. Para ello, consideramos necesario hacer un breve 

recorrido histórico y precisar por adelantado algunos conceptos que nos permitan 

una mejor comprensión del tema, a manera de introducción a un concepto 

general. 

Pobres han existido a lo largo de toda la historia del hombre sobre la tierra; 

pero también han existido quienes tratan de mitigar las necesidades de esos 

pobres. Al intentar comprender este fenómeno se han elaborado conceptos como 

asistencia social , caridad , amistad, solidaridad , justicia, etc., que tienen que ver 

" "Se Ira la de eleg ir enlre la inli nidad de fac lores que delenn inan un objclo hislórico ... de rnoslrar las 
s ilUac iones que ha n hecho pos ible. en ciert a siluac ión hi slórica. la decis ión en favor de una posibilidad 
delermi nada ..... i\ hbagnano. Nico la. cilado por Conlreras Pe láez. op. cil. . p. 11 . 
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con lo mismo: el deseo, consciente o no, de no encontrarse con un prójimo que 

clama ayuda. 13 

Por tanto, en la exposición de los antecedentes remotos de lo que 

entendemos por derechos sociales estarán presentes todos estos conceptos y lo 

que trataremos de exponer será el método, la forma históricamente utilizada en 

cada sociedad sujeta a análisis para proporcionar satisfactores a quienes no los 

tienen. 

Pobreza, amistad, solidaridad, caridad, piedad, misericordia, compasión y 

fraternidad, serán conceptos que irán relacionándose a lo largo de la exposición 

para determinar los orígenes primarios de lo que hoy llamamos derechos sociales. 

En ese camino, básicamente habremos de guiarnos por la historia de 

algunas instituciones que pueden considerarse jurídicas; pero, como habrá de 

verse, el criterio orientador estará referido a una historia de las ideas y las 

ideologías, que permita descubrir elementos para la construcción de un concepto 

todavía en nuestros días inacabado. 

11 En un magnifico análisis de diversos autores que han tratado el tema (AmaMya Sen. Peter Towscnd. 
Manrred Max-NecC. el. aL). Julio Boltvinik. "Conceptos y medidas de pohreza" !'"hre:".I' LJistrihllcián del 
ill>,r('Sr! ('11 '\/.'.1'''' '(1. Siglo XXI editores. México. f999. págs. JO-80. expone diversos enfoques para identificar 
situaciones de pohre/a. de los cuales se puede concluir que la pohreza va ligada esencialmente a los conceptos 
de necesidades. satisf;\ctores y hienes y que "Los sistemas curati vos. la prevención y los esquemas de salud. 
en general. son ,a ti s l;\(lOres de la necesidad de protección". Que "all.as necesidades humanas fundamentales 
son finitas. pocas y c1asificahles hlSon las mismas en lodas las culturas y todos los periodos históricos. cll.o 
qUL' l· ... t;'1 ullturalll1l'lltc lIt'terminado IlO son las Ilcl:l'sidaJcs. sino los ~alisrat.:torl·s de.: esas Ill'ccsidaJcs. JILI 
concepto de pobre/a tradicional es limitado. pues es estrictamente economicista ," 
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1. FACTORES HISTÓRICOS QUE PROPICIAN LA APARICiÓN DE LOS 
DERECHOS SOCIALES14

• 

Precisado lo anterior, lo que procede es señalar algunos momentos 

históricos en los que esas ideas, claves para el desarrollo y formación de los 

conceptos que nos interesa precisar, se observan en la historia como cimientos. 

Partiremos de una división cronológica, útil desde nuestro punto de vista para una 

mejor comprensión, que tiene como punto medio la industrialización, es decir, 

habremos de apuntar los que consideramos antecedentes históricos en dos 

partes: pre-industrialización y post-industrialización. 

En la primera de las etapas apuntadas, podrá parecer que lo que se expone 

no tiene relación o trascendencia; pero hemos considerado necesaria su inclusión 

pues en las culturas antiguas encontramos el elemento filosófico indispensable, 

para un apuntamiento, ya más jurídico, de esos conceptos. 

1.1. ETAPA PREINDUSTRIAL. 

1.1 .1 MESOPOTAMIA. 

Hablar de la grandeza de la cultura babilonia está de más. Sus dotes 

astronómicas, su pensamiento filosófico y los descubrimientos hechos sobre el 

sistema duodecimal. la circunferencia de 3600 y la división del año en 12 meses de 

30 días, hablan acerca de esa grandeza. 

11 Para ~kctos d~ este trabajo habremos de seguir la clasificación de facto res que hacen Contreras Peláez y 
Peces-Barba. obras citadas. nota 2. tornando de ellos elementos tanto cronológicos corno de otro tipo que 
utili/.an para delinear los anteced~ntes históricos del Estado Social y los Ikr~chos Sociales. r~ .. pectivarnentc. 
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Generalmente organizados en Monarquías, los primeros Imperios de Medio 

Oriente fueron gobernados por déspotas que hacían derivar su poder de la deidad 

e incluso se equiparaban con ella.15 En este orden de ideas, resultaría difícil 

pensar en descubrir raíces de un sistema de derecho protector de los débiles 

cuando hemos hablado de despotismo y demás; pero la arbitrariedad de estos 

déspotas -dice Margadant 16 - quedaba suavizada por el anhelo de justicia social 

que se manifestaba desde las primeras legislaciones babilónicas, llegadas a 

nosotros en forma fragmentaria: el rey era, al mismo tiempo, el "buen pastor". El 

mismo rey Hamurabi , codificador del derecho de su época, se declara a sí mismo 

servidor e intérprete de Marduk, el dios creador, diciendo: 

" ... . entonces Anu y Enlil 
me llamaron para procurar el bienestar del pueblo, 
a mi, Hamurabi. el obediente, el príncipe temeroso de Dios, 
para traer la justicia a la tierra, para destruir al malo y al perverso, de 
manera que 
el fuerte no dañe al débil 
y que yo pueda ascender como el sol sobre el 
Pueblo pelinegro, iluminando la tierra"l? 

Visto de esta manera -casi poética- pareciera que no hay indicios de 

legislación social en la Babilonia antigua. Pero encontramos en las costumbres 

babilonias normas limitantes al poder de la elite en las deudas agrícolas, en la 

l ' I'ircnnc. Ja"jucs, I/'-\l" ri" l .'nin'r,w l, las W'cmdes ('orrientes dI' 1" hl.\l"ri,,: trad. Jul io I.ópez O li ván. José 
I'l á v Manuel Tamavo. Tomo VI. " Dc los oril! ines a l Islam .". 18' ed .. México. Cumhre. S ,A .. 1982."U rey. 
que 'recibe su poder' del Dios creador Marduk~ es el represelllante de la autoridad y la ley entre los hombres. 
I.a ley del Monarca cs. pucs. la expresión de la Ley Uni versa l: la autoridad rea l cs. a la vez. di vina y 
bienhechora," 
1(. Margadanl. op, cil.. p.p. 39 Y 40 
l ' Jacohsen. lherkild . el.. al. U pensCllIJiell/O prefiloscífic fl . traducción Eli de Ci ortari, Fondo de Cultura 
I'.conómica. Colecc ión Breviarios No, 97. México. 1954. p.124 . 
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duración de la esclavitud contraida por este motivo, y en instituciones tan curiosas 

como una "dación en pago" sin consentimiento del acreedor.18 

Esta legislación que al movilizar la propiedad necesariamente impulsa los 

negocios, requirió una regulación precisa de las relaciones entre patrones y 

trabajadores y la fijación, por parte del estado de precios, gastos de almacenaje, 

salarios de obreros y honorarios profesionales.19 De esta manera encontramos 

que, a pesar de las circunstancias políticas del Imperio Babilonio, su legislación 

tendía a la protección de grupos como los antes mencionados. 

1.1.2. EL DERECHO HEBRE020 

La motivación del pueblo hebreo para suavizar sus relaciones sociales y 

lograr un equilibrio entre quienes lo integraban, parece más evidente que la de los 

babilonios , pues analizando el fondo histórico y religioso de este pueblo, 

podríamos concluir que cuestiones tales como el no cobrarse intereses (Deut; 23-

19), perdonarse las deudas, liberar a los esclavos hebreos después de 6 años y 

asistir a los pobres (Deut; 15), son propias de una concepción deificada de la 

sociedad que encuentra en el temor de Dios y en la ley que le fue otorgada a ese 

pueblo y transmitida por Moisés en el Pentateuco su cimentación. 

IX Véase la extensa bihliogra fi a que sohre el terna c ita Margadan!. op. cil. 
'" "El contrato de trabajo está regul ado por una ley que lija la responsahilidad reciproca de l patrono y el 
ernp lcado. para todos los o fici os hay prev isto un sa lario rnín irn o; todos los contrati stas. industria les o 
agr íco las. ví enen ohligados a conceder a sus asa lari ados tres días de licencia pagada por rn es; el aprendi zaje. 
el fl ete de harcos y los honorari os de médicos y arquitectos son ohjeto de di spos ic iones lega les. sancionadas 
por un derecho penal cuyo arca ísrno pasrn a si pensamos en la perfecc ión de las noc iones jurídicas que se 
r,ropone proteger". I'irenne. op. c il.. p.35 
." I.as citas híhlicas se tornan de Sa}o:rac/a /JiMia. I'"rsúin di,."c/a d" las /"n}o: /las IIrii!. il1a/"s. por U " ino ,Vacar 
"'/ls /", .1' .-I /h",/o ('o /l/l1i!.a (' l/e/o Uf' .. 24' ed .. Bihlioteca de Autores Cristianos de la Editoria l Católica. 
Madrid. 1'176 . 
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Es en consecuencia en el temor de Dios y en la Ley Mosaica que el pueblo 

hebreo sustenta su forma de ser caritativo. Sin embargo, estas disposiciones se 

acotan en un primera concepción a los nacidos en Israel (lo cual puede observarse 

en versículos subsecuentes a los citados, en los que se excluye a los extranjeros 

de tales beneficios) ; pero se ve superada en la concepción plasmada en los libros 

proféticos, en los que se establece como mandato supremo el socorrer, 

principalmente, al extranjero, a las viudas y los huérfanos: los predilectos de 

Dios21
. 

De esta manera, se distingue en la concepción hebrea de derecho una 

dosis de solidaridad y un concepto de justicia social más adelante desarrollada por 

otras legislaciones contemporáneas. 

1.1.3. GRECIA. 

Lo que Grecia aporta al derecho son fundamentalmente dos aspectos: la 

experimentación constitucional y de vida social de las polis y su abundante 

disertación filosófica acerca de toda clase de temas directa o indirectamente 

jurídicos. Pero no podría decirse que su derecho sea unificado como el romano, 

sino más bien vago, y que lo que conocemos en nuestros días es 

fundamentalmente el derecho de una sola polis: Atenas, mismo que conocemos 

fundamentalmente a través de fuentes extrajurídicas (disertaciones filosóficas, 

obras literarias, teatrales etc.). 

" Anawim. los pohres de Yahvé. Véase. p. cj. clmcnsajc de profclas corno Llías. Oseas o Jeremías . 
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Es del estudio de estas fuentes extra jurídicas que se puede afirmar que en 

Grecia surge el principio de una estimación del hombre, que no se aleja mucho de 

la concepción cristiana del valor infinito del alma individual, ni de la concepción 

renacentista de autonomía espiritual del hombre. 22 

Para los griegos, la comunidad y sus relaciones son un rasgo fundamental. 

Por ello cobran especial relevancia cuestiones tales como la política, el servicio a 

la comunidad y, sobre todo, la especial relación entre los hombres que designan 

con el vocablo phylia: la amistad, concepto inseparable de la dimensión política del 

ser humano y de la idea de igualdad.23 

Para efectos prácticos, bastará remitirnos a la narración de Margadane4
, 

quien refiere dos soluciones antagónicas a un mismo problema y con ello justifica 

plenamente el por qué, en determinados casos, el Derecho Social ha sido la mejor 

herramienta para resolver conflictos que involucran a determinada clase de 

individuos -en este caso agricultores- y que ponen en peligro a las instituciones 

del poder; pero que también no son siempre la solución adecuada25
, ni conceden 

plenamente el goce y ejercicio de los derechos que pretenden otorgar y tutela(6. Y 

" Vid . Jaeger. Werncr. l'aiJeia 1.(lS iJeales Je la (,/lI/ura }!.Tiega. Tracl/lccitÍ/1 Je .¡'}(ltl/lin Xira/l y 1I'(,/1('('"lao 
Uoc!'s. l ' reimpresiún. rondo de Cullura Económica. México. 1967. p. R. 
~ 1 Contrcras l'c1áez. oh. cit .. p. 'l . Respecto al concepto de amistad en (jrecia. véanse tamhién: Cicerón. /Je /a 
amistad 4' edición. I'orrúa. México. 1982; el (jorgias. de Platón. en Di%gos Porrúa. México. 1979. en el 
que se desarrolla la idea de que el fin de la comunidad política es la eudaimonia (felicidad); Aristóteles. f:'ti('o 
Nimma(/"!'a. I',,/itica; tr. Antonio Gómez Robledo. 12' edición. I'orrúa. colección "Sepan Cuantos .. . " No. 70. 
México 1989; en la (tica Nicomaquea se sostiene que la amistad mantiene unidas a las ciudades y la 
concordia es esencialmente similar a la amistad . por tanto. se debe aspirar a ella y desterrar la discordia. que 
es ene m istad; 
~ ., Op. cit .. p.65 . 
! ' ídem .. p. 67 . 
! (. I.a crisis agraria que haio el régimen de Solón otorgó a Atenas una nueva constitución. daba a los 
proletarios el derecho al voto. pero no a ser elegidos. Esto nos lleva a pensar que fue uno mas de los 
tantísimos paliati vos de poder utilizados par tranquilizar la situación sin aplicar realmente un remedio 
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aquí cabe hacer mención a la idea de "esclavitud" manejada por Aristóteles en 

"Política,,27 y de la cual podría decirse que contraría todas las ideas que se han 

expuesto tratando de encontrar raíces del Derecho Social en el mundo gríego; 

pero podríamos remitir al lector a la consulta de Cerroní28, que magístralmente 

maneja esta discrepancia extrapolando el concepto del mundo antiguo y el mundo 

moderno, de la libertad para los antiguos y la libertad para los modernos. Se 

añade a lo anterior que el mismo Aristóteles, en "Ética Nicomaquea",29 sienta las 

bases de una de las discusiones más encontradas en el campo de la filosofía del 

derecho acerca del concepto "justicia" cuando comienza a hablar acerca de la 

"justicia conmutativa" y la "justicia distributiva", pues ello le servirá de base 

ideológica a las distintas ramas que integrarán el Derecho Social para justificar su 

autonomía en relación al Derecho Público y al Derecho Privado. 

1.1.4. ROMA 

Hablar del legado que en materia jurídica hemos obtenido de la sociedad romana, 

implicaría dejar fuera mucho de lo que en este trabajo hubiéramos querido 

abordar; por otra parte debemos tener cuidado en no omitir algunas instituciones 

que el Derecho Romano nos ha heredado y que constituyen pilares del Derecho 

Social. De hecho, es precisamente la fuente que da origen a esta travesía histórica 

que pretende mostrar el Derecho Social como un producto de constante aparición 

en el caminar temporal de las instituciones jurídicas. 

contundc nte . Margadant. op. dt. . p. 66 
" lIri stútd es. op. cit. pago 157·1 63 . 
~ . Cerrlllli . lI mocrto . Introducc ión al pensamiento politico; tr. ¡\rna ldo Córdova Siglo XX I ed itores. 20a. ed .. 
Mexico. I'l')O. 
~. , ioidcm. 

27 



Es precisamente la distinción entre el Derecho Público y Derecho Privado que se 

establece en el Corpus Juris (aunque con un criterio a la fecha no muy claro) la 

que origina y da vida al tema a desarrollar a lo largo de este trabajo. A este 

respecto cabe citar los excelentes comentarios que en relación con el tema hacen 

Beatriz Bernal30 y Guillermo F. Margadane1 Siendo el Derecho mismo un 

fenómeno netamente humano, y siendo el género humano tan complejo y variado 

en sus estructuras y relaciones, el tratamiento de este tema resulta seriamente 

matizado por muchos aspectos, a saber: 

a) Como ya se dijo, la realidad humana es difícil de comprender en su 

profundidad a través de esquemas que la delimiten y la concreten y, sin 

embargo, este tipo de delimitaciones facilita grandemente el estudio de muchas 

funciones. Tal es el caso del derecho, que debido a la complejidad de sus 

relaciones requieren agruparlas de modo tal que le faciliten su labor intelectual. 

La conocida frase de Ulpiano "publicum ius est quod ad statum rei romanae 

spectat, privatum quod ad singulorum utilitatem", no aclara esta distinción; sino 

que, por el contrario, ha generado innumerables teorías al respecto como lo 

son, tan solo por citar un ejemplo, las que mencionan García Maynez32 y Luis 

Recasens 33 Esta clasificación a la fecha sigue sin convencer sobre su utilidad 

a muchos de quienes la han abordado, precisamente por lo que se explica en 

el siguiente apartado. 

' " llernal Ilca!ri/ .. Dcr~cho Romano. 
11 Margaoan! S. (juillcnno F. Dcr~cho Romano. I'o rrlia México. 1'1'13: p. 67. 
1~ id~m . 

" Ihio . p. 69 
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b) En el Derecho típicamente privado surgen figuras que escapan al alcance de la 

contratación privada o bien se rigen por normas de Derecho Público (como el 

Derecho de Familia) y viceversa, y nos dice Margadane4 que "la línea divisoria 

entre los dos mencionados campos del derecho varía en el curso de la historia 

jurídica". Esto le da razón de ser a todo este preámbulo cuyo objetivo es 

mostrar que el Derecho Social ha estado presente históricamente en diversas 

instituciones jurídicas de los pueblos, aún cuando la idea de que se trata de 

una rama diversa a las dos tradicionales sea un producto de la modernidad. 

c) Es precisamente este hecho lo que hace que sea tan difícil establecer a que 

campo puede llegar a pertenecer una institución jurídica. La solución, desde 

nuestro punto de vista, girará principalmente en torno a factores políticos e 

ideológicos, por lo que serán precisamente, y por paradójico que parezca, 

aquellos que detentan el poder quienes se vean mayormente beneficiados con 

esta distinción, ya que, como veremos con posterioridad , el Derecho Social 

será el aliado natural para convencer a los marginados de que el Estado se 

preocupa por su bienestar. 

A raíz de lo anterior, es preciso señalar las instituciones del Derecho Romano que 

podrían quedar consideradas bajo la óptica del Derecho Social y que a nuestro 

parecer son las siguientes: 

a) Los conceptos de Justicia y Equidad, que aplica el Derecho Romano, adquiridos 

muy probablemente de su helenización y que con el tiempo llegan a ser temas 

. \ MargaJal\!. 0 1' . cil. r . 70. 
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fundamentales de la filosofía jurídica y la política social. Conceptos que sustentan 

muchas de las áreas de lo que hoy conocemos como Derecho Social. 

b) Al analizar la esencia de lo que constituye el Derecho Social, encontramos un 

grupo de trascendental importancia en Roma: los esclavos, asunto que desde 

diversas perspectivas ha causado opiniones encontradas como la de que no eran 

personas sino cosas. En tiempos pre-clásicos, su cercana relación con el amo los 

sitúa en una posición más holgada que la del proletariado agrario o industrial en 

nuestros tiempos. y la obligatoriedad para el amo de moderar su comportamiento 

hacia sus esclavos, se debe a diversas leyes que le limitaban sus atrocidades (ley 

Petronia)35, o bien a normas imperiales que buscaban humanizarle la existencia al 

esclavo. inclusive. el esclavo viejo o enfermo abandonado por su amo podía 

reclamar su libertad . Estas medidas muy probablemente tienen su origen en la 

filosofía estoica y. con su doctrina de igualdad de todos los hombres. el 

cristianismo vino a fortalecerlas en la idea de una hermandad universal al ser 

todos los hombres hijos de Dios. Ya que antes. de manera ambigua. Ulpiano dijo: 

"dentro del ius civile no son considerados como personas; pero en el derecho 

natural . todos los hombres son igualesu36 

Esta ambigüedad en el trato rato provoca revueltas como la de Espartaco y 

Catil ina. y medidas como las tomadas por los hermanos Graco. tendientes a un 

mejor reparto de tierra y la venta de trigo por parte del Estado a precios populares 

y. en general . un mayor acceso de las elites a los círculos de poder de manera tal 

l ~ Man.!.adant. Derecho Romano ... p. 165 . 
"· lh id ~ r I 67 . 
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que el senado perdiera posiciones de influencia, lográndose con ello una mayor 

democratización,37 

En fin, el mundo romano es un ejemplo de que un grupo social (la aristocracia) 

puede lograr en los ámbitos económico, político y cultural de un pueblo un 

progreso que no siempre corresponde "matemáticamente" a sus intereses 

materiales y un ejemplo más de lo que los poderosos pueden hacer para controlar 

a estos grupos sociales, Esta historia que pareciera no repetirse vuelve siglos más 

tarde como veremos más adelante, Diferentes personajes, misma historia, 

1.2. ANTECEDENTES EUROPEOS POSTRENACENTISTAS 

Sin que se pretenda colocar bajo la óptica de este trabajo a todas las relaciones 

de poder-sometimiento que han existido a lo largo de la historia, y sin pretender 

tampoco reducirlo a un punto de vista como el de Marx, vale la pena apuntar que 

mucho de lo que aquí se describirá es resultado precisamente de la lucha de 

clases, Por tanto, sin intentar de ninguna manera resultar omisos en alguna época 

histórica o elaborar una cronología que probablemente se encuentre con mayor 

detalle en otras obras de historia del derecho, es necesario precisar que en 

ocasiones como ésta habrá que dar grandes saltos en el tiempo y, como las botas 

del gigante de la fábula, avanzar mucho más de siete leguas en el camino de la 

historia para continuar describiendo lo que, desde nuestro punto de vista, han sido 

las instituciones jurídicas e históricas que han dado pie a considerar, en este siglo, 

" I.cvi. Marco Attilio, A'e /Iheri l1e schim'i: grlll'l'i s(lciali e ra"(lrli Ji /m'o/'() l1e/mol1Jo ellel1i,\'lico-r(}mal1o, 
Milano. Cisalpino-Goliardica. 1976, 
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como una nueva rama de derecho algunos aspectos protectores que requieren 

células específicas del tejido social. 

Es por ello que antes de comenzar a tratar lo que sería la médula de este 

capítulo no debemos dejar pasar las relaciones feudales como una forma de 

generar, con todas sus peculiaridades de organización social, un derecho agrario 

bastante sui generis. 

En efecto, la relación que vincula al vasallo con el señor feudal es una 

relación casi de propiedad; pero matizada de una buena cantidad de atenuantes 

que permiten hablar de estas relaciones como un antecedente primario del 

Derecho Social38
. El intercambio que hace el vasallo de su libertad e 

independencia sin rebajarse al nivel de "siervo" a cambio de protección y ventajas 

materiales -libertad restringida, pero garantía de supervivencia económica- es la 

base de esta organización, en la que una vez más queda de manifiesto el interés 

de la clase poderosa por favorecer a un determinado grupo social, siempre a 

cambio de muchas otras cosas que no siempre le redundan en beneficio; sino que, 

en muchas ocasiones, son la primera palada en la excavación de su tumba. 

Concretamente me refiero al advenimiento de la revolución agraria y sus 

consecuencias en la posterior formación del sistema capitalista. 

Cabe señalar, además, que el feudalismo no está precisamente delimitado 

en una época y espacio determinado; sino que temporal y espacialmente varía 

dependiendo de muchos factores, por lo que su nacimiento y extinción no se 

" Vid. Margadant. /'{/nor{/II/{/. " . pp.149-155 

32 



pueden constreñir a los ámbitos espaciales ni temporales de ubicación histórica39
. 

La fragmentación y el atomismo bajo el cual se organiza el régimen feudal, le dan 

al señor feudal la facultad de mezclar instituciones de derecho público y privado 

indistintamente en su "feudo". 

El ordenamiento jurídico se da en razón de la misma organización social, política y 

económica de una época determinada, por lo que es la misma organización social 

y en general todas las circunstancias que priven espacial y temporalmente lo que 

determinará que exista o no un derecho protector de algún grupo social 

determinado. Por ello es que no nos detendremos a analizar un período 

relativamente amplio de tiempo, pues no hallamos en la edad media y los inicios 

del renacimiento más que mestizaje entre el derecho romano y la costumbre y 

derecho de los países a donde éste llega, su absorción o deshechamiento y la casi 

nula creación de instituciones que encajen dentro de la óptica de este trabajo. Sin 

embargo, es precisamente en la edad media donde se gestan algunas formas de 

organización del trabajo de alta especialización técnica: gremios, corporaciones y 

guildas. Estas organizaciones se estructuraban jerárquicamente en maestros, 

oficiales y aprendices que eran quienes finalmente no tenían acceso a 

prerrogativas o derechos. 

' ;l 
'" La liquidac ión dd feuda lismo tu vo un ritmo distinto: Inglaterra rápidamente y en calma (1 660): rr~i1c ia 
( 178'1). sabemos baio que circunstancias: Prusia a fines del S XVIII : el resto de Europa. generalizando. en dos 
fases ( I R4 R Y 1'1 1 R): y en paises como México o Japón es dificil determinar en que mOl11ento en realiJad se 
pone li n a lo que teóricamente en la hi stori a se ll ama feudali smo. 
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Los maestros de una misma especialidad formaron colegios a fin de 

conservar el poder económico que iban adquiriendo, estos colegios controlaban la 

producción evitando la competencia desleal, fijaban precios a los productos y las 

zonas para comerciar, en síntesis, se convirtieron en los principales detentadores 

de la riqueza . 

Al mismo tiempo la organización gestada en este período, es decir la tierra 

como base de la organización social, económica, cultural y política, aunada a una 

sencilla división del trabajo y clases sociales perfectamente delimitadas, fue el 

caldo de cultivo, el basamento del Derecho Social de nuestro siglo; la civilización 

agraria como preludio del industrialism04o. 

1.2.1. EL IUSNATURALlSMO 

El siglo XVI vio nacer muchas de las corrientes del pensamiento que 

protagonizarían la historia de la edad moderna. Este espíritu de renovación de las 

ideas que campea en Europa, produce en los países bajos la corriente del 

iusnaturalismo. Movimiento creador de una actitud más libre y crítica frente a la 

romanización y a la sistematización que ofrecía el corpus iuris. Sus principales 

postores anhelaban crear un derecho "intrínsecamente justo, deductivamente 

elaborado en todos sus detalles y plasmado luego en un sistema estrictamente 

lógico". Antecedente importante de las primeras codificaciones que aparecerán a 

mediados del siglo XVIII; pero, ¿por qué referirnos a los iusnaturalistas? 

Precisamente porque de ellos podemos rescatar el ánimo constante de buscar la 
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norma justa para cada situación jurídica concreta. concepto de equidad que 

hemos adoptado hasta nuestros días. Aún cuando lo hemos atribuimos al common 

law inglés41
. 

1.2.2. EL BARROCO EUROPEO. 

Hablar de la llamada "era de las luces" se complica un poco cuando. como 

en el presente. se trata de hacer un esfuerzo por mostrar que no ha sido 

propiamente la racionalidad lo que ha llevado a la clase en el poder a otorgarle 

privilegios a los grupos minoritarios o desfavorecidos. Mucho más difícil resulta 

cuando esta tiene la percepción de ser la única que habita el planeta y que los 

demás son solamente agregados culturales. 

En esta época. el absolutismo se encuentra en una fase climática. que más 

bien comienza a entrar en decadencia. Las frases: "Después de mí el diluvio" y "El 

estado soy yo" son bastantes ejemplificativas para matizar la idea de los monarcas 

acerca de su propia persona y el poder casi omnipotente que acaparaban. Este 

poder solo puede ser ejercitado a través de ordenanzas procesales y edictos 

quedando. en consecuencia. claramente delimitadas las primeras apariciones del 

intervencionismo de estado. Se organiza la industria y el comercio para producir 

más barato sacrificando. inclusive. los salarios. fijándoles en máximo legal 

haciendo uso del trabajo forzado. otorgando las primeras recompensas y 

'o (T I link !'. ¡\ h in. 1. ./11'1" ',·1'11 ,,111: I r . AJullu .1/1Ir/il/. h li visiún. Mcxiro. I 'IX l . p.p." 7-.1<1. 

" Margadanl. op. dI. r .2~O. 
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subvenciones a los directores de industrias. El estatismo comienza a ser la 

fórmula de la política económica.42 

Pero toda política económica conlleva una forma de aplicarla, y en este 

caso será el mercantilismo como sistema económico lo que colabore a su 

concreción43 Esta doctrina, tendiente a la mayor acaparación de metales y, en 

consecuencia, a una más fervorosa explotación de los recursos mineros, hace 

aparecer los primeros lugares de explotación severa del hombre por el hombre44
. 

El mercantilismo permite un incremento sustancial en el comercio internacional, y 

las condiciones se van concretando para que un nuevo sistema económico y 

político surja con un buen número de consecuencias en todos los ámbitos de la 

cultura: el capitalismo. 

Los antecedentes de este sistema de producción son múltiples, pero 

podríamos resaltar, para los fines que pretendemos, un necesario auge de la 

libertad contractual. El contrato se vuelve trascendental al punto de poder fundar al 

estado mismo, "desvinculándolo de un origen divino y consecuentemente 

hereditario, que tan cómodo resultaba al soberano". El hombre de los siglos XVI al 

XVIII eleva a la categoría más sublime al contrato contraponiéndolo con el 

41 Buen Lozano. Néstor De. La decadencia del contrato. Con un apéndice "veinte años después". Editorial 
I'orrlla. S.!\.. México. 1986 p.p. 39-41 . 
. " loid . p.40. " U mercantilismo es estatista y corresponde a un socialismo monárquico ... Presenciamos con el 
mercantilismo la aparición del estatismo como formula de política económica" 
.,' Gonnard. René. lIistoria de las doctrinas económicas. Trad. de J. Campo Moreno. 8a. Fd. la. reimpresión. 
Aguilar S.A .. Madrid. 1968. No debemos olvidar que en nuestro país uno de los primeros movimientos 
ooreros que contribuyó al mejoramiento de las relaciones de trabajo fue . precisamente. en una mina 
(Cananea). 
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absolutismo. Dice Harold J. Laski que "el cimiento jurídico de la sociedad cambia 

del status al contrat045." 

Este auge de la libertad contractual, producto sin duda del establecimiento 

de la igualdad como principio básico del liberalismo, influye sensiblemente en el 

desarrollo posterior del capitalismo y del contrato como parte fundamental de éste. 

En El contrato social (1762) . Rousseau rinde homenaje a la libertad individual 

como medio adecuado para crear la voluntad general que se inspira, a su vez, en 

un interés común. Las leyes serán actos de la voluntad general y el Estado un 

organismo regido por las leyes emanadas de aquella voluntad general, cuando 

adopte la forma republicana46. 

Todo esto comienza a preparar los ingredientes de la receta que 

transformará las tres A's (arte, aristocracia y autoridad), en las tres B' s 

(burocracia, burguesía y benevolencia)47. En esta "época de las pelucas" la 

racionalidad en el pensamiento rompe con los esquemas tradicionales de 

autoridad que ya en el renacimiento se habían resquebrajado, manifestándose en 

doctrinas y pensamientos humanitarios como los de Voltaire, Rousseau, Locke, 

Becaria, etc. Podríamos afirmar que, aunado a la decadencia económica y al 

hecho de que la burguesía comienza a tomar conciencia de si misma, en este 

periodo se gestarán tres condiciones muy importantes en el pensamiento político 

económico y social: la revolución industrial, la independencia norteamericana y la 

" Citado por De Buen. op. cit. p.41 . 
11, ibidcm. 
" Margadant. ·· Panorama ... ... p. no. I.as dos notas al pie de página son formidablemente explícitas. la otra es 
de Federico el grande y. por la misma razón, la transcribo: "hay que arrastrar a la miserable plebe por la nariz 
hacia su ventaja y felicidad." 
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revolución francesa que van a generar antecedentes muy importantes para la 

época moderna. Más adelante me referiré específicamente a cada uno de ellos. 

1.3. EDAD MODERNA.48 

Los descubrimientos de casi toda la superficie habitable del planeta, los 

nuevos estímulos al mundo científico que brindan las ideas de Newton y Leibnitz, 

la multiplicación de nuevos inventos y métodos matemáticos, la proclamación del 

principio de igualdad y la ampliación de los mercados, elevan los ideales del 

individualismo a su máxima expresión: el hombre, por necesidad, se convierte en 

el centro de atención y la más grande preocupación del estado. 

Esta proclama de igualdad deviene en demagogia, pero fue una condición 

sine qua non para que el capitalismo levante el vuelo; sin ella, el sistema estaba 

incompleto: le faltaba la premisa fundamental de existencia. 

Comienza así una lucha y, en consecuencia , la sustitución de una elite : la 

monarquía, por otra qUe levanta la cabeza apoyada en esos descubrimientos y 

estímulos científicos: la burguesía . Multiparturienta -según la zona económica y 

geográfica de que sé trate- la monarquía contribuirá a la abolición de la 

servidumbre de la gleba generada en la época feudal y a la creación de nuevas 

1M (jrl'gll rio 1'l.Tes- Barba. "Uejlexiollt!,'i sohre los derechos enmúmico,'i socia/es .r ('ul/ura/es ", en /)e recho,'i 
l ;('OIlIjlll ico", ,')""dales y ('"lllIra/es . / Jara una ¡Illl..'graciún his ltÍr icCl y elnc/rinal eJe lo,'i derechos !rumanos. 

A e/as d .. las /1 'jorl/adas d" I''''/''.wres de Filo.m/ia del d",<,ch" . ,I/II /'(';a. IJ;e;<'lI/hre d" 1 V ' 8. Secretariado de 
puhli cac ioncs de la lJ niversidad de Murc ia. 198 1. pág ina 5 1. opina que el concepto de derechos 
funda mcntales es un concepto histórico que so lo adquiere s ignifi cado en el mundo moderno y que las 
a lus ioncs o re ferenc ias a los dercchos fundamenta les que se hagan antes del mundo modcrno (sig los XV o 
X V I ) tienen que entenderse exclusiva mente como un precedente o como un elemento que. comhinado con los 
que comp(lncn la modernidad. puede cristali /.arse en el concepto histórico de los derechos fundamenta les . 
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estructuras sociales, familiares y de producción que crearan un mundo nuevo: sin 

monarcas 49 

Algunos déspotas como Federico El Grande, comienzan con la idea de 

eliminar aspectos sádicos medievales en el campo de las penas. Asunto en el cual 

Cesare Bonesana, Marqués de Becaria, contribuye ampliamente, siendo quizá el 

virtual iniciador de la idea de practicar la justicia distributiva, traducida en un trato 

más humanitario para todos los hombres y, en consecuencia, de la sociedad ante 

los órganos de autoridad.5o 

Esta transformación opera no sólo en el campo de las ideas, sino también 

en la sociedad, comúnmente bajo una interdependencia de factores que 

podríamos sintetizar bajo tres grandes rubros: la revolución industrial, la 

constitución norteamericana y la declaración francesa de los derechos del hombre 

de 1789. 

Estos factores, aunados con algunos otros, habrán de sentar las bases del 

verdadero origen de los derechos sociales: el constitucionalismo. A continuación 

se intentará la descripción de algunos de los aspectos más sobresalientes de esos 

tres grandes movimientos históricos, que desde nuestra perspectiva han 

contribuido a formar el concepto de Derecho Social en la modernidad . 

• 19 Peces-Barha. op.eit.. p.52. dice que no se puede hablar de derechos fundamentales fuera de la sociedad 
precapilalisla y capilalisla después. ni lampoeo sin la idea del poder polílieo o de Eslado. ni sin rasgos 
fllndamcllIalcs de la ellhllra moderna como el individualismo. el racionalismo. ele. Y que hay que dislinguir 
dos momcnlos en la formación del coneeplo: el momenlO filosófico y el momenlO de su incorporación al 
derecho posilivo. 
,,, " La alllonomia del derecho penal y procesalliende. por una parte. a defender la aulonomia del individuo y. 
por olra parle. a racionalizar la acción represora del ESlado". Peces-Barha. op. cit.. p. 53. Vid .. a ese respeelo: 
(jarcia Ramircz. Sergio. "César Beeearia y la declaración de derechos de 1789." en idem. f;sludios Jurídicos. 
México. UNAM. Inslitulo de Invesligaciones Juridicas. 2000. p. 447 Y sigs. 
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1.3.1. REVOLUCiÓN INDUSTRIAL. 

La revolución industrial del siglo XVIII es una consecuencia particular de 

todo un proceso histórico ocurrido en Europa occidental. Dicho proceso encuentra 

sus primeros antecedentes, muy remotos ciertamente, desde el siglo XIV en 

adelante y puede afirmarse que constituye la crisis del sistema feudal y el 

advenimiento de una nueva sociedad: la sociedad capitalista . 

La revolución industrial, se presentó de manera desigual en algunos países 

de Europa occidental y los Estados Unidos; sin embargo, estuvo estrechamente 

confinada a su lugar de origen, de modo que casi todos sus desarrollos principales 

ocurrieron en las regiones central y septentrional de la Gran Bretaña. Desde el 

punto de vista económico, su nacimiento parece haber sido determinado por el 

constante ensanchamiento del mercado para los productos manufacturados -los 

textiles, principalmente- que, a su vez, fue en buena parte consecuencia de la 

extensión de la navegación y del desarrollo del sistema colonial en el siglo XVII. 

La revolución industrial cambió al mundo, pues no se trató simplemente de 

un aumento de la producción o de la invención de nuevos medios para ella; sino 

de la generación de un impulso que hasta la fecha no se detiene: el capitalismo, 

Miguel A. Gallo,51 describe así algunas consecuencias de la industrialización: 

La industrialización tuvo como consecuencia un aumento de la 

población. Hubo también un incremento general en las actividades 

económicas: crecimiento de la producción, del transporte de mercancías, 

del comercio, de los bancos, del capital, etc. 

<, lIi sloria Un iversa l Moderna y Conlemporánea 1: Ediciones Quinlo Sol. México. 1997. 
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La competencia entre las nuevas fábricas y los viejos talleres 

manufactureros y artesanales ocasionó como consecuencia la 

desaparición de estas dos últimas formas productivas, que no pudieron 

resistir dicha competencia. Por lo tanto, en el seno de las fábricas creció 

la división del trabajo y lo mismo sucedió en el resto de la sociedad. 

Con el sistema fabril se inician las crisis capitalistas, que en un principio 

son de sobre producción. Los mercados no alcanzan a consumir las 

grandes cantidades de mercancías elaboradas en las fábricas .. . " 

Gonnard, describe el mismo proceso de la manera siguiente : 

.. Durante mucho tiempo, la industria lanera fue la más considerable de 

Inglaterra . A mediados del siglo XVIII conservaba esta supremacía y 

seguía organizada al modo antiguo: nada de concentración geográfica ni 

económica; multiplicidad y dispersión de los centros productores; 

herramienta muy sencilla (telares de mano, ruecas, a veces huso y 

lanzadera); organización de trabajo patriarcal y doméstica; fabricantes 

autónomos, que, a lo sumo, trabajaban con algunos jornaleros. Entre 

tanto, comenzaba a aparecer el capitalismo, primero en forma comercial: 

los compradores pañeros se encargaban de realizar ciertos trabajos 

accesorios de fabricación ; luego, una parte más importante de esta, 

comprando la primera materia y reduciendo al antiguo maestro al papel 

de darle forma, convirtiéndose, por último, en manufacturero, propietario 

de una fábrica con obreros a jornal. Sin embargo, este régimen seguía 

siendo excepcional. Por la manera como tendía a generalizarse, era 

claramente desfavorable para los obreros: jornadas largas, salarios 

reducidos, paros frecuentes , eran sus consecuencias, yeso cuando aún 

no había llegado la era de la industria maquinista en grande. Hay que 

añadir que subsistían las huellas de un estado anterior más 

desagradable todavía . Hasta 1775 hubo una servidumbre notablemente 

cruel en ciertas regiones de la Gran Bretaña, en Escocia, por ejemplo, a 

la cual aparenta Adam Smith considerar más civilizada que Francia, esa 

Francia donde Voltaire estigmatizaba, como un monstruoso 

anacronismo, la supervivencia de algunos ciervos de Monte Jura. Por lo 
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menos, estos no llevaban al cuello, como los esclavos escoceses, un 

collar con el nombre de su amo grabado. 

La transformación de la industria antigua estaba contenida por la 

tradición, la costumbre y los reglamentos industriales, de origen 

medieval y mercantilista. Un proteccionismo feroz impedía, por ejemplo, 

bajo penalidades sangrientas, la exportación de lana inglesa y hasta de 

ovejas inglesas. 

Para mayor precaución, estaba igualmente prohibido esquilarlas a 

distancia menor de cinco millas de la costa. !Y para mejor asegurar la 

venta de los paños ingleses, un edicto de Carlos 11 ordenó que todos los 

cadáveres fueran envueltos en un sudario de lana!. .. " 

" ... La evolución industrial siguió siendo más económica que técnica 

hasta 1760, eran los comerciantes los impulsores de la industria, era 

principalmente el comercio excitante de energías. 

El comercio británico realizó enormes progresos en el siglo XVII y en la 

primera mitad del XVIII. En la segunda, no tanto, y acaso menos que los 

franceses . 

Este último período, fue testigo de la constitución del Imperío colonial 

inglés, y del florecimiento del importante comercio de exportación e 

importación que hizo nacer industrias nuevas; de este modo apareció la 

gran industria algodonera, cuyas condiciones de aparición y desarrollo 

profetizó, con extraña clarividencia, un autor anónimo en 1701 . 

El comercio con las Indias --dijo--, al proporcionarnos artículos 

fabricados a precios más bajos que los nuestros, tendrá como 

consecuencia la de obligarnos a inventar procedimientos y máquinas 

que nos permitan producir con menor mano de obra y menores gastos y 

bajar los precios de los objetos manufacturados." 
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Con el proceso de industrialización, es evidente, comienza un desequilibrio 

en los factores de la producción que tuvo que frenarse a un precio altísimo. Así 

pues, señala Gonard, "los hombres no tienen más utilidad que la de servir para 

producir un exceso de riqueza". 

Toda aquella evolución rural, que tendía a transformar las sociedades 

agrícolas arrebatándoles sus hombres y proporcionando a la industria mano de 

obra abundante, y por tanto barata, aunada a la evolución tecnológica, adquirió 

dimensiones de revolución . Incluso, para algunos autores contemporáneos,52 se 

trata , por su proporción, de la segunda revolución más grande de la historia (la 

segunda ola) . 

Esta revolución se manifestó principalmente en dos terrenos: el de las 

industrias textiles y el de la metalurgia y, en ambos, marcó desde inicio pautas que 

motivaron , posteriormente, los contrapesos a las desigualdades que el 

maquinismo trajo consigo. Se generalizó el sistema de la fábrica; el nuevo 

material , costoso, fue incompatible con la producción a domicilio. Empezó a 

realizarse la concentración económica, y también geográfica. La misión del capital 

se amplió con el mejoramiento de la herramienta. Infinidad de avances 

tecnológicos impulsan mejoramientos en las comunicaciones y progresos en la 

construcción. Con el vapor, aparece en escena un factor aún más determinante: la 

ciencia . 

Dice Gonnard : 

<~ Cfr. l"cflkr. 0r. cil. 
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"El vapor no creó del todo la gran industria, pero solo con él empezó una 

era nueva, después de la época medieval, en la cual triunfaban los 

propietarios de tierras; después de la época mercantil, que fue el reinado 

de los comerciantes, llegó a Inglaterra la supremacía del gran 

manufacturero. 

Dos hombres: el inventor y el fabricante, son los representativos, y los 

amos de cada época. La industria quedó liberada de las servidumbres 

antiguas, que la constreñían a vivir en la proximidad de los bosques y de 

los ríos para buscar en ellos el combustible vegetal y la fuerza hidráulica. 

La hulla y el vapor la emanciparon. 

La modesta técnica manual, deja el puesto a la industria en grande, a las 

máquinas, a la división del trabajo, a las fábricas modernas. Por primera 

vez en la Historia que nosotros conocemos, vio Prometeo caer sus 

cadenas." 

Esta caída de las prometéicas cadenas significó una Revolución no solo en 

el aspecto tecnológ ico, sino también una transformación general de la vida en 

todos sus aspectos 5 3 

Para los efectos de este trabajo, conviene destacar los cambios que la 

Revolución Industrial trajo respecto a los sistemas de garantía y protección de 

riesgos creados en la edad media (mutualismo, beneficencia privada, previsión). 

Sistemas que fueron superados por el creciente número de situaciones de 

desvalimiento en que la masa trabajadora de las ciudades había caído. 54 A mayor 

número de trabajadores, mayor número de problemas. 

" e lr. Tocflkr. 01' . ci t. 
" v.v./\ ./\ . Macrop~Ji a. vo lulllen 13. Encyc10pacdia Británica Publi sh~rs Inc .. México. 1990. 
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1.3.2. LA CONSTITUCIÓN NORTEAMERICANA DE 1787. 

Influida en gran manera por los documentos de Virginia (1776), 

concretamente de su "Sill of Rights", la Constitución Norteamericana recoge los 

principios del racionalismo iusnaturalista, las ideas de Locke, Hobbes y Rousseau 

y conforma un ideario liberal que será proclamado solemnemente en la 

Declaración Universal de los derechos del hombre. Podría afirmarse, por tanto, 

que se trata del primer antecedente en las listas de derechos individuales 

"inviolables", que generalmente encontramos en .Ias constituciones modernas y a 

las cuales suelen añadirse -a partir, se afirma, de las constituciones mexicana y 

de Weimar- una lista de "derechos sociales". 

1.3.3. LA DECLARACiÓN DE LOS DERECHOS DEL HOMBRE Y EL 
CIUDADANO. 

De hecho, las constituciones norteamericanas del siglo XVIII, para muchos, son la 

fuente de la que emana la más completa y revolucionaria declaración de derechos 

que se haya emitido: la Declaración de los Derechos del Hombre y del 

Ciudadano. 55 Esto se debe a que, mientras para algunos el origen de la 

declaración lo constituía El contrato social de Rosseau, Jellinek dedica una obra 

entera a desmentir esta posición y a señalar la influencia de las constituciones 

norteamericanas en esta declaración.56 Diferencias, similitudes o herencias aparte, 

" Qui/<Í llllO de los ejemplos más notables lo constituye la oora de Jellinek. reeditada recientemenlc por el 111 
de la lJNi\M (Jcllinek. (jcorg. I.a declaracitÍn de los derechos del homhre y del dudadano. Traducción y 
estudio preliminar de i\dolfo Posada. Estudio introductoria de Miguel Carbonel!. Instituto de Investigac iones 
Juridicas. Serie Estudios Jurídicos núm 12. UNi\M. 2000) 
«, Con todo. Jcllinek no deja de seJ)alar las diferencias entre estas declaraciones. por lo que conviene remitirse 
a la op. Cil.. para tal eli:cto. 
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lo que es verdaderamente importante, como señala Carbonell,57 es que, con estas 

declaraciones, suena la hora inaugural del Estado Constitucional. 

Lo sintetiza magistralmente Peter Haberle:58 carácter escrito de las constituciones; 

reconocimiento de los derechos individuales como innatos e imprescriptibles para 

el hombre; doctrina del poder constituyente del pueblo; separación de poderes; 

concepto de ley como voluntad general; reformas, en vez de revoluciones; pacto 

constitucional contra imposición unilateral de la Constitución, etc. 

Pero particularmente, para los efectos de este trabajo, son de destacarse el 

robustecimiento de la jurisdicción independiente y la jurisprudencia, ante todo en la 

forma de jurisdicción constitucional, que redunda en el desarrollo de la protección 

a las minorías. 

Estas aportaciones de la declaración de los derechos del hombre de 1789, habrán 

de ser el punto de partida para las propuestas con las que este trabajo pretende 

contribuir. Sin la presencia de tribunales, de órganos encargados de velar por la 

vigencia y validez de la Constitución, sobre, e incluso en contra, de la voluntad del 

legislador, parece ser un síntoma inequívoco de avance democrático y, 

particularmente, un elemento alentador en lo que a la protección de las minorías 

se refiere. Pues, como veremos más adelante, la simple enunciación, sin un 

sistema efectivo de control, no es suficiente para el efecto de proteger a esos 

" Ihid. 
"1 Hibcrlc. PCICr. I.ih,.rtad igl/aldad fra/ernidadl-S!) como his/o/"ia ac/tlC/lid"d y /ÍI/l/ro del es/aJ" 

col/.I"/i/l/cilll/al. Trad. Ignacio Gulicrrcz. Pró logo de IInlonio Lópcz Pina. Trona. Madrid. 1998. 
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grupos desaventajados que constituyen la materia de protección del Derecho 

Socia!. 

1.4. SIGLO XIX. 

1.4.1. LA DOCTRINA SOCIAL DE LA IGLESIA CATÓLICA. 

En primer lugar, debe precisarse en que consiste la doctrina social de la Iglesia. 

Para ello, consideramos. nada mejor que acudir a la definición de Juan Pablo 11 en 

su "Sollicitudo rei socia lis" . donde se expresa: "La Iglesia no propone sistemas o 

programas económicos y políticos. ni manifiesta preferencias por unos o por otros. 

con tal de que la dignidad del hombre sea debidamente respetada y promovida. y 

ella goce del espacio necesario para ejercer su ministerio en el mundo".59 

Pero la Iglesia -sigue diciendo Juan Pablo 11- es experta en humanidad. y esto la 

mueve a extender necesariamente su misión religiosa a los diversos campos en 

que los hombres y mujeres desarrollan sus actividades. en busca de la felicidad. 

aunque siempre relativa. que es posible en este mundo. de acuerdo con su 

dignidad de personas. Por esto la Iglesia tiene una palabra que decir ( ... ) y a este 

fin utiliza como instrumento su doctrina sociaL .. ". "La doctrina social de la Iglesia -

concluye el Pontífice- no es, pues. una tercera vía entre el capitalismo liberal y el 

colectivismo marxista. y ni siquiera una posible alternativa a otras soluciones 

menos contrapuestas radicalmente. sino que tiene una categoría propia. No es 

tampoco una ideología. sino la cuidadosa formulación del resultado de una atenta 
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reflexión sobre las complejas realidades de la vida del hombre en la sociedad y en 

el contexto internacional, a la luz de la fe y de la tradición eclesial. Su objetivo 

principal es interpretar esas realidades, examinando su conformidad o 

diferencia con lo que el Evangelio enseña acerca del hombre y su vocación 

terrena y, a la vez, trascendente, para orientar en consecuencia la conducta 

cristiana. Por tanto, no pertenece -la doctrina social- al ámbito de la ideología, sino 

al de la teología , y especialmente de la teología moral".6o 

Esta doctrina, expuesta en los documentos magisteriales que comprenden los cien 

años transcurridos desde la "Rerum novarun" (1891) hasta la "Centesimus annus" 

(1991) , interpreta y juzga, desde el punto de vista moral , las realidades 

contenidas en el liberalismo económico o capitalismo democrático, al cual incluso, 

en determinado momento, pudiera decirse apoyó al hacer una crítica abierta al 

socialismo marxista. En este sentido, su aportación a la ideología de los derechos 

sociales viene marcada por una cierta crítica a la economía de mercado, como la 

misma doctrina le suele llamar, una economía que gira en torno a un modelo 

basado en la propiedad privada, incluso de los bienes de producción; que utiliza el 

mecanismo de los precios como el instrumento óptimo para la eficiente asignación 

de recursos ; y en el que todas las personas, libremente responsables de su futuro, 

pueden decidir las actividades que desean emprender, asumiendo el riesgo del 

fracaso a cambio de la expectativa de poder disfrutar del beneficio si éste se 

produce. 

<" Juan Pablo 11. So/licitudo r(!i .",d ali.\". 

"" Ibíd . 
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Respecto a esos elementos constitutivos de la economía de mercado, sobre los 

que descansa igualmente la doctrina social de la iglesia, esta se pronuncia de muy 

variadas maneras, a manera de síntesis, se señalan las siguientes:61 

La propiedad privada. En cuanto a la propiedad privada de los bienes, 

incluidos los de producción, pilar básico de este sistema económico, 

las citas de la doctrina que la legitiman son numerosísimas. Desde 

-salpicando los textos- la "Rerum novarum", donde leemos que 

"poseer bienes en prívado es derecho natural del hombre nlJ2
; pasando 

por la "Mater et magistra" en la que Juan XXIII, declarando que se trata 

de un princípío enseñado y propugnado firmemente por sus 

predecesores, afirma que "el derecho de propiedad privada, aun en lo 

tocante a bienes de producción, tiene un valor permanente, ya que es 

un derecho contenido en la misma naturaleza"; hasta la "Laborem 

Exercens" y la propia "Centesimus annus", documentos en los que 

Juan Pablo 11 recuerda que, desde la declaración contundente de León 

XIII, en contra del socialismo de su tiempo, "este derecho -a la 

propiedad privada- fundamental en toda persona para su autonomía y 

su desarrollo -son palabras del Papa- ha sido defendido siempre por la 

Iglesia hasta nuestros dias". 

Ahora bien, es tradición igualmente constante del magisterio que el 

derecho a la propiedad privada, reconocido como de carácter natural, 

"no es un derecho absoluto -en palabras de la "Centesimus annus"­

ya que en su naturaleza de derecho humano lleva inscrita la propia 

limitación". Y es precisamente Juan Pablo 11 quien en la "Sollicitudo 

rei socialis" desarrolla la conexión que existe entre, por un lado, el 

legado de carácter abstracto que Dios, en el origen, otorgó en favor de 

todos los hombres, al darles el dominio sobre todas las cosas de la 

tierra y, por otro lado, el necesario régimen de propiedad privada, para 

que el dominio natural de todos los hombres sobre las cosas creadas 

. , Tomo estos elementos del tex to del prof. Rafael Tennes. " Doctrina Soc ia l de la Iglcsia y libcralismo 

... ant agoni smo o malentendido~" Rcvista I.aisse: Faire. septicmbrc dc 2000. Universidad Francisco Marroquín 
dc (juatcmala . 
,., Dcl Papa I.cón XIII. 
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pueda ser real y no teórico, eficiente y no conflictivo, de acuerdo con 

la doctrina aristotélica, magistralmente sintetizada en las tres razones 

dadas por Santo Tomas. 

Juan Pablo 11 hace esta conexión cuando escribe: "Es necesario 

recordar una vez más aquel principio peculiar de la doctrina cristiana: 

los bienes de este mundo están originariamente destinados a todos. 

El derecho a la propiedad privada es válido y necesario, pero no anula 

el valor dé tal principio. En efecto, sobre ella grava una hipoteca 

social, es decir, posee, como cualidad intrínseca, una función social 

fundada y justificada precisamente sobre el principio del destino 

universal de los bienes n63
• Pero esto es precisamente lo que en el 

sistema capitalista tiene lugar, cuando los bienes poseidos en privado 

son destinados al proceso de producción, creando puestos de trabajo 

y rentas para los demás. El avaricioso atesorador de bienes, sin 

provecho para nadie, o el despilfarrador de los mismos, con injuria de 

los necesitados, no forman parte del espírítu del auténtico capitalismo 

que está marcado por la magnificencia del emprendedor que arriesga. 

El mecanismo de los precios. Sobre el segundo de los elementos 

definitorios del capitalismo, el mecanismo de los precios como 

instrumento para la más eficiente asignación de los recursos escasos, 

el magisterio, como es natural, no ha dicho casi nada, salvo 

reconocer, como hace Juan Pablo 11 en su última Enciclica social, que 

"da la impresión que, tanto a nivel de naciones como de relaciones 

internacionales, el libre mercado sea el instrumento más eficaz para 

colocar los recursos y responder eficazmente a las necesidades,~4. 

Esta relativa carencia de textos sobre los mecanismos de mercado no 

es de extrañar ya que se trata de una cuestión técnica, campo que la 

Iglesia, respetando la autonomía de las actividades terrenas, deja a la 

libre discusión de los hombres. Lo cual no obsta para que éstos, al 

hacerlo, deban respetar las exigencias éticas. En este sentido, la 

teología moral, ya desde los escolásticos salmantinos del siglo XVI, 

(,1 So llicil udo rci sociali s (4 ~ ) 
(,·1 C Cl1lcss ill1l1s annlls ( 34 ) 
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considera que el precio de mercado, libremente debatido en 

competencia, es un precio justo, con la condición de que haya sido 

fijado en ausencia de violencia, fraude o dolo. Doctrina que se apropia 

Juan Pablo 11 en la "Centesimus annus" cuando dice que "quien 

produce una cosa lo hace generalmente -aparte del uso personal que 

de ella pueda hacer- para que otros puedan disfrutar de la misma, 

después de haber pagado el justo precio, establecido de común 

acuerdo después de una libre negociación". 

La libertad de iniciativa privada. El tercer elemento definitorio del 

capitalismo es la libertad de iniciativa privada, la cual ha sido siempre 

defendida y alentada por el Magisterio. Juan XXIII en la "Mater et 

magistra" dice que "la economia debe ser obra, ante todo, de la 

iniciativa privada de los individuos, ya actúen éstos por si solos, ya se 

asocien entre si de múltiples maneras para procurar sus intereses 

comunes..65. y poco después, refiriéndose a la intervención de los 

poderes públicos, dice que ésta "no sólo no debe coartar la libre 

iniciativa de los particulares, sino que, por el contrario, ha de 

garantizar la expansión de esa libre iniciativa, salvaguardando, sin 

embargo, incólumes los derechos esenciales de la persona humana", 

y añade que "entre éstos hay que incluir el derecho y la obligación 

que a cada persona corresponde de ser normalmente el primer 

responsable de su propia manutención y de la de su familia, lo cual 

implica que los sistemas económicos permitan y faciliten a cada 

ciudadano el libre y provechoso ejercicio de las actividades de 

producción ,066. 

La intervención del Estado. En efecto; la defensa de la libre iniciativa 

privada entronca con el problema de la intervención del Estado y sus 

limites. Esta cuestión, abordada por casi todos los Sumos Pontifices 

l.' Ibíd. (1 37) 
1.1. ídem 139 
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que han tratado de asuntos económicos, ha tenido un extenso 

desarrollo en la última Enciclica social de Juan Pablo 11. 61 

Juan Pablo 11 empieza insistiendo en que en el campo económico "la 

primera responsabilidad no es del Estado, sino de cada persona y de 

los diversos grupos y asociaciones en que se articula la sociedad", 

precisando que "el Estado no podria asegurar directamente el derecho 

a un puesto de trabajo de todos los ciudadanos sin estructurar 

rígidamente toda la vida económica y sofocar la libre iniciativa de los 

individuos ". Acto seguido, señala que "las justificables actuaciones 

del Estado para corregir situaciones particulares de monopolio que 

creen rémoras u obstáculos al desarrollo" o para "ejercer funciones 

de suplencia en situaciones excepcionales, deben ser limitadas 

temporalmente ( ... ) para no privar establemente de sus competencias 

a los sectores sociales y sistemas de empresas y para no ampliar 

excesivamente el ámbito de intervención estatal de manera perjudicial 

para la libertad tanto económica como civil". Estado de Bienestar, 

creado en los últimos tiempos -dice el Papa- "tratando de remediar 

formas de pobreza y de privación indignas de la persona humana", y 

sobre el cual advierte que "no han faltado excesos y abusos", 

derivados -según el Pontifice- "de una inadecuada comprensión de los 

deberes propios del Estado. En este ámbito -dice Juan Pablo- también 

debe ser respetado el principio de subsidiariedad". Principio que ha 

estado siempre, junto con el de solidaridad, en el núcleo de la doctrina 

social. Principio que conduce al Papa a afirmar, para acabar esta 

materia, que "al intervenir directamente y quitar responsabilidad a la 

sociedad, el Estado asistencial provoca la pérdida de energias 

humanas y el aumento exagerado de los aparatos públicos, 

dominados por lógicas burocráticas más que por la preocupación de 

servir a los usuarios, con enorme crecimiento de los gastos". 

,, ' CcntcssilllllS anllllS. 
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Expuesto lo anterior, no cabe sino quedarse con lo positivo que dicha doctrina 

enunció: el derecho al salario, el respeto a la condición humana como símbolo de 

igualdad, etc. Y aunque mucho pudiera abundarse sobre el tema, valdría la pena 

sólo tomarlo, como desde un inicio hemos señalado, como referencia histórica 

para los efectos que pretendemos. Lo cierto es que, además, la doctri'::la social de 

la Iglesia viene sobre todo a plantear como constante (siempre que un Papa habla 

del tema no pasa desapercibido) el papel del Estado, la relación de este con la 

libertad individual y la construcción de un Estado de Bienestar, que subsane y 

palie el problema de la pobreza (de todo tipo), que es esencialmente el problema 

que pretenden venir a resolver los derechos sociales. 

1.4.2. EL DERECHO SOCIAL FUERA DE MÉXICO. 

"La clasificación del derecho estatal o interno en derecho público y derecho 

privado ocupa un lugar importante en la ciencia del derecho de todas las épocas. 

La distinción proviene de los jurisconsultos romanos, pero se perdió en la Edad 

Media. Reapareció en la Época Moderna y devino en dogma para la ciencia 

jurídica del siglo XIX; para algunos autores llegó a constituir una categoría 

apriorística, sin la que no era posible comprensión cabal de un orden jurídico 

interno. En los últimos años se discuten, su valor histórico y teórico, la naturaleza 

de la distinción y los criterios diferenciales; una gran mayoría de autores acepta la 

clasificación , pero diversas corrientes reformistas la combaten apasionadamente, 

a ejemplo, León Duguit y Hans Kelsen . Finalmente, algunos profesores, Gustavo 

Radbruch y Georges Gurvitch y últimamente Paul Roubier, creen necesario 

introducir un tercer género." 
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La cita es de Don Mario De la Cueva quien, junto con Don Lucio Mendieta, 

(primeros en acoger el término derecho social como un tercer género diverso del 

público y el privado), señala que el concepto que después usarían con tanta 

frecuencia , fue formulado inicialmente por George Gurvitch y posteriormente por 

Gustav Radbruch , a finales del siglo XIX y principios del XX,68 para designar a un 

tercer género en el derecho, para iniciar una discusión en torno a los porqués de la 

división del derecho en público y privado. 

Alrededor de la ya célebre frase de Ulpiano: "Publicum jus est quod ad statum rei 

Romanae espectat, privatum quod ad singulorum utilitatem. Sunt enim quaedam 

publice utilia, quaedam privatim", comenzó a gestarse toda una teoría sobre si el 

criterio diferencial entre el derecho público y el derecho privado seria el interés 

protegido por la norma. A resultas de esta interpretación, la doctrina romana ha 

sido denominada la teoría de los intereses y se critican el texto de Ulpiano y la 

clasificación romana diciendo que no es posible fijar la línea divisoria entre los 

interese públicos y privados y que, en todo caso, el interés general tiene que 

completar al particular y éste a aquél. 

A lo largo de la historia, como hemos ya expuesto, el concepto de Derecho Social 

fue transformándose de acuerdo a las transformaciones del propio derecho. Así lo 

señala Radbruch en Introducción a la filosofía del derech069 al señalar que la 

división del derecho en público y privado no es un principio absoluto, ni tiene un 

valor apriorístico, sino que su valor es histórico y encuentra su fundamento en el 

•• En el mislllo sentido: De lgado moya. Rubén. U derecho social del I're.\"ellle, Porrúa. México. 1977 y 
Trueba Urbina. Alberto, N II<' \ 'O derecho meximno dl'ltrahajo, Porrúa. Méx ico, 
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derecho positivo; atribuyendo el nacimiento de este tercer género, a la quiebra de 

la concepción individualista y liberal y a la participación más o menos amplia del 

Estado, pues con el nacimiento del Estado moderno surgió de nuevo la distinción 

del derecho en público y privado: 

"La característica del Estado moderno -señala De la Cueva-JO es la unificación y 

centralización del poder público; a diferencia de lo que ocurrió en la Edad Media, 

en cuya época, se encontraba dividido el poder público entre diversos organismos 

e instituciones. Radbruch hace notar que "la rigurosa separación entre derecho 

público y privado no aparece en Alemania hasta la recepción del derecho romano, 

que libera al principio de su dependencia jurídico-privada de los estamentos y le 

concede el derecho público de imperio, como soberano absoluto". 

Radbruch centra su estudio en el derecho económico y el derecho del trabajo, 

señalando que ambos derechos se están acercando al grado de entrar en colisión: 

"la vida los está aproximando. pues cada vez penetra más el uno en el otro para 

producir una relación nueva que no puede ser atribuida ni al derecho público ni al 

privado. sino que representa un nuevo derecho. de un tercer tipo: el derecho social 

del porvenir." 

Pero resultaría exhaustivo y fuera de toda lógica tratar de abarcar en lo que 

merece el pensamiento del profesor de Heidelberg. o de todos los autores que se 

han referido al concepto fuera de México,?1 por lo que habremos de referirnos 

, .. , ~~ .• r~il1lp. F. C. L. ~k,ico. ~oo~ . 

''' I.a I,k a d ~ 1 F .. tado. I INAM . Mc\ico. 1'175 . 
" I>dgadol1l,,~a . " p. C il. II ¡I(~ r~kr~ l1\: i a a (jier~ e. Ri p.:r1. I.evassellr y Marx. entre otros . 
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mejor a la forma en la que sus ideas fueron recogidas en el México de principios 

del (y finales) del siglo XX, cuando tratemos, de la misma manera someramente, 

el pensamiento de los teóricos mexicanos. 
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CAPíTULO 11. 

El DERECHO SOCIAL Y lOS DERECHOS SOCIALES EN MÉXICO. 

¿Qué hacemos con los pobres? 

Ignacio Ramirez, El Nigromante. 

1. Antecedentes Indianos 

La información respecto a lo que pudiéramos llamar "derecho de indias" es 

escasa. Esto deriva de muchos factores, pero principalmente de la dispersión en 

los ordenamientos de la época.72 También se debe a la escasa investigación sobre 

las instituciones jurídicas de la época y, en un mayor porcentaje, a los 

conquistadores mismos, que en muchas ocasiones destruyeron todo vestigio de la 

cultura dominada. 

Para abreviar en la descripción histórica de lo que representó la conquista en los 

aspectos sociológicos, a continuación se citan, en muchos de los casos 

textualmente y con respeto del lenguaje empleado, la descripción de algunas 

instituciones de derecho indiano que pudieran servir de muestra para lograr el 

objetivo de señalar que el Derecho Social está presente en la historia como un 

derecho protector de clases económicamente débiles. Estas instituciones son las 

siguientes 

.~ Alguno, aspeclos illleresantes sobre d nacimiento de la codificacion y su trasce ndencia juridica pueden 
verse e n Narváct flcrnándu . .lo\<; Ramo n. ··I.a crisis de la codilicaciún ~ la hi storia dd derecho" .-III/lari" 
.I/"xi("(/l/u d" lIi-' luria cI"llJ"r"chu . . U ··;>()(iJ . Instituto de Investigac iones Jurídicas. UNAM. Mcxico. 2003 . 
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1.1. La Administración de Justicia a los pobres. 

"A los que acreditaban su estado de pobreza se les había de seguir administrando 

justicia con carácter gratuito, 

Por la mayor virtualidad práctica de esta vieja doctrina se dispuso, por Real Orden 

16 de mayo de 1818, que a los que solicitasen información de pobreza se les 

admitiese la instancia en papel sellado de pobres y no se les exigieran derechos, 

Pero para prevenir posibles abusos se declaró al propio tiempo, que si no 

resultase justificada la pobreza se les obligase al pago de las costas y al reintegro 

del papel sellado correspondiente,,73, 

1.2. Sobre jubilaciones, retiros y licencias. 

No hemos encontrado sobre estos extremos normas reguladoras de aplicación 

general ; pero sí disposiciones resolviendo casos concretos que, a pesar de su 

escaso interés individual, pueden servir como orientación en lo relativo a la 

doctrina imperante en la materia , 

Ots Capdequi74
, señala algunos ejemplos aislados, tomados de los ámbitos 

burocráticos, basados sobre todo en principios de caridad y benevolencia por 

parte del Estado, ya que generalmente se otorgaban por motivos de salud o 

ancianidad; pero de los cuales no se infiere una doctrina sistemática reguladora de 

" (lts Capdc'qui .10' 1' Maria , La , instituciones de Nuc\'a (iranada al '1 icmpo de la Indepcndencia , Consejo 
Supc'finr de Inw,ti gac iones Cientilicas, Madrid , 196X , pN) 
"' Ihid , 
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estas cuestiones. Sin embargo, dice, "para ciertos ramos de la Administración 

Pública -el judicial y el militar sobre todo- debió existir una reglamentación 

orgánica en punto a esta materia de jubilaciones, retiros y licencias de los 

funcionarios, en otros prevalecieron criterios no reglamentados, inspirados en la 

equidad de cada caso concreto. No deja de llamar la atención el hecho de que en 

circunstancias tan difíciles como las que España estaba atravesando, pudieran el 

Consejo de Regencia y los otros altos organismos del Estado prestar atención a 

cuestiones puramente personales de sus funcionarios, muchos de ellos 

pertenecientes a los grados más inferiores de la jerarquía burocrática." 

1.3. Pensiones y Montes Píos. 

Por esos años, también se habla de pensiones concedidas a viudas, huérfanos y, 

en ocasiones, a las hermanas y a los padres ancianos y desvalidos de 

funcionarios públicos , sobre el ramo de vacantes eclesiásticas mayores y menores 

principalmente y sobre otros ramos de la Hacienda Pública. Muchas de estas 

pensiones son concedidas a titulo de gracia o Merced Real. Sin que se adviertan 

normas regulares de un verdadero derecho de asistencia social en favor de las 

personas favorecidas. Los apuros del erario obligaron a disminuir estas pensiones 

y aun a denegarlas, incluso en casos en que principios de equidad podían 

aconsejar su concesión. 

Al decretarse por las Cortes generales y extraordinarias la supresión del Consejo 

de Indias, el 17 de abril de 1812, se ordenó que fueran expedidas por los oficiales 

mayores de la Secretaría del Despacho de Hacienda de Ultramar las 
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certificaciones de fe de vida que dicho Tribunal expedía a los interesados que 

cobraban pensiones en estos dominios .. 75
. 

Es evidente que el sistema de jubilaciones y pensiones no tiene los matices que 

en la actualidad guarda; pero resulta un antecedente, esencial, del Derecho Social 

que hemos ido analizando a lo largo de este recorrido histórico. Si el estado 

comienza otorgando las pensiones de manera individual, el tiempo se encargará, 

con la colaboración de otros factores que ya se expondrán, de que posteriormente 

se otorguen de manera colectiva , es decir, que el beneficio se extienda hacia la 

generalidad. El logro costará muchas muertes y, sin embargo, será el mismo 

tiempo, con la colaboración de otros factores, el que se encargue de volver estos 

privilegios que comenzaron por ser una "gentileza" de los poderosos, a su estado 

inicial. Léase nuevo sistema de pensiones76
. 

Es notorio, como lo señala Ots, que las pensiones otorgadas se fundaban en la 

equidad,77 concepto que sirve de pilar a esto que hoy llamamos la tercera rama del 

derecho, es decir, el tan nombrado Derecho Social. También es importante hacer 

notar la práctica de la fe de vida, práctica que a la fecha se realiza en muchas de 

las instituciones que tienen a su cargo el otorgamiento de pensiones y 

jubilaciones 78 

., Ots. ob . cit. pp. 'iO·'i7. Domk se exponen casos concretos con fechas. montos y causas del otorgamiento. 
'h Con la entrada en vigor de la I.e~ del Se~uro Social. (Diario Oficial de la Federación del 21 de julio de 
19961 w detcrminú que las aportaciones hechas por los tr¡lbaiadores para constituir los fondos de pensiones se 
concentraran en cuentas individuales. perdiendo con e llo el sentido de solidaridad que determinó la aparición 
dc esta institución . 

Vid . supra apartado relati vo al llcrecho K'lIuano . 
. , Tu\c la oportunidad de constalilr esta practica en la Caja de Prcvisión para los Trabajadores a I.ista de raya 

dd Di~trito I ederal. 
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2. El modelo de los derechos sociales antes de la Constitución de 
1917. 

Para muchos, es plenamente reconocido que la Constitución Mexicana de 1917 

rompió con el modelo tradicional del constitucionalismo, referido solamente a la 

organización y funcionamiento del poder Público, aunque, como se ha visto, ya 

desde la declaración de los derechos del hombre ese rompimiento sucedió. Pero 

resulta de cierto modo explicable que así fuera, si se tiene en cuenta que, además 

del proceso revolucionario iniciado en 1910, contaba con el precedente de los 

debates del constituyente de 1856-1857 y el pensamiento de los liberales 

mexicanos de la misma época. 

Fueron muchos los pensadores mexicanos del siglo XIX que sustentaron la 

necesidad de reordenar la utilización de la propiedad e imprimir un desarrollo 

significativo, particularmente entre los campesinos. 79 

Si bien es cierto que la Constitución de 1857 había establecido ya en su artículo 

27 la posibilidad de que, por causa de utilidad pública y previa indemnización, la 

7'1 Valadéz. cita entre otros a Mora y Justo Sierra. Mora decía : "Una gran fortuna que se ha aumentado 
excesivamente. e~tán todos convencidos de que es un mal muy grande para la sociedad. pues como los bienes 
socia lc ~ son limitados. si uno so lo se los ahsorbe. los demás quedan sin ellos". Sierra apoyaba la tesis de la 
función socia l de la propiedad. que luego seria desarrollada en el articulo 27 de la Constitución de Qucrétaro 
con estas palabras: "Para los c.¡ue optamos por el carácter histórico dd derecho de propiedad. este conllicto es 
todavia más imposihlc. ¡.:¡ derecho de rroriedad. el señor Duhlán lo ha atirmado. es un derecho condicional. 
la condi¡;ión es esta mientras la ,,'ciedad no hace uso de su derecho de exrropiar. Esto c.¡uiere decir c.¡ue 
inmediatamente que la "Kiedad rone en rráctica e~ta facultad. cesa el derecho de rropiedad . Cesa el derecho 
de rroriedad rarticular. desde el momento en c.¡ue conforme a las condiciones de una ley. conforme a la ley. 
una ~oc iedad ha túrmulando el limite preci~o en donde se va a detener la rropiedad de un individuo" . 
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propiedad de las personas pudiere ser ocupada; sin embargo. el sentido social de 

la propiedad sólo se adquirió en México a partir de 1917. 

Por lo que se refiere a las relaciones de trabajo. el antecedente más directo de la 

Constitución aparece en el artículo 5° de la de 1857. Sin embargo. al garantizar la 

libertad de trabajo. no se ofrecía . como luego ocurrió. ninguna protección real para 

el trabajador. Por el contrario. se estableció un sistema conforme al cual 

trabajadores y empleados parecían como iguales ante la Ley. no se hacía otra 

cosa sino perpetuar su desigualdad ante la realidad . 

Con posterioridad. el primero de julio de 1906. un puñado de hombres 

inconformes. encabezado por Ricardo Flores Magón. publicó el Plan de San Luis, 

que contenía el Programa del Partido Liberal, que, en opinión de De la Cueva,80 

constituye uno de los precedentes más importantes de la Declaración de derechos 

sociales de 1917. En el problema de la tierra. el Partido Liberal. inspirado en las 

ideas expuestas por Arriaga en la Asamblea Constituyente de 1856. sugirió la 

expropiación de las tierras que no fuesen cultivadas por los latifundistas y su 

distribución entre los campesinos. 

No obstante su marcada inspiración agraria . el Programa prestó atención especial 

al problema del trabajo. previendo desde entonces lo que muy pronto devendría 

en una de las cuestiones fundamentales para el conflicto revolucionario . En los 

considerandos de dicho Programa, puede leerse: 

,,, Fn el prólogo a IJeclllTllcilllleI ¡JI' ¡Jerec"m .mcillleI. Fe lipe Rcmol ina Roqucili. Cámara de Diputados. 
Mcxico. 1l)l)X. ·no pp. 
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"El trabajador mexicano ha sido reducido a la condición más 

miserable; en donde quiera que presta sus servicios, es obligado a 

desempeñar una dura labor de muchas horas por un salario de unos 

cuantos centavos. El capitalista soberano impone sin apelación las 

condiciones de trabajo, que siempre son desastrosas para el obrero, y 

éste tiene que aceptarlas por dos razones: porque la miseria lo hace 

trabajar a cualquier precio porque, si se rebela contra el abuso del 

rico, las bayonetas de la dictadura se encargan de someterlo... El 

trabajador no es ni debe ser en las sociedades una bestia macilenta, 

condenada a trabajar hasta el agotamiento ... El trabajador fabrica con 

sus manos cuanto existe para beneficio de todos; es el productor de 

todas las riquezas y debe tener los medios para disfrutar de todo 

aquello de que los demás disfrutan." 

El Programa concluía con la declaración de que a la caída de la dictadura, el 

Congreso Nacional "reformaría la Carta Magna en cuanto fuere necesario para 

poner en vigor el Programa y lo reforzará especialmente en materia de trabajo y 

tierra ". Al triunfo de la revolución, en el mes de octubre de 1911, Madero fue electo 

presidente , empero, el párrafo del Plan de San Luis sobre la reforma agraria se 

convirtió en letra muerta. 

En el mes de noviembre, Emiliano Zapata y un puñado de revolucionarios iniciaron 

la etapa firmemente social de la revolución con el Plan de Ayala, en el cual, el 

Ejército del sur, al anunciar la lucha contra el presidente Madero, decretó se 

devolvieran a los trabajadores del campo las tierras de que habían sido 

despojados y se les dotara con las necesarias para que pudieran vivir como seres 

humanos, documento que constituye la base de los derechos sociales de la gente 

del campo. 
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En el año de 1914, el 15 de julio, el dictador Huerta abandonó el poder. En los 

mismos días se inició en varias de las entidades federativas lo que De la Cueva 

llama la euforia por el derecho del trabajo: los gobernadores provisionales dictaron 

numerosas disposiciones sobre salarios mínimos y jornadas, pero fueron Aguírre 

Berlanga en Jalisco, Cándido Aguilar en Veracruz y Salvador Alvarado en 

Yucatán , quienes pusieron en vigor legislaciones muy completas en la materia. 

Finalmente, el 6 de enero de 1915, Carranza expidió la Ley Agraria, que no 

solamente decretó la devolución a los pueblos de las tierras de que fueron 

despojados, sino que, además, ordenó se les dotará de las que necesitasen, 

tomándolas de las haciendas colindantes. 

Por último, cabe citar que José Ramón Cossí081 afirma que el Congreso 

constituyente de 1916-1917 se caracterizó por tener dos etapas muy marcadas, 

una abiertamente liberal , definida por el pensamiento que permeaba el proyecto 

de Carranza y otra surgida de los factores anteriormente apuntados, consecuencia 

de las ideas y hechos apuntados, marcados por una franca orientación social. Esto 

hizo que los debates en el constituyente fueran, además de muy interesantes, 

francamente abundantes en cuanto se refiere a los derechos sociales . Este trabajo 

perdería mucho si quisiera abundar en lo que han reseñado de manera formidable 

otros autores al respecto ,82 por tanto, sólo cabe la referencia al hecho de que en 

ninguno de los debates, se observa que los constituyentes pensaran en algún 

medio para garantizar los derechos que establecia la nueva Constitución . 

MI IJUj.:. I1I ÚtiCO crllls l i I Uc ;nIlO / y r, ;glmell Olllo,.,' ol';u . Fonlamara. Méx ico. 199X. 

" ViJ . i. ~ . ("o"jo. 0r . cil.. r . 15 ~ s ig .. asj COIllO Relllo lina Roqll~ñi. or. ("i l. 
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3.- El modelo de los derechos sociales en el Constituyente de 
1916-1917. 

Aunada a la concepción de Estado introducida en la Constitución de 1917, 

subyacía la idea de que el papel de las normas jurídicas y, por ende, de los 

órganos del Estado, debía limitarse al establecimiento de ciertas condiciones de 

protección en contra de los abusos que se fueron dando durante el poñiriato.83 

Pero, de acuerdo con la concepción de los constituyentes que se sintetiza en la 

obra de Cossío, los derechos sociales debían ser normas constitucionales con las 

siguientes características: 

• Que se hubieren elaborado en contraposición a los contenidos (liberales) de la 

Constitución de 1857; 

• Que fueran expresión directa de los postulados (políticos) de la Revolución de 

1910; 

• Que le confirieran atribuciones a los órganos del Estado para imponer 

obligaciones a cierto tipo de particulares; pero que, a su vez, no le impusieran 

obligaciones directas de carácter patrimonial a los propios órganos del Estado. 

Ese autor afirma que: "La tan traída y llevada novedad u originalidad de la 

Constitución radicaba en el rompimiento de los cánones de elaboración de ese 

tipo de textos jurídicos, y en el reconocimiento expreso de que era el producto de 

una lucha social. Se rompió así una visión del derecho como regulador de 

" Ik a lgullll d.: .: ~os ahusm sur!!.: uno de los med ios de control constitucional qu.: son fac ultad exc lus iva de 
la Supr': l11 a Cort .: d.: Justic ia de la Nación . Vid . Carri zo. Jorge . ··I.a función de il1\ cstigación de la Supre ma 
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conductas de una sociedad homogénea, y se dio paso a la idea de que la 

Constitución podía regular también las posiciones de diversos grupos o clases 

sociales. " 

Apuntadas las relaciones tan estrechas entre revolución y Constitución, era obvio 

que el rég imen surgido de la revolución adoptara esa ideología, haciendo de la 

Const itución un objeto sustantivo y emotivo "un objeto de amor de los juristas, en 

tanto que su propósito era lograr la 'redención de los menos favorecidos, ."s4 De 

esta forma , los derechos sociales, si bien fueron recogidos puntual y literalmente 

en la Constitución, fueron adoptados, utilizados, ensalzados por la doctrina jurídica 

mexicana, sin comprender ni atender a un significado que proviniera de la propia 

Constitución. De tal manera que los derechos sociales se vaciaron de contenido y 

quedaron únicamente en declaraciones dogmáticas o programáticas, perdiendo 

toda su fuerza normativa y quedando sólo como justificación y apoyo de las 

decisiones políticas fundamentales del régimen . 

Lo anterior quedará demostrado con lo que a continuación se expone: una breve 

referencia al entendimiento de los derechos sociales en la doctrina mexicana. 

C{)rI~ · · . Colq! io d ~ S~cr~ t ari"s d ~ la Suprema Corte de .Justic ia de la Nac ion " .C Eduardo Ferrer Mac­
(jr~I!(lr. coonl. Derecho Procesal Constituc iona l. T. 11. 4' ed. Porrlla. Mcx ico. 200J. 
" C;,ssio . OJ' . c it 69 . 
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4.- El entendimiento del Derecho Social y los derechos sociales en la 

ideología jurídica del siglo XX. 

Analizados que han sido los orígenes extranjeros de lo que hemos conceptuado 

como Derecho Social, debemos tomar en cuenta que el concepto comienza a 

desarrollar en México durante la segunda mitad del siglo XX y que es 

precisamente alimentado, no como se supondría por los movimientos sociales de 

principios de siglo; sino por un concepto abstracto tomado de las ideas del 

sociólogo ruso George Gurvitch, esencialmente. Por lo que podríamos considerar 

que surge al mundo de las ideas como un concepto eminentemente sociológico. 

Concepto que, al ser retomado y expuesto por los tratadistas mexicanos, se 

impregna de una fuerte tendencia por apropiarse de su paternidad y por 

desvirtuarlo; llevándolo de ser un concepto eminentemente jurídico, hasta reducirlo 

a una ideología que pretende reformularlo llenándolo de un contenido que 

básicamente gira en torno a la declaración de los derechos sociales plasmados en 

la Constitución de 1917. Insistiendo y particularizando sobre el hecho de que es 

precisamente la formulación de esta declaración lo que constituye, en esencia , la 

idea de lo que los mexicanos hemos entendido como Derecho Social. 

4.1. Primer esbozo: Don Lucio Mendieta y Nuñez. 

En ese entendido, no encontramos en la bibliografía jurídica mexicana nada que 

se refiera al concepto derecho social específicarilente, sino hasta 1953, año en 
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que Lucio Mendieta y Nuñez publica "El derecho social",85 ensayo que si bien gira 

en torno al concepto que hemos dejado establecido, se encuentra sumamente 

limitado al estudio de un puñado de autores86; dedica capítulos enteros al análisis 

del concepto generado por Gurvitch; y comienza el esbozo de aquello que hemos 

dado en llamar la ideología jurídica mexicana del concepto Derecho Social. 

Vale la pena hurgar un poco más en las ideas de Don Lucio Mendieta 

porque podríamos afirmar que la publicación de su libro es el punto de partida 

para que otros estudiosos de las distintas ramas del Derecho Social comiencen a 

escribir al respecto en sus diferentes tratados87 e, incluso, alguien se aventure a 

escribir sobre el tema de forma específica88 retomando el título del libro de Don 

Lucio para elucubrar al respecto, Y digo elucubrar, por la sencilla razón de que a 

nadie que haya tocado el tema le ha interesado algo más que no fuera hablar 

respecto al objeto y a los sujetos del Derecho Social de una manera parcial y 

sesgada, casi pudiera decirse apasionada; en la que, casi exclusivamente, se 

destaca su afán protector de "todos los seres económicamente débiles,,,89 

Los capitulos 11 , 111 Y IV de la obra de Mendieta, analizan y critican lo que llama el 

"concepto sociológico del Derecho Social" , después de haber señalado algunas 

,< Ml'nu ic la \. NlIIk/, Lucio, LIDcrccho Socia l. Lu ilor ial Porrua, México, 3a . cu .. 19XO. 
", (j un ileh: 'Rad hruc h: (jrani /o \ (jorlliÍle/ I{ ol"os: (jarcia O vicuo : \ l'vlart inc/. l>cbldo. 
, . l. c. Mario UC la ( 'uc"a: II lhc r;'1 Trucha : \ Dcll!auo Mm a, clll rc o;ros . -
" II lva rc/ del ('asti llo Lnriquceooru . U ' /)t'/',,;'ho ,"'d;¡I .I' 1m /)l'/'('c!J"" Soc;al,,-, ,\I"xica" m , librcria de 
Manuel I' .. rrúa, ~k\ico, 1'17'1 , 
' o, Carlos (jarc ia (h'icuo, cilado por Mcnuicla, 01'. cir. 1' .1 n, 
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"teorías del derecho social".9o Así, después de señalar algunas oposiciones que, 

de entrada, se inconformaban con la denominación misma del términ091 , comienza 

a involucrar a Gurvitch haciendo citas de conceptos que el mismo Gurvitch utiliza 

en su libr092
, para después analizar y criticar el concepto formulado por éste, así 

como los sujetos de este derecho, su objeto, las relaciones que instituye y las 

diversas clases de Derecho Social que derivan de su concepción . Concluyendo 

que no se puede fundamentar la autonomía jurídica del Derecho Social tomando 

como referencia el concepto sociológico de Gurvitch y reconociendo, a pesar de lo 

anterior, que sus ideas podrán orientar "la doctrina definitiva" de este derecho al 

que aún considera en gestación. Cosa que resulta sumamente interesante, no 

solamente en la exposición de Don Lucio, sino en algunos otros casos como el de 

Alberto Trueba y Rubén Delgado Moya, quien incluso titula a su libro "el Derecho 

Social del presente", con un capítulo que llamó "el Derecho Social del porvenir", en 

abierta referencia a Radbruch . 

4.2. Los seguídores. 

A Lucio Mendieta le siguieron, ignoramos si por ser discípulos suyos o por haberle 

leído. algunos otros que comenzaron a tratar textualmente el término Derecho 

Social hasta llevarlo a las aulas y los libros. Cossío analiza el pensamiento de 

algunos constitucionalistas como Miguel Lanz Duret, Ignacio Burgoa y José 

0", Cosa c uriosa. en ninglm momento esoo/.a la razón de ser ni e l por qué de su interés soore el tcma. tampoco 
e laoora una int roducc ión ni e l lioro está pro logado. de ta l manera que a quienes le hemos conocido 
o io liogr¡i tica mcnte nos ha dejado esa laguna de su pensam iento. Iluo iera sido muy útil. espec ia lmente para los 
ti nes dl' este traba jo. saber la moti vac ión que tu vo para cscrioir un lioro que llevara por titulo precisament e el 
de T I t krccho Socia l". 
0" Mcndil. t¡1. op. c il. . pp. 7 Y K. 
,'.' (i urvit ch. (icor¡;e . I. ·idee du Dro it Soc ia l. Ed. Sirey. Paris . 193 2. 
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Campillo, para quienes los derechos sociales (término diverso al de Derecho 

Social) tenían, como para los autores que analizaremos, un marcado contenido 

favorecedor de las clases desprofegidas y un marcado sello revolucionario. Con 

toda franqueza, no puede sino coincidir nuestro pensamiento con el análisis 

formidable del doctor Cossío, pues el entendimiento de los derechos sociales en la 

ideología jurídica del siglo XX, partió fundamentalmente de una base ideológica 

basada en el hecho de que los derechos sociales eran producto de la revolución, 

que el régimen imperante encarnaba y que lo legitimaba para conceder los 

derechos sociales establecidos en la Constitución en los casos y bajo las 

condiciones que el mismo régimen quisiera. Algunos ejemplos de este 

pensamiento se exponen a continuación . 

4.2.1. Don Marío De la Cueva y De la Rosa. 

Sin restarle en lo más mínimo el mérito invaluable que tiene el pensamiento del 

maestro De la Cueva. si es conveniente exponer que en nuestra investigación 

encontramos piezas verdaderamente literarias, dignas del mejor discurso oratorio, 

pero sin el menor asomo de la forma en la que efectivamente los derechos 

sociales -particularmente los derivados del trabajo (materia en la que el maestro 

es y seguirá siendo maestro de generaciones)- pudieran ser garantizados. 

En el prólogo del libro de Remolina y el libro La idea del Estado que hemos citado, 

así como en la obra mimeografiada que todavía puede consultarse en la Biblioteca 

Central de la Universidad Nacional93 puede apreciarse el enorme amor del 

." "'litada ,,<Ir FralKisco Ikrlin Vaknzucla. 
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maestro por las instituciones emanadas de la Constitución de 1917, el exhaustivo 

análisis de muchas de ellas, pero -al menos en lo que la limitada investigación 

que se presenta permitió- no presenta mecanismos efectivos de acceder a estos 

derechos. Quizá lo fuera la Ley Federal del Trabajo, a la que mucho tiempo y 

esfuerzos dedicó, y que estudia con profundidad en los dos tomos de su obra 

Nuevo Derecho Mexicano del Trabajo;94 pero lo cierto es que la situación de los 

trabajadores en materia de derechos mínimos que se contienen en el artículo 123, 

es todavía precaria. Y lo es precisamente porque los medios para garantizar estos 

derechos son todavía muy poco utilizados, o bien inexistentes. 

Se transcribe, al respecto una muestra (el subrayado es nuestro) : 

"La grandeza de la Declaración de derechos sociales de 1917 está en 

su idea, en la concepción de los nuevos derechos sociales de los 

campesinos y de los trabajadores, o para decirlo con una sola palabra: 

los derechos del trabajo. Es la idea, más que el contenido, donde está 

la fuerza de la Declaración. Lo nuevo es la idea, la elevación de los 

derechos no sólo a normas constitucionales, sino a derechos de la 

persona, a fin de que pueda elevarse sobre la vida vegetal y animal y 

escalarlos campos del bienestar, del progreso y de la cultura, que es 

lo propio del hombre. La idea fue expuesta, con máxima claridad, en 

las palabras de Cravioto: 1789 y 1917, expresó el diputado 

constituyente, son las dos expresiones de la libertad de la Edad 

Contemporánea, la manifestación de un mismo pensamiento, 

reconocido por dos pueblos que, en sus revoluciones, lo hicieron 

historia. Entre las dos declaraciones hay también una relación 

dialéctica, pues si las libertades del pensamiento y de la conciencia se 

reconocieron primero, el derecho a la existencia humana tiene como 

finalidad la garantia de que el hombre podrá hacer uso de las 

' 01 l [lilimla K' ~dición aclllali/.ada por IJrhano '·arias. pllhlicilda por I'orrúa en 1'Il){¡. 
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facultades de su espíritu. Pero: ¿no estaremos penetrando en el reino 

de la fantasía y de la utopía?"95 

4.2.2. Rubén Delgado Moya. 

El respetable maestro edita un libro al que, como ya hemos mencionado titula El 

Derecho Social del Presente. En esa obra , todo un tratado sobre Derecho del 

Trabajo, también suele identificar a este derecho con el Derecho Social, a pesar 

de que considera como parte del Derecho Social a los derechos de la seguridad 

social, agrario, económico e incluso el procesal. Sin duda, se trata de una obra 

marcadamente ideológica, me atrevería a decir incluso de orientación marxista, en 

la que abundan términos como Derecho Social del pasado, Derecho Burgués, 

reivindicación de la clase laborante, Revolución Socialista, etc. 

Sin restarle , por supuesto, mérito alguno a las ideas del maestro Delgado, lo cierto 

es que también carece de un estudio en el que presente alternativas para la 

efectividad de lo que sin ambages llama el Derecho Social. 

4.3. Algo más reciente: la compilación de Enrique Álvarez Del Castillo.96 

En 1979, la L Legislatura de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, 

editó una obra que, según se menciona en la presentación, surgió a iniciativa del 

entonces Diputado Enrique Álvarez Del Castillo debido a la visita que hiciera el 

también entonces presidente López Portillo a las oficinas de esa legislatura. 

"~ Remolinil. Oj) . Cil. 

' O<, / .;/ !J"r"c"" .",, ·ioll · /II.\' / )('/'"c"",· .\'''CI,''''-' ,1/".riCC/llII.\' . I.ihr~ri<l d~ Manuel Porrll ;\. M0,ico, 1979. 
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El libro es ejemplo claro de lo que se ha venido afirmando: el entendimiento de los 

derechos sociales en México atravesó el siglo XX como una mera ideología, como 

una forma de legitimación del régimen, como una forma de justificarse ante los 

gobernados. A pesar de ello, esta obra resulta una referencia obligada en muchos 

sentidos, pues se trata de una compilación interesante, tanto por la variedad de lo 

escrito como de los escritores. En ella encontramos artículos de lo más variado, 

desde el derecho a la participación política considerado como Derecho Social, 

hasta el derecho a la justicia considerado también como tal. Las plumas 

entremezcladas son tan variadas como diversas y de diversa calidad . En él se 

encuentran escritos desde algunos de los muy destacados profesores Carpizo, 

García Ramirez, De Buen y Fix, hasta declaraciones políticas de funcionarios 

públicos de influencia en la época, en forma de artículos. 

Algo valioso de esta obra, consideramos, estriba en mucho en la ampliación de los 

derechos sociales que en ella se hace, pues se incluyen como tales derechos 

como el derecho al deporte y la recreación, al consumo, etc. Ejemplos quizá 

adelantados de lo que después habría de considerarse como derechos sociales. 

En muchos de los casos , los estudios no alcanzan a pergeñar siquiera el alcance y 

contenido del derecho que tratan de explicar; sin embargo, apuntan hacia lo que 

consideramos es el reto en este tiempo: definirlos precisamente. Y no sólo eso, 

sino darles verdadera efectividad . 

En ese sentido , nos permitimos, a guisa de ejemplo, transcribir algunos de los 

ejemplos más emblemáticos de lo que acabamos de afirmar. Se advierte que los 
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ejemplos han sido previamente seleccionados para en adelante hacer referencia a 

algunos de los derechos que se exponen. 

EL DERECHO SOCIAL A LA ORGANIZACiÓN CAMPESINA. Antonio 

Tenorio Adame. 

"En cuanto a los avances de la organización se tiene que la primera 

forma de cooperativismo es la posesión común de bienes de 

producción territoriales, a pesar de mantener la tenencia 

individualizada; en este sentido de la propiedad cooperativa se 

identifican cuatro tipos de recursos: tierra, infraestructura, capital y 

recursos liquidos, los cuales están sujetos a combinaciones con tres 

variables de propiedad, la privada, la social y la mixta ... Todo tipo de 

organización cooperativa repercute en el sector social, y todo 

instrumento social tiene un sentido cooperativo; aunque a veces no es 

el sentimiento o conciencia. La cooperación es vista 

consecuentemente en la posesión, retención y consolidación de la 

tierra. El agrarismo es entonces un filamento de colectivización o 

cooperación que concluye en la formación de un sector social ... El 

derecho social a la organización de los campesinos se sustenta en un 

marco juridico que es el resultado de un proceso de cambios 

dinámicos desde su concepción hasta su aplicación. " 

LA PARTICIPACiÓN POLÍTICA COMO DERECHO SOCIAL. Miguel 

Limón Rojas. 

"Con el establecimiento de los derechos sociales de contenido 

politico, la participación quedó juridicamente institucionalizada 

también de manera distinta: deja de ser una participación 

estrictamente individual y aparece ligada a los grupos sociales que 

han conquistado el derecho para si. De esta manera el derecho dejó 

de sancionar la libertad como privilegio, en tanto que sólo unos 

cuantos disfrutaban de ella, para convertirla en un objetivo de la 

sociedad y en un medio para el logro de la justicia .. . Los derechos 

sociales -particularmente los de contenido económico- deben 

garantizar el derecho que la sociedad tiene en conjunto sobre la 
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riqueza, por encima del papel que los individuos juegan en relación a 

la producción. La participación politica como derecho social está 

destinada a garantizar que los individuos y la sociedad, en su 

conjunto, puedan regir su destino común, confiriendo sentido social a 

esa riqueza económica y subordinándola al ideal del orden social que 

se desea, poniéndola al servicio de un proyecto politico común ... La 

combinación de los derechos sociales -políticos y económicos- es la 

única ruta que permite a la sociedad aspirar de manera realísta a vivir 

en la libertad y en la justicia. " 

EL DERECHO A LA INFORMACIÓN. 

"Es uno de los indicadores que permiten con mayor exactitud, 

determinar si un Estado se rige por principios de derecho fincados en 

una opinión pública libre, consciente de que la expresión de su 

voluntad responde -yen que medida- a un conocimiento genuino y 

minucioso de la realidad circundante; por una opinión pública que 

mantiene a su alcance los elementos suficientes e indispensables 

para juzgar sobre la forma como se administran los intereses de la 

comunidad y de cada persona, y que es capaz de llevar registro 

adecuado acerca del respeto del poder público a los derechos 

individuales y a las garantias sociales. 

El licenciado José López Portillo, en la séptima etapa de la campaña 

que lo condujo a la Presidencia de la República, señalaba que "no 

podemos confundir la libertad de expresión con el derecho a la 

información", para agregar luego que este último "constituye un 

patrimonio del pueblo para rechazar los métodos enajenan tes de la 

sociedad de consumo, consolidar el sistema de libertades y garantizar 

la efectividad de los procesos democráticos ". (Miguel Alemán 

Velasco) 

EL DERECHO SOCIAL A LA EDUCACIÓN. Horacio Labastida Muñoz. 

"En los paises colonizados, la educación es una via esencial para el 

movimiento de liberación. La garantía de independencia del 
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pensamiento en la enseñanza queda así a cargo del Estado para evitar 

el monopolio de aquélla por parte de las elites dominantes. La 

educación en México ha sido liberadora en la medida en que se ha 

transformado en una garantía social. En cambio, la educación se ha 

convertido en instrumento al servicio de la sujeción colonial cuando 

se la ha reducido a mero derecho en manos de los particulares ... Los 

objetivos e ideas, que se incluyen en los planes de la educación 

nacional, procuran cumplir de mejor modo el Articulo 3° de la 

Constitución. La educación será gratuita, un derecho social y tendrá 

por objeto el progreso del país, el perfeccionamiento de los 

mexicanos y el cultivo de los conocimientos. Por otra parte, el sistema 

educativo se emprenderá con los sistemas abiertos y la difusión 

cultural, y se universalizará la educación fundamental a fin de abatir el 

analfabetismo. Se adoptarán técnicas de eficiencia, se ligará la 

educación con nuestro desarrollo y se conjuntarán las ciencias y las 

humanidades en el propósito común de elevar nuestra vida material y 

espiritual. " 

LA SALUD COMO DERECHO SOCIAL. Dr. José Laguna García, Dr. 

José Rodriguez Dominguez y Dr. José Meljem Moctezuma. 

"El disfrute de la salud y de la seguridad social es el ejemplo más 

acabado, el ejemplo más completo de lo que quisiéramos que fuera en 

la vida de los mexicanos la justicia social, y se considera a la salud 

como un factor esencial para alcanzar la dignidad humana, entendida 

ésta como el derecho a disfrutar de las oportunidades que ofrece la 

vida y no sólo como la satisfacción de ciertas necesidades 

primordiales. Al aceptar a la salud como "un derecho universal del 

hombre", se ha reconocido una creciente toma de conciencia de 

nuestra sociedad que considera al hombre como sujeto del derecho 

fundamental a la justicia social. Esto nos obliga a entender a la 

medicina ya no como una profesión individualista y liberal, sino como 

una actividad de raigambre y metas colectivas, sociales. Asi, la 

medicina tiene como tarea fundamental cuidar la salud y no atender la 

enfermedad; sus servicios deberán prestarse no a quien pague, sino a 
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quien los demande. Este concepto de la salud modifica, desde su 

base, el tipo de programas que tienden a alcanzarla, los que, por 

consecuencia, han de derivarse de un marco integral que conjugue los 

diversos derechos sociales: el derecho al trabajo, el derecho a una 

justicia social totalizadora; en una palabra, el derecho a la vida. 

Alcanzar lo anterior ha sido, y es, una tarea a cumplir por los 

programas de la Revolución Mexicana que persiguen, en esencia, la 

dignidad del hombre con base en una distribución justa de la riqueza. 

El Lic. López Portillo ha dicho: "Garantizar la salud del pueblo es 

garantizar los progresos y su posibilidad distributiva". Y tal 

afirmación, que reitera la convicción de que la salud es un derecho 

social, define la tarea de lucha por la salud como algo que sobrepasa 

los ámbitos de la medicina. "Si el camino de la salud es la justicia 

social, necesariamente se convierte en un proceso político" y, como 

tal, sólo el Estado podrá garantizar la salud, ya que se requiere de una 

organización que reúna y abarque a toda la sociedad. " 

EL DERECHO SOCIAL AL DEPORTE Y A LA RECREACIÓN 

Si se ha demostrado que la práctica del deporte, e incluso el hecho de 

presenciarlo, constituyen formas concretas de satisfacer necesidades 

que la sociedad genera y que debe satisfacer, pensamos que está 

plenamente justificado el considerar el acceso al deporte como 

materia de un derecho social. 

Si el deporte educa y auxilia en la formación del carácter y el espiritu, 

su práctica es parte del derecho social a la salud; si favorece el 

acercamiento de los hombres y de los pueblos, es parte del derecho 

social a la convivencia pacifica; si facilita la compenetración del 

hombre con su medio natural, es parte del derecho a la preservación 

del medio; si nos distrae y nos recrea, es parte del derecho social al 

descanso, a la recreación y a la alegria; en suma, es parte del derecho 

de todo ser humano a una vida digna, decorosa y placentera que toda 

sociedad debe garantizar a sus integrantes por el solo hecho de haber 

nacido en ella. Esto es, se trata de un indiscutible derecho social." 

Eduardo Andrade Sánchez. 
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"El Estado tomó como suya la responsabilidad de crear toda una 

infraestructura para promover, alentar y vigilar el desarrollo del 

deporte. Ya no es, pues, el azar o la filantropía lo que ha de defínír al 

deporte. Ahora el Estado Mexícano se convierte en titular de una 

responsabilidad y se compromete con México a no soslayar, sino a 

afrontar cabalmente esa responsabilidad. .. Y con la recreación ha 

ocurrido lo mismo. Ahora el Gobierno mexicano entra, frontalmente, a 

crear un organismo gubernamental que diseñe la estrategia, que 

establezca las politicas y cree los instrumentos necesarios para que 

los mexicanos tengamos el acceso generoso, ancho y verdadero al 

disfrute de la recreación, como un derecho social con plena vigencia y 

de gran actualidad. " Guillermo López Portillo y Rafael García Garza. 

Por supuesto que destacan en la obra ejemplos de estudios profundos y análisis 

objetivos de algunos derechos; pero el propósito es ejemplificar lo que durante 

casi todo el siglo fue constante: el entendimiento político de los derechos sociales. 
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CAPíTULO 111. 
PROPUESTAS PARA UN EFECTIVO DERECHO SOCIAL. 

1. ¿QUÉ DERECHOS? 

Como hemos apuntado, la definición de los derechos sociales es una cuestión de 

enorme complejidad. Tradicionalmente, los criterios utilizados para definirlos han 

sido tan variados como heterogéneos dependiendo de los elementos que de ellos 

quiera resaltarse. La doctrina jurídica mexicana, como vimos, les dio un 

tratamiento ideológico que en realidad se vio pocas veces traducido en hechos 

concretos9l Un uso político que casi en nada contribuyó a su efectividad. Sin 

embargo, actualmente las opiniones de los juristas que se han ocupado del tema 

coinciden en señalar que es preferible identificar a los derechos sociales como 

derechos prestacionales ; es decir, con aquellos derechos que en lugar de 

satisfacerse mediante la abstención del sujeto obligado, requieren de una acción 

positiva que se traduce normalmente en la prestación de algún bien o servici098
. 

Es así que surge en México la idea del Derecho Social, considerándolo como una 

rama autónoma del sistema jurídico aliado de las tradicionales (público y privado), 

cuya principal característica fuera la preeminencia de los intereses colectivos por 

encima de los intereses individuales, a través de leyes protectoras y programas 

'., Sohre ese u,, , politico de los dcrechos sociales. además del ya citado (oss ío (IJl/gmúl;("" ("(I/1.1"I;ll/c;I/I/"/ y 
/"(:g ;III<''' (/ l/ll/r ;l"r;ul. pueden consultarse los ensayos de Juan ¡\ntonio Cruz "arcero. (sohre el terna de la 
ideo lo~ia del concq)to derechos sociales). I.ui s !'ricto Sanchís. Roherl ¡\Icxy. (ierardo !'isarello ~ Carlos S. 
Nino. en Carhonc ll . Mi~uel. enl/. !'arcero. Juan ¡\ntollio y Vázque/. Rodolf(l. (l"IllllpS.) O<,r,,("hl/.I" -'O(";a/".I" r 
d<'l"<,<"hu.l" d<, /(/.1" 1II;"ur;(/.I". (Serie Doct rina Juridica. Núrncro 28). lIN¡\M. Instituto de In vcstigacio nes 
.Iuridka,. M0xieo. 2000. 
'," tru/. !'areero. Juan ¡\ntonio. ·· I.os derechos socia les eOlllo técnica de protección jurídica" . O,,/",,("hO-' 

.l"u";,,/<,.I" .1' d<"l"<,<"hu.l" eI<, /".1" 1II;"ur ;(/.I" . Op. cil. p. p. 90) 91 . 
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creados por el Estado para el establecimiento de mejores condiciones de vida que 

beneficiaran a los sectores más desfavorecidos de la población.99 

Como resulta evidente de lo hasta aquí expuesto, ponerse de acuerdo sobre 

cuáles son los derechos sociales y como se protegen ha sido materia de ardua 

discusión . Ha corrido mucha tinta , pero con muy pocos resultados. Excepto, 

considero, en lo que a los derechos que a continuación trataré de referirme. Estos 

son, a mi juicio, el ejemplo más claro de que pueden ponerse en marcha los 

mecanismos procesales para la defensa de la Constitución a fin de proteger estos 

derechos que, en la gran mayoría de los casos, son derechos constitucionales. Se 

ha circunscrito el análisis a estos tres derechos, pues se trata de ejemplos sobre 

los cuales, recientemente, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha 

pronunciado al resolver diversos medios de control constitucional. Intentar exponer 

algunos escaparía al objetivo planteado. 

En ese entendido, se han querido tomar estos ejemplos, primero, para dejar en 

evidencia que existen algunos mecanismos para lograr su efectividad, pero que, a 

pesar de ello, también pueden implementarse nuevos métodos de protección que 

permitan ampliar el catálogo de derechos sociales en número y efectividad. Los 

caminos para lograrlo constituyen la propuesta central de este trabajo y serán 

'" Lsla nun a rama pugno por ~nl~noer al o~r~ch() social como "el coniunlo o~ leyes y disposicion~s 
aUlúnomas qu~ ~,Iabkc~n ~ d~,arrollan oikrenl~s principios ~ proccoimi~l1Ios proleclorl's a favor oc las 
persona" grupos y seclores oe la socieoad inlegraoos por indivio uos económicamenle dchiles , para lograr su 
convi\"~ncia eun la, olras das~s sociales d~nlro de un ord~n justo." Mendicla y Nlllkl:, 01' . dI. 1' .59. 
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expuestos a continuación, luego de referirnos brevemente a algunos aspectos de 

los derechos sociales que hemos seleccionado. 

1.1 . El derecho a la salud.10o 

El régimen juridico de la protección de la salud en México ha tenido siempre un 

lugar preponderante en la discusión académica y política; sin embargo, 

recientemente ha tomado una desusada importancia debido, por un lado, a que 

constituye la respuesta a una necesidad fundamental del individuo y, por otro, a la 

enorme complejidad que reviste tanto en los aspectos económicos, técnicos, 

asistenciales, jurídicos y humanos. 

Esta discusión no se constriñe al Derecho Mexicano, pues en la mayor parte del 

mundo, pese a los frecuentes pronunciamientos constitucionales sobre la materia, 

está aún por definirse el régimen correspondiente a la actividad administrativa de 

carácter asistencial en materia de salud. 

1.1.2 La salud como derecho social. 

Una distinción clara entre los derechos individuales, como pueden ser los de 

libertad o propiedad . y los derechos sociales, radica , decíamos, en la actitud que 

asume el Estado frente a cada uno de ellos . 

'''' I ln reciente <lnali , i, sobre d tellla , e encuc'ntra en Sancho. Cordero De (jarcia Ville!!as. Ol¡!a . "1'.1 . 
DLRI.CIIO CONS IITl ICIONAI. 11 1.11 I'ROTLCC IÓ N DI. 1.11 Sil 1.1 ID. Su rc!!ulación constitucional y 
al!!lIllO' precc'dentes rdnantes dd I'ockr Judicial de la Fcderación en Mcxico". Conferencia dictada cn la 
1 111M Xoc hilllilco el ~2 de novic' lllbrc de ~()02 . Visible en la pá!!ina web de la Suprc'llla Corte de Justicia de la 
Nal.:iúll : \\ \\ \\ . ~cjll .goh . m~ 
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Respecto a los primeros, el Estado toma una postura meramente abstencionista, 

limitándose a vigilar que los mismos se ejerzan dentro de los límites previamente 

establecidos, mientras que en relación a los segundos, el Estado interviene 

activamente a través de políticas gubernamentales, programas sociales o 

reformas legales, con el objeto de satisfacer una necesidad pública. 

Dicho en otros términos, "los derechos individuales imponen al Estado una 

obligación de no hacer, es decir, le obligan a abstenerse de violarlos, en tanto que 

los derechos sociales conllevan obligaciones de hacer para el Estado; el Estado 

debe generar las condiciones necesarias para que el Derecho Social pueda 

ejercerse.,olOI 

Pues bien, en México, el derecho a la protección de la salud se circunscribe dentro 

de esta categoría de derechos y, por tanto, impone al Estado la obligación de 

realizar a favor del titular de este derecho una serie de prestaciones, las cuales 

están destinadas a satisfacer una necesidad de índole individual , pero 

colectivamente considerada. 

Se trata de un derecho que se revela frente al Estado, el cual asume el deber de 

proteger convenientemente la salud mediante la organización y puesta en 

funcionamiento de los medios que se consideran necesarios para acceder a ella. 

El sentido de la intervención estatal en el ámbito de la salubridad -como en 

cualquier otro derecho social- no es otro que el de superar la desigualdad 

101 RlIil. Mass i~u. José Francisco. " U corllenido programatico de la Constitución y el nuevo derecho a la 
rrot~cciún d~ la sa lud". S"hcrón. Dial. ¡\lIilro. el. all. f)<'!"('cl", C{)l1Slilllc;' l/1a/ a /0 "roli!ce;,;,r di! /0 SO/lid. 

Miguel Ángcll'orrlla. México. 1'183. p. 71. 
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existente entre los miembros de una sociedad y que impide a muchos un 

tratamiento médico adecuado, entre otros aspectos que este derecho contiene. 

El principio de igualdad entre los hombres, entendido como tratamiento en función 

a las capacidades de cada individuo. se concretiza en el derecho a la protección 

de la salud al garantizar el Estado la superación de las necesidades de cada 

persona mediante el mantenimiento y funcionamiento de los servicios necesarios 

para la atención de la salud. 

As i, el derecho constitucional a la protección de la salud "es aquel derecho que se 

ostenta frente al Estado a fin de obtener una acción positiva que éste dirigida a la 

efectiva satisfacción de la salud individual por encima de las posibilidades 

personales del sujeto.,,102 Pero también significa, y esto es muy importante, la 

obligación (negativa) por parte del Estado, de no dañar la salud.103 

El texto del artículo 4° constitucional104 regula el derecho a la protección de la 

salud de la manera siguiente: 

"Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La ley 

definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de 

salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades 

federativas en materia de salubridad general, conforme a lo que 

dispone la fracción XVI del articulo 73 de esta Constitución." 

' '' ~ Esc rihano Collado. Pedro. U Derecho a la Salud. Cuadernos del Insti tuto García Ov iedo. Univers idad de 
Sevi ll a. !-:spai\a. 1976, P .¡ .¡ , 
""A bra mov ich. Victor y Court is. Chr istian , " " ac ia la ex ig ihil idad de los derechos económicos. socia les y 
cultu raks: cstánda res internac ionales y crit erios de aplicac ión ant e los trihuna les loca les" en Ahregú. M. y 
Court is .. C. (comps.) /.a uplicuc;';1I de los Irulados .\'Ohl'e " er<,cho.\' 11/111/(11/0,\' pOI' lo.\' Irihullu/e.\' locules. 
Buenos Aires .. C U .S. 
' ''' 1-:1 de recho a la protección de la salud. como derecho autónomo. fue elevado a ra ngo const ituc io nal 
mediante reforma al a rt ic ulo 4" dc la Constituc ión Federa l. publicada en el Diario Olicia l de la Federación el 3 
de fe brero de I!)!U , 
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De la lectura de dicho párrafo se desprende que debe existir concurrencia entre la 

Federación y las Entidades Federativas para hacer efectivo el derecho a la salud. 

Lo cual responde no sólo a un sano federalismo, sino también a una necesidad 

real y un interés fundamental de los mexicanos por procurar que todas las 

instancias de gobierno intervengan en su concreción, ya que sin el concurso de 

ambas instancias (federal y estatal) la acción sanitaria sería del todo ineficaz. lOS 

Asimismo, debe decirse que una interpretación armónica de la Constitución 

permite inferir que los municipios también pueden ser participes de esta tarea, ya 

que el inciso i), fracción 111 del artículo 115 constitucional otorga la posibilidad de 

que los mismos se hagan cargo de los servicios públicos que determinen las 

legislaturas estatales, tomando en cuenta sus condiciones territoriales y 

económicas, así como su capacidad administrativa y financiera. 

Pero. como he venido repitiendo, hablar sobre la eficacia de los derechos sociales 

es, sin lugar a dudas. un tema difícil. Pues mientras que respecto a derechos tales 

como la libertad o la propiedad existe un entendimiento común, al que se ha 

llegado a través de una buena cantidad de estudios doctrinales y precedentes de 

los órganos jurisdiccionales. para los derechos sociales observamos una situación 

muy distinta. en razón a la falta de estudio sobre el tema o la escasa producción 

de criterios jurisprudenciales en esta materia 106 

105 Luigi Ferraioli alirrna . incluso. que las leyes en materia de servicios púolicos no solo deoen estaolecer 
contenidos y presupuestos de cada servicio social. sino que deoen identiticasen también a los sujetos de 
derecho púolico investidos de la correlativas ooligaciones funcionales . 
" •. Salvo algunas excepciones. es solo recientemente que el tema de los derechos sociales comienza a tratarse 
en la doctrina con la proflllldidad que amerita. pero deoe señalarse que la oase de los estudios sobre el tema en 
Mc.xico parte de la tenria constitucional que se viene produciendo en Europa. Por lo que respecta a la 
jurispnuJencia constitucional soore derechos sociales también deoe señalarse que la producción no ha sido 
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En ese sentido, puede afirmarse que no basta con la existencia del derecho a la 

salud como una idea, como simple expectativa o como plan de gobierno pendiente 

de instrumentar; 107 sino que es necesario que éste se garantice a través de una 

norma subjetiva que haga efectivo el derecho en caso de incumplimiento por parte 

del obligado, que en este caso es el Estado, además de contar con un medio de 

control judicial que permita hacer exigible ese derecho, es decir, que ese derecho 

se haga justiciable. Algunos autores coinciden en señalar que el derecho a la 

protección de la salud en México, consagrado en el artículo 4° constitucional, es 

una disposición de carácter programático, que establece simplemente directivas 

de acción para los poderes constituidos. 10B Ese tipo de normas en una 

Constitución solamente representan el estimulo y guía de la acción de gobierno, 

pero de ninguna forma alcanzan a tener carácter vinculatorio. 

Los criterios antes señalados conducirían a sostener que en ningún caso el 

ciudadano podría tener acceso a la tutela jurisdiccional para hacer valer su 

derecho constitucional en juicio. Inclusive, hay quienes consideran que ante la 

imposibilidad de que el Estado se vea obligado coercitiva mente a hacer efectivo el 

muy prolilica. dehido principalmcl11e a factorcs talcs como el cntcndimicnto ~ la rcpresentación de la 
("onslitución (\er ("oss io. 01' . cit. p.p .. 1.1 Y s.s. J. la carencia de una Teoría Constitucional propia que permita 
un reli:renll' interprelalivo más consistente . etc. Sin emhargo. la Suprcma Cortc dc Justicia de la Nacíón ha 
comen/.ado a realil.ar una interprelación que favorcce un mejor cntcndimiento de los derechos sociales. 
Prueha de ello son los criterios que más adelante se cxpondrán. así como la tesis emitida sobre la jerarquía de 
los Iralados inlernacionales (Se trata de la tesis de pleno LXXVI /99 "TR/\T/\DOS INTERN/\CION/\LES SE 
IIllIC/\N .IL1Ú\lH)lI IC/\MENTE POR ENCIM/\ DI : L/\S LEYES I·'\-:DER/\LES Y EN UN SEGUNDO 
PL/\NO RLSPI T TO DF 1./\ CONSTITUCiÓN IT.DER/\I.. ... apruhada en la sesión privada del 28 de 
oclubre de Il)()l)) Y que constituira la hase para una de las propueslas fundamentale s de este trabajo. 
1'" " Lo que puede ser una consideración con valido. política no sirve ahsolulamente en el campo del derecho . 
Para és ll' l 'S preliso que el dnelho a la salud . lomo lualquier otro. sea ejercitahle por su titular y encuentre en 
el ordenamienlo juridiUl la adeluada protección Irente al suieto ohligado a hacer efectivo el contenido del 
mismo." Pedro I'\ nihano Collado. 01'. cit. p. 12 . 
111)( Sohre: I1llrma ~ rrngral1lúticas. véase. entre otros. Biscarclli di Runia. Panln. IlIlrndun: itjll al Derecho 
( ·ol/.l'Ii/llciul/al ( ·"/IIpa!'ac/" . H .T . Mc.xico. 1975. pp. 321-~22 . 
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derecho a la protección de la salud, éste se vea sancionado por otros medios 

como la censura o el voto de castigo, sanciones políticas que de ninguna manera 

alcanzan tampoco el carácter vinculatorio y de efectividad, sino de castigo.109 

Otros autores sostienen, en cambio,11o que si bien los derechos sociales no 

permiten reconocer desde la Constitución el otorgamiento de prestaciones, es 

decir, el reconocimiento de un derecho subjetivo oponible al Estado que garantice 

su exigibilidad, no por ello carecen de eficacia jurídica al punto de convertirse en 

meros enunciados programáticos. 

Por nuestra parte, coincidimos en señalar que, aún cuando no pueda afirmarse 

que desde la Constitución Federal se otorgue al particular un derecho subjetivo 

que obligue coactiva mente al Estado para hacer efectivo dicho derecho, en el 

preciso momento en que el legislador desarrolla los principios fundamentales en 

esta materia. o como lo dice expresamente el texto constitucional, "define las 

bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud", surge de esta forma 

el derecho del gobernado para exigir, siempre que se encuentre dentro de la 

hipótesis legal, el cumplimiento de su derecho constitucional, y en caso de que 

,,,., '"1.1 ciudadano quc' I ' ~ frustrado su derecho constitucional a la proteccion de la sa lud tien~ el recurso de 
imponn al agcnt~ ~ statal la s s upr~ma s sanciones políticas que pu~den dars~ en un sistema d~mocr¡itico: 
n~garl~ ~I \'oto ~n la s prú.\imas ~leccion~s: dct~riorar la legitimidad d~ su mandato: censurar su gestion 
púhlica: acusarle d~ iluso, d~ dema!!o!!o.d~utúpicoodeinconsi stente ... loséFranciscoRuiI.Massieu.op.cil. 

p. 7 1-72. 
" " Coss io I lia/ . .losé I{¡nnon. r .l/ad" Soc",!.,· !Jel'ec"",I' de /'l'e.I/ll cúill. Centro de Estudios Constituciona!cs" 
Madrid. I <¡X'I. p . 2.1) l ' s i¡! s. Véase también, tal vel no desde la mi sma concepción d~ (¡' ss io . Carhonell. 
Miguel. 1.0 ('uJI.\/lfu('/(111 (' 11 ser/u .\/ulllclllluralismo. 1,l:,II11ldad y der('ch(}.\' .\,( IC.' illlt's . Porrlla-tJN !\M. México. 
:'001 
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éste sea desconocido, podrá acudir al juicio de amparo reclamando la violación a 

su derecho constitucional a la protección de la salud. 111 

En otras palabras, el juicio de garantías habrá de "controlar la constitucionalidad 

de los actos de aplicación de leyes concernientes a esta materia, toda vez que, 

aún cuando el derecho fundamental se desarrolle en la ley, no se confunde con 

ella, permaneciendo como parámetro de constitucionalidad .,,112 

Por otra parte, cuando el legislador decida crear una ley que desarrolle o amplíe el 

contenido del derecho a la protección de la salud, deberá salvaguardar la 

dimensión esencial de dicho derecho, ya que de no hacerlo así, el particular que 

se vea afectado con dicha norma podrá validamente reclamarla en juicio de 

amparo alegando la inconstitucionalidad de la misma. O bien, por alguno de los 

otros mecanismos procesales para la defensa de la Constitución, cabría la 

posibilidad, por ejemplo, de acudir (obviamente los sujetos legitimados) en Acción 

de Inconstitucionalidad . 

De esta forma podemos concluir que, una vez regulado a nivel constitucional el 

derecho a la salud, el legislador ordinario no puede desconocerlo; sino, por el 

contrario, se ve obligado a regularlo conforme lo que dispone la propia Carta 

Magna, con lo que se materializa el derecho del individuo para combatir aquellas 

situaciones que llegaren a violentar sus garantías individuales. 

111 "De la consideración del derecho a la salud como derecho fundamental deriva que el sistema de 
prestaciones que se establezca para hacerlo realidad debe tener por lo menos las tres características: 
universalidad. equidad y calidad." Carbonell, Miguel. Comentario al artículo 4° constitucional. Constitución 
I'olítica Ji' 111.1' r:.l"/aJlIs 1 -'niJlIs ,lfl!xicanos COAffJVTAD.·/ )' (,ONCORIJ./D.·I. Tomo 1. XV ed. Porrúa. 
México. 2000. 
' " Cossío. Op. cíl. Pág. 236. 
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Al respecto existen algunos criterios emitidos por el Poder Judicial de la 

Federación que únicamente cito, a manera de corroborar que la efectividad de los 

derechos sociales únicamente se alcanza, en los hechos, al acudir a la jurisdicción 

constitucional. Se trata de los siguientes precedentes: 

Novena Época 

Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo: XI, Marzo de 2000 

Tesis : P. XIX/2000 

Página: 112 

SALUD. EL DERECHO A SU PROTECCIÓN, QUE COMO GARANTíA 

INDIVIDUAL CONSAGRA EL ARTíCULO 40. CONSTITUCIONAL, 

COMPRENDE LA RECEPCIÓN DE MEDICAMENTOS BÁSICOS PARA 

EL TRATAMIENTO DE LAS ENFERMEDADES Y SU SUMINISTRO POR 

LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES QUE PRESTAN LOS SERVICIOS 

RESPECTIVOS. La Ley General de Salud, reglamentaria del derecho a 

la protección de la salud que consagra el articulo 40., párrafo cuarto 

de la Carta Magna, establece en sus articulos 20., 23, 24, fracción " 27, 

fracciones 111 y VIII, 28, 29 Y 33, fracción 11, que el derecho a la 

protección de la salud tiene, entre otras finalidades, el disfrute de 

servicios de salud y de asistencia social que satisfaga las 

necesidades de la población; que por servicios de salud se entienden 

las acciones dirigidas a proteger, promover y restaurar la salud de la 

persona y de la colectividad; que los servicios de salud se clasifican 

en tres tipos: de atención médica, de salud pública y de asistencia 

social; que son servicios básicos de salud, entre otros, los 

consistentes en: a) la atención médica, que comprende actividades 

preventivas, curativas y de rehabilitación, incluyendo la atención de 

urgencias, definiéndose a las actividades curativas como aquellas que 

tienen como fin efectuar un diagnóstico temprano y proporcionar 

tratamiento oportuno; y b) la disponibilidad de medicamentos y otros 
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insumas esenciales para la salud para cuyo efecto habrá un cuadro 

básico de insumas del sector salud. Deriva de lo anterior, que se 

encuentra reconocido en la Ley General de Salud, reglamentaria del 

derecho a la protección de la salud, el que tal garantia comprende la 

recepción de los medicamentos básicos para el tratamiento de una 

enfermedad, como parte integrante del servicio básico de salud 

consistente en la atención médica, que en su actividad curativa 

significa el proporcionar un tratamiento oportuno al enfermo, lo que 

incluye, desde luego, la aplicación de los medicamentos básicos 

correspondientes conforme al cuadro básico de insumas del sector 

salud, sin que obste a lo anterior el que los medicamentos sean 

recientemente descubiertos y que existan otras enfermedades que 

merezcan igual o mayor atención por parte del sector salud, pues 

éstas son cuestiones ajenas al derecho del individuo de recibir los 

medicamentos básicos para el tratamiento de su enfermedad, como 

parte integrante del derecho a la protección de la salud que se 

encuentra consagrado como garantia individual, y del deber de 

proporcionarlos por parte de las dependencias y entidades que 

prestan los servicios respectivos. 

Amparo en revisión 2231/97. José Luis Castro Ramirez. 25 de octubre 

de 1999. Unanimidad de siete votos. Ausentes: Mariano Azuela 

Güitrón, Guillermo l. Ortiz Mayagoitia, Humberto Román Palacios y 

Juan N. Silva Meza. Ponente: Mariano Azuela Güitrón; en su ausencia 

hizo suyo el proyecto Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: 

Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintinueve de 

febrero en curso, aprobó, con el número XIX/2000, la tesis aislada que 

antecede; y determinó que la votación no es idónea para integrar tesis 

jurisprudencial. México, Distrito Federal, a veintinueve de febrero de 

dos mil. 

Novena Época 

Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
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Tomo: X, Agosto de 1999 

Tesis: P. LlX/99 

Página: 58 

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. EL ARTíCULO 24, 

FRACCiÓN V, DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 

SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL 

ESTADO, VIOLA LA GARANTíA DE IGUALDAD CONTENIDA EN EL 

ARTíCULO 40. CONSTITUCIONAL. El artículo 40. de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos prevé, como garantía 

individual, la igualdad del varón y la mujer ante la ley, evitando las 

discriminaciones de que frecuentemente eran objeto uno u otra por 

razón de su sexo. Por su parte, el artículo 123, apartado B, fracción XI, 

inciso d), de la propia Constitución, establece, en forma genérica, que 

los familiares de los trabajadores tienen derecho a la asistencia 

médica en los casos y en la proporción que establezca la ley. Ahora 

bien, no obstante que la Constitución prevé como derecho 

fundamental la igualdad ante la ley, y el derecho a que los familiares 

de los trabajadores de ambos sexos disfruten de atención médica, el 

legislador ordinario estableció un trato distinto para tener acceso a los 

servicios de salud proporcionados por el Instituto de Seguridad y 

Servicios Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado, según 

se trate de la esposa del trabajador, o bien, del esposo de la 

trabajadora, pues al disponer, en el artículo 24, fracción V, de la ley 

que lo regula, que para que el esposo o concubinario de la 

trabajadora, como familiar derecho habiente, tenga derecho a la 

atención médica, de diagnóstico, odontología, hospital, farmacia o 

rehabilitación en el citado instituto, es necesario que sea mayor de 

cincuenta y cinco años o esté incapacitado física o psíquicamente y 

dependa económicamente de ella, en tanto que la esposa o concubina 

del trabajador, para obtener los mismos beneficios, sólo requiere 

demostrar tal hecho, sin que se le exija alguna otra condición, lo que 

evidencia una transgresión a la garantía de igualdad establecida en el 

articulo 40. de nuestra Carta Magna. 
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Amparo en revisión 2543/98. María Guadalupe Chavira Hernández y 

coags. 18 de mayo de 1999. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: 

Mariano Azuela Güitrón y José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: 

José de Jesús Gudiño Pe/ayo. Secretaria: Felisa Díaz Ordaz Vera. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el trece de julio en 

curso, aprobó, con el número LlX/1999, la tesis aislada que antecede; 

y determinó que la votación es idónea para integrar tesis 

jurisprudencia/o México, Distrito Federal, a catorce de julio de mil 

novecientos noventa y nueve. 

1.2. El Derecho a la Información. 

A efecto de no reiterar los criterios que en lo general se han expuesto respecto de 

los derechos sociales, únicamente nos concretaremos a definir el alcance y 

contenido del derecho a la información y a presentar algunos criterios de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación que resultan interesantes sobre el tema. 

Particularmente, es conveniente destacar el llamado "Caso Aguas Blancas", en el 

que, debido al ejercicio de la Facultad Investigadora de la Suprema Corte 

contenida en el artículo 97 constitucional, la Corte se pronuncia, en un medio 

diverso al tradicional Juicio de Amparo, sobre un derecho fundamental, el Derecho 

a la Información. 

Garantizado por el Estado desde 1977, durante algunos periodos de la vida del 

país este fue uno de los derechos menos protegidos. Porque bajo la fachada de 

formas democráticas se ocultaron estructuras sociales, políticas y jurídicas 

totalmente opuestas a la democracia y a un verdadero Estado de Derecho. Pero la 

complejidad de abordar el derecho a la información radica, como ha señalado el 
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Dr. Ernesto Villa nueva 113, en que se trata de una garantía cuyo grado de 

abstracción ha sido punto de partida de un largo debate. Un debate que ha dado 

lugar a múltiples estudios; 114 pero un debate que debe centrarse como hemos 

venido repitiendo en su efectividad . 

Así, considero, ha quedado de manifiesto en las tesis emitidas por la Suprema 

Corte en asuntos en los que se definió que este derecho es básico para el 

mejoramiento de una conciencia ciudadana que contribuirá a que esta sea mejor 

enterada y a favorecer una cultura de la verdad, contraria a una diversa del 

engaño, la maquinación y el encubrimiento de la información. 

Así lo establecen las siguientes tesis: 115 

113 Villanueva, Ernesto. Régimen jurídico de las libertades de expresión e información en México. UNAM. 
México, 1998. 
,,. Véanse, entre otros: López-Ayllón, Sergio. "Derecho de la información", en Instituto de Investigaciones 
Jurídicas. Enciclopedia ./urídica Mexicana. Tomo IX. Universidad Nacional Autónoma de México-Porrúa, 
México, 2002. Muñoz de Alba Medrano, Marcia. "El Derecho a la privacidad en los sistemas de información 
pública" Es/udios en Homenaje a Don Manuel Gllliérrez Velasco. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
Universidad Nacional Autónoma de México, México, 2000. Carpizo, Jorge y Carbonell, Miguel. 
(Coordinadores). Derecho a la Información y Derechos Humanos. Es/udios en Homenaje al Maes/ro Mario 
de la Cueva. Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Autónoma de México. México 2001. 
Véase, también, Suprema Corte de Justicia de la Nación. El Poder ./udicial de la Federación y los medios de 
comunicación. Porrúa. México 2002. 
" 5 Otras tesis sobre el particular son: DERECHO A LA INFORMACiÓN . EL ARTíCULO 22 DE LA LEY 
DEL SEGURO SOCIAL NO VIOLA AL ESTABLECER LA CONFIDENCIALIDAD DE LOS 
DOCUMENTOS. DATOS E INFORMES PROPORCIONADOS AL INSTITUTO RELATIVO. YA QUE 
PERMITE PROPORCIONARLOS PARA JUICIOS Y PROCEDIMIENTOS LEGALES. Tesis 
P.X LVII/2000. visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XI , Abril de 2000, 
Novena Epoca, página 72. DERECHO A LA INFORMACiÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA 
LIMITADO TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR LOS 
DERECHOS DE TERCEROS. Tesis P. LX/2000, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Tomo XI, Abril de 2000. Novena Época, página 74. DERECHO A LA INFORMACiÓN Y 
GARANTíA DE AUDIENCIA. LOS ARTíCULOS 48 DE LA LEY DE LA COMISiÓN NACIONAL DE 
DERECHOS HUMANOS Y 104 DE SU REGLAMENTO INTERNO, NO LOS VIOLAN PORQUE AUN 
CUANDO ESTABLECEN COMO FACULTAD DISCRECIONAL LA EXPEDICiÓN DE DOCUMENTOS 
Y COPIAS, NO LA PROHIBEN . Tesis P. XLV1/2000, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Tomo XI, Abril de 2000, Novena Época, página 74. DERECHO A LA INFORMACiÓN. EL 
ARTíCULO 112, FRACCiÓN VII , DE LA LEY ORGÁNICA MUNICIPAL PARA EL ESTADO DE 
GUANAJUATO. NO LO VIOLA POR LIMITAR LA EXPEDICiÓN DE COPIAS CERTIFICADAS DE 
DOCUMENTOS Y CONSTANCIAS DE ARCHIVO, Asi COMO DE ACUERDOS ASENTADOS EN 
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Novena Época 

Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo: 111, Junio de 1996 

Tesis: P. LXXXIX/96 

Página: 513 

GARANTIAS INDIVIDUALES (DERECHO A LA INFORMACION). 

VIOLACION GRAVE PREVISTA EN EL SEGUNDO PARRAFO DEL 

ARTíCULO 97 CONSTITUCIONAL. LA CONFIGURA EL INTENTO DE 

LOGRAR LA IMPUNIDAD DE LAS AUTORIDADES QUE ACTUAN 

DENTRO DE UNA CULTURA DEL ENGAÑO, DE LA MAQUINACION y 

DEL OCULTAMIENTO, POR INFRINGIR EL ARTICULO 60. TAMBIEN 

CONSTITUCIONAL. El artículo 60. constitucional, in fine, establece 

que "el derecho a la información será garantizado por el Estado". Del 

análisis de los diversos elementos que concurrieron en su creación se 

deduce que esa garantía se encuentra estrechamente vinculada con el 

respeto de la verdad. Tal derecho es, por tanto, básico para el 

mejoramiento de una conciencia ciudadana que contribuirá a que ésta 

sea más enterada, lo cual es esencial para el progreso de nuestra 

sociedad. Si las autoridades públicas, elegidas o designadas para 

servir y defender a la sociedad, asumen ante ésta actitudes que 

permitan atribuirles conductas faltas de ética, al entregar a la 

comunidad una información manipulada, incompleta, condicionada a 

intereses de grupos o personas, que le vede la posibilidad de conocer 

la verdad para poder participar libremente en la formación de la 

voluntad general, incurren en violación grave a las garantías 

indíviduales en términos del artículo 97 constítucional, segundo 

párrafo, pues su proceder conlleva a considerar que exíste en ellas la 

propensión de incorporar a nuestra vida política, lo que podríamos 

llamar la cultura del engaño, de la maquinación y de la ocultación, en 

LOS LIBROS DE ACTAS DE LOS AYUNTAMIENTOS, SÓLO A LAS PERSONAS QUE TENGAN 
INTERÉS LEGiTIMO Y SI EMPRE QUE NO SE PERJUDIQUE EL INTERÉS PÚBLICO. Tesis P. 
LXI/2000, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo Xl, Abril de 2000, Novena 
Época, página 71. 
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lugar de enfrentar la verdad y tomar acciones rápidas y eficaces para 

llegar a ésta y hacerla del conocimiento de los gobernados. 

Solicitud 3/96. Petición del Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos para que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ejerza 

la facultad prevista en el párrafo segundo del articulo 97 de la 

Constitución Federal. 23 de abril de 1996. Unanimidad de once votos. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veinticuatro de 

junio en curso, aprobó, con el número LXXXIX/1996, la tesis que 

antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis de 

jurisprudencia. México, Distrito Federal, a veinticuatro de junio de mil 

novecientos noventa y seis. 

Novena Época 

Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo: XI, Abril de 2000 

Tesis: P. XL V/2000 

Página: 72 

DERECHO A LA INFORMACiÓN. LA SUPREMA CORTE INTERPRETÓ 

ORIGINALMENTE EL ARTíCULO 60. CONSTITUCIONAL COMO 

GARANTíA DE PARTIDOS POLÍTICOS, AMPLIANDO 

POSTERIORMENTE ESE CONCEPTO A GARANTíA INDIVIDUAL Y A 

OBLIGACiÓN DEL ESTADO A INFORMAR VERAZMENTE. 

Inicialmente, la Suprema Corte estableció que el derecho a la 

información instituido en el último párrafo del artículo 60. 

constitucional, adicionado mediante reforma publicada el 6 de 

diciembre de 1977, estaba limitado por la iniciativa de reformas y los 

dictámenes legislativos correspondientes, a constituir, solamente, una 

garantia electoral subsumida dentro de la reforma política de esa 

época, que obligaba al Estado a permitir que los partidos políticos 

expusieran ordinariamente sus programas, idearios, plataformas y 
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demás características inherentes a tales agrupaciones, a través de los 

medíos masivos de comunicación (Semanario Judicial de la 

Federación, Octava Época, 2a. Sala, Tomo X, agosto 1992, p. 44). 

Posteriormente, en resolución cuya tesis LXXXIX/96 aparece publicada 

en el Semanario Judicial de la Federacíón y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo 111, junio 1996, p. 513, este Tribunal Pleno amplió los alcances de 

la referida garantía al establecer que el derecho a la información, 

estrechamente vinculado con el derecho a conocer la verdad, exige 

que las autoridades se abstengan de dar a la comunidad información 

manipulada, incompleta o falsa, so pena de incurrir en violación grave 

a las garantías individuales en términos del artículo 97 constitucional. 

A través de otros casos, resueltos tanto en la Segunda Sala (AR. 

2137/93, fallado el 10 de enero de 1997), como en el Pleno (AR. 

3137/98, fallado el 2 de diciembre de 1999), la Suprema Corte ha 

ampliado la comprensión de ese derecho entendiéndolo, también, 

como garantía individual, limitada como es lógico, por los intereses 

nacionales y los de la sociedad, así como por el respeto a los 

derechos de tercero. 

Amparo en revisión 3008/98. Ana Laura Sánchez Montiel. 7 de marzo 

de 2000. Unanimidad de diez votos. Ausente: OIga Sánchez Cordero 

de García Villegas. Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretaria: 

Rosalba Rodríguez Mireles. 

Amparo en revisión 2099/99. Evangelina Vázquez Curiel. 7 de marzo de 

2000. Unanimidad de diez votos. Ausente: OIga Sánchez Cordero de 

Garcia Villegas. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Jorge 

Carenzo Rivas. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de 

marzo en curso, aprobó, con el número XL V/2000, la tesis aislada que 

antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis 

jurisprudencial. México, Distrito Federal, a veintiocho de marzo de dos 

mil. 
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Nota: Los datos de publicación citados, corresponden a las tesis de 

rubros: "INFORMACIÓN. DERECHO A LA, ESTABLECIDO POR EL 

ARTíCULO 60. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL." Y "GARANTíAS 

INDIVIDUALES (DERECHO A LA INFORMACIÓN). VIOLACIÓN GRAVE 

PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTíCULO 97 

CONSTITUCIONAL. LA CONFIGURA EL INTENTO DE LOGRAR LA 

IMPUNIDAD DE LAS AUTORIDADES QUE ACTÚAN DENTRO DE UNA 

CUL TURA DEL ENGAÑO, DE LA MAQUINACIÓN Y DEL 

OCUL TAMIENTO, POR INFRINGIR EL ARTíCULO 60. TAMBIÉN 

CONSTITUCIONAL. ", respectivamente. 

Del amparo en revisión 2137/93 citado, derivó la tesis 2a. XIIV97, 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, Tomo V, febrero de 1997, página 346, con el rubro: 

"INFORMACIÓN, DERECHO A LA. NO EXISTE INTERÉS JURíDICO 

PARA PROMOVER AMPARO CONTRA EL INFORME RENDIDO POR EL 

TITULAR DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO 

FEDERAL, AL NO SER UN ACTO AUTORITARIO. ". 

Lo social del Derecho a la información, como ha dicho la Corte, está en el 

reconocimiento de la necesidad de crear una cultura social no sólo de la 

información , sino de la verdad. Nada más social que reconocer en ello un derecho 

aplicable a la sociedad en general , por virtud del cual , uno de los derechos 

constitucionales más importantes, se encuentra definido y le es conferido a todo 

individuo, pero también a la colectividad . 

Como hemos señalado, algo muy destacable de las tesis transcritas lo constituye 

el hecho de que la Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronunció sobre un 

Derecho Social , en un medio diverso al juicio de amparo, con lo que, más 

adelante, se afirmará que los medio de control constitucional pueden , en 
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determinado momento, ser aplicables para defender cualquiera de los derechos 

establecidos en la Constitución. 

1.3. La libertad sindical. 

Es este quizá el derecho sobre el cual más claramente se ha pronunciado la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto a su naturaleza, afirmando que 

se trata de un derecho que tiene un sentido pleno de universalidad, que parte de 

del derecho personal de cada trabajador a asociarse, pero que reconoce un 

derecho colectivo "una vez que el sindicato adquiere existencia y personalidad 

propias." 

Esta libertad -ha dicho la Corte-116 debe entenderse en tres aspectos 

fundamentales: 

1. Un aspecto positivo que consiste en la facultad del trabajador para 

ingresar a un sindicato ya integrado o constituir uno nuevo; 2. Un 

aspecto negativo, que implica la posibilidad de no ingresar a un 

116 Ahora bien, termina de decir. la tesis. "el mandamiento de un solo sindicato de burócratas por dependencia 
gubernativa que establezcan las leyes o estatutos laborales. viola la garantía social de libre s indicación de los 
trabajadores prevista en el artículo 123. apartado B. fracción X. de la Constitución Federal de la República, 
toda vez que a l regular la sindicación única restringe la libertad de asociación de los trabajadores para la 
defensa de sus intereses." Amparo en revisión 337/94. Sindicato del Personal Académico de la Universidad de 
Guadalajara. 21 de mayo de 1996. Unanimidad de diez votos. Ausente: Juventino V. Castro y Castro. 
Ponente: Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Secretarío: Alfredo E. Báez López. Amparo en revisión 338/95. 
Sindicato de Solidaridad de los Trabajadores de los Poderes del Estado de Oaxaca y Organismos 
Descentralizados. 21 de mayo de 1996. Unanimidad de diez votos. Ausente: Juventino V. Castro y Castro. 
Ponente: Mariano Azuela GÜitrón. Secretario: Ariel Alberto Rojas Caballero. Amparo en rev isión 408/98. 
Sindicato Nacional de Trabajadores del Servicio de Administración Tributaria y coags. I I de mayo de 1999. 
Unanimidad de diez votos . Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: José Vicente Aguinaco 
Alemán; en su ausencia hi zo suyo e l proyecto el Ministro Juan Díaz Romero. Secretario: Jorge Alberto 
González Álvarez. Amparo en revisión 1339/98. Francisco Pacheco García y coags. I I de mayo de 1999. 
Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: 
Armando Cortés Galván. Amparo en revisión 1475/98. Sindicato Nacional de Controladores de Tránsito 
Aéreo. 11 de mayo de 1999. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: 
Humberto Román Palacios. Secretario: Antonio Espinoza Rangel. El Tribunal Pleno, en su sesión privada 
celebrada e l veintisiete de mayo en curso, aprobó, con el número 43/ 1999, esta tesis j urisprudencial el 
veintisiete de mayo de mil novecientos noventa y nueve. 
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sindicato determinado y la de no afiliarse a sindicato alguno; y 3. 

La libertad de separación o renuncia de formar parte de la 

asociación. 

Otro precedente es el siguiente: 

Novena Época 

Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo: IX, Mayo de 1999 

Tesis: P. XLV/99 

Página: 28 

SINDICACiÓN ÚNICA. EL ARTíCULO 68 DE LA LEY FEDERAL DE LOS 

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, VIOLA LA LIBERTAD 

SINDICAL CONSAGRADA EN EL ARTíCULO 123, APARTADO B, 

FRACCiÓN X, CONSTITUCIONAL. El artículo 123 constitucional 

consagra la libertad sindical con un sentido pleno de universalidad, 

partiendo del derecho personal de cada trabajador a asociarse y 

reconociendo un derecho colectivo, una vez que el sindicato adquiere 

existencia y personalidad propias. Dicha libertad sindical debe 

entenderse en sus tres aspectos fundamentales: 1. Un aspecto 

positivo que consiste en la facultad del trabajador para ingresar a un 

sindicato ya integrado o constituir uno nuevo; 2. Un aspecto negativo, 

que implica la posibilidad de no ingresar a un sindicato determinado y 

la de no afiliarse a sindicato alguno; y 3. La libertad de separación o 

renuncia de formar parte de la asociación. Ahora bien, el mandamiento 

de un solo sindicato por dependencia gubernativa, establecido en el 

articulo 68 de la citada ley, viola la garantía social de libre sindicación 

de los trabajadores prevista en el artículo 123, apartado B, fracción X, 

de la Constitución Federal de la República, toda vez que al regular la 

sindicación única restringe la libertad de asociación de los 

trabajadores para la defensa de sus intereses. 
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Amparo en revisión 408/98. Sindicato Nacional de Trabajadores del 

Servicio de Administración Tributaria y coags. 11 de mayo de 1999. 

Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. 

Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán; en su ausencia hizo suyo el 

proyecto el Ministro Juan Diaz Romero. Secretario: Jorge Alberto 

González Álvarez. 

Amparo en revisión 1475/98. Sindicato Nacional de Controladores de 

Tránsito Aéreo. 11 de mayo de 1999. Unanimidad de diez votos. 

Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: Humberto Román 

Palacios. Secretario: Antonio Espinoza Range/. 

Amparo en revisión 3004198. Sindicato de Trabajadores al Servicio del 

Instituto de Seguridad Social del Estado de Chiapas. 11 de mayo de 

1999. Unanimidad de diez votos. Ausente: José Vicente Aguinaco 

Alemán. Ponente: OIga María Sánchez Cordero. Secretario: Carlos 

Mena Adame. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintisiete de 

mayo en curso, aprobó, con el número XLV/1999, la tesis aislada que 

antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis 

jurisprudencial. México, Distrito Federal, a veintisiete de mayo de mil 

novecientos noventa y nueve. 

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, Tomo IX, mayo de 1999, página 5, tesis P.lJ. 43/99, de rubro 

"SINDICACIÓN ÚNICA. LAS LEYES O ESTATUTOS QUE LA PREVÉN, 

VIOLAN LA LIBERTAD SINDICAL CONSAGRADA EN EL ARTiCULO 

123, APARTADO B, FRACCIÓN X, CONSTITUCIONAL. ". 
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En dichos asuntos, además, la Corte consideró dos cuestiones que, a mi parecer, 

son fundamentales para la definición, no sólo de la categoría de derechos 

sociales, sino más precisamente de derechos colectivos: 117 

1. Declaró que, a pesar de que los peticionarios de amparo promovían por su 

propio derecho, se debía tener a los representantes de la agrupación 

promoviendo a nombre del sindicato a quien se le negó el registro, pues del 

examen de las constancias de autos se arribaba a la convicción de que en 

forma excesiva se precisó en la demanda de amparo a todos los integrantes 

del sindicato como peticionarios de garantías, pero que, al encontrarse entre 

éstos los representantes del sindicato, se había señalado inexactamente a 

quienes promovían por derecho propio, en relación, se dijo, con derechos de 

naturaleza colectiva. 

2. Que a fin de resolver efectiva y justamente la cuestión planteada, de oficio, se 

debían corregir esas imprecisiones, con fundamento en el artículo 79 de la Ley 

de Amparo y, por ende, tener al Sindicato ejercitando la acción constitucional 

por conducto de sus representantes y, tocante a los demás promoventes, tener 

por actualizada la causa de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción 

V, de la legislación de la materia, ya que se ejercitaban derechos de naturaleza 

colectiva. 

Con estas consideraciones, a nuestro parecer, la Suprema Corte hizo que, lo que 

en un principio fuera una petición por derecho propio, se convirtiera en una 

'" A.R. 1339/98 
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petición colectiva, a fuerza de considerar que se ejercitaban derechos de esa 

naturaleza. Lo anterior, se considera, suplió, excesivamente la queja deficiente, al 

transformar el sentido individual de la petición en una petición de carácter 

colectivo; cambiando la naturaleza misma de la acción. Ello pudo haber generado 

un inconveniente en la práctica, en la forma de acreditar la personalidad de los 

sindicatos en México. Nos permitiremos un pequeño excursus sobre el tema. 

Aún cuando el artículo 357 de la Ley Federal del Trabajo dispone que "los 

trabajadores y los patrones tienen derecho a constituir sindicatos sin necesidad de 

autorización previa, también lo es que esto opera en el orden interno de la 

organización ; más para que se exteriorice la personalidad jurídica del sindicato, se 

requiere del registro del mismo y de su directiva por la Secretaría del Trabajo o por 

las Juntas Locales de Conciliación y Arbitraje, el cual, una vez otorgado, produce 

efectos ante todas las autoridades según dispone el artículo 368 de la misma ley. 

Por lo que carece de efectos y, por consiguiente, de eficacia jurídica si no se 

obtiene el registro,, 118. 

La falta del registro, por supuesto, no impide la existencia jurídica del sindicato, 

pero si impide la exteriorización de sus actos. Tan es así que, nos dice Climene 19, 

al quedar cancelada su inscripción, deja de existir como persona moral , según la 

ejecutoria de amparo en revisión 43/81 , de 26 de abril de 1982, del primer Tribunal 

Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito . Además, conforme al artículo 

" . CliTllent Belt rán. Juan Baut ista. Ley Federal del Trabaio. Comentar ios ~ Juri , prmkm:ia . .... edic ión. 
Edi toria l Esfin ge. México. 1987. p. 243 . 

101 



692, fracción IV de la citada ley, los representantes de los sindicatos acreditarán 

su personalidad con la certificación que les extienda la Secretaría del Trabajo y 

Previsión Social o la Junta Local de Conciliación y Arbitraje de haber quedado 

registrada la directiva del mismo, por lo que faltando ese requisito carecerían de 

personalidad para interponer el amparo, si no fuera por lo que resolvió la Corte en 

la tesis que a continuación se transcribe: 

.,. Ihíd .. 

Octava Época 
Instancia: Cuarta Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: VIII-Octubre 
Tesis: 4a. /J. 15/91 
Página: 34 

SINDICATOS. LOS LEGITIMADOS PARA PROMOVER EL AMPARO 
CONTRA LA NEGATIVA DE SU REGISTRO SON SUS 
REPRESENTANTES, NO SUS INTEGRANTES EN LO PARTICULAR. El 
artículo 374, fracción 111, de la Ley Federal del Trabajo, al señalar que los 
sindicatos legalmente constituidos son personas morales que tienen 
capacidad para defender ante todas las autoridades sus derechos y 
ejercitar las acciones correspondientes, atribuye personalidad jurídica a 
los que cumplan con los requisitos de constitución que establece el 
artículo 364 de la Ley Laboral. A través del registro a que se refiere el 
artículo 365 del mismo ordenamiento, la autoridad correspondiente da fe 
de que el acto constitutivo reúne los requisitos de fondo que exige la ley, 
pero no otorga al sindicato existencia ni personalidad jurídica nueva; de 
ahí que los propios Sindicatos, por conducto de sus representantes 
legales, están legitimados para promover el amparo en contra de la 
negativa de registro sindical , y no sus integrantes en lo particular, pues 
los afectados en forma directa por esa determinación no son ellos en lo 
individual sino la persona moral que constituyeron, misma que goza de 
personalidad jurídica propia e independiente de la de sus agremiados. 

Varios 18/90. Contradicción de Tesis sustentadas entre el Segundo 
Tribunal Colegiado del Tercer Circuito y el Tribunal Colegiado del Décimo 
Cuarto Circuito. 9 de septiembre de 1991. Cinco votos. Ponente: Juan 
Díaz Romero. Secretario: Marcos García José. 

Tesis de Jurisprudencia 15/91 aprobada por la Cuarta Sala de este alto 
Tribunal en sesión privada celebrada el veintitrés de septiembre de mil 
novecientos noventa y uno. Unanimidad de cinco votos de los señores 
Ministros: Presidente Carlos García Vázquez, Felipe López Contreras. 
Juan Díaz Romero, Ignacio Magaña Cárdenas y José Antonio Llanos 
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Duarte. 

NOTA: Esta tesis también aparece publicada en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, número 46, Octubre de 1991 , pág. 19. 

El aspecto medular de la resolución que se comenta radica en que, al resolver en 

los términos que lo hizo, dio lugar a una interpretación amplia del artículo 374 de la 

Ley Federal del Trabajo, que, a nuestro parecer, permite a los sindicatos 

-únicamente cumpliendo con los requisitos que marca la ley para su constitución 

(número de trabajadores, edades, etc.)- acudir ante cualquier autoridad y, 

ostentándose como representantes legales de la organización sindical, defender 

sus derechos y ejercitar las acciones correspondientes. Esto podría dar pie a la 

proliferación de demandas por titularidad en la administración de contratos 

colectivos, con los consiguientes emplazamientos a Huelga, y demás acciones 

que tuvieran a bien los sindicatos ejercitar, pues la única ley que regula 

específicamente la forma de acreditar la personalidad de ese tipo de 

organizaciones es la Ley Federal del Trabajo. 

Reconocer como representantes de la organización sindical a las personas que en 

ese juicio se ostentaron como representantes del sindicato , desconociendo la 

voluntad de acudir a juicio del resto de los integrantes quienes reiteran en su 

recurso que ocurren por derecho propio, aunque si bien es cierto lo hacen citando 

indebidamente tesis que no resultan aplicables . 

Con ello, si bien es cierto que la Corte abrió el camino para el reconocimiento de 

derechos de naturaleza colectiva , lo hizo restringiendo el interés para acudir al 

juicio a los representantes del sindicato, con lo que, en asuntos similares , tendría 
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que reconocer la personalidad, por ejemplo de los representantes de una 

asociación civil o de cualquier otra índole que reclamaran derechos de la misma 

naturaleza. 

En cambio, de haber resuelto en manera distinta, considerando a los peticionarios 

de garantías como ejercitando un derecho que si bien es cierto es de naturaleza 

colectiva o social, pero que parte de la base de un derecho propio, individual, 

hubiera equivalido a otorgar la protección constitucional a cada uno de ellos, en el 

libre ejercicio de un derecho que de inicio tiene una naturaleza personal: el 

derecho de asociación. Lo cual hubiera conducido, igualmente, a la ampliación del 

concepto de interés jurídico establecido en la Ley de Amparo que restringe, como 

lo expondremos más adelante la oportunidad de acudir a la justicia constitucional 

en muchos casos. 

Dice Mario De la Cueva 120que la Libertad Sindical es, originariamente, 

un derecho de cada trabajador. 

Cita a J . M. Verdier: "el derecho sindical es un derecho complejo, 

individual y colectivo, derecho de acción y al mismo tiempo de 

agruparse, y facultad de participar, no solamente en la defensa de 

intereses, sino en la organización de los trabajadores" y a Ubaldo 

Prosperetti, quien escribió que "la libertad sindical es, ante todo, 

libertad de asociación, en el sentido de libertad de constituir 

asociaciones ... ", para concluir que " la distinción entre los aspectos 

individual y colectivo de la libertad sindical están marcados 

excelentemente en el Convenio 87 de la OIT, cuyo articulo primero 

reconoce a los trabajadores "el derecho de constituir las 

110 U Su e\'(} Dae,,"o Ml'xiCC/l/O ,1,,1 h "na/o T 11. 8' edición actuali zada r o l' lJrhano ¡:arias . I'ornia. Méx ico. 
1996. pp. 263 Y 300. 

104 



organizaciones que estimen convenientes ... ", en tanto el tercero 

declara que "las organizaciones tienen el derecho de ... " 

"Tanto por razones sociológicas, porque la libertad es un atributo de 

la persona y porque ésta es anterior al sindicato y constituye su fin 

supremo, y por motivos juridicos, ya que la fracción XVI del Artículo 

123 parte de la persona humana, que la libertad sindical es, 

originariamente, un derecho de cada trabajador. 

Por lo tanto, existen un derecho personal a la sindicación y un 

derecho colectivo de los sindicatos a su existencia y a una actividad 

libres, destinadas a la realización de los fines supremos del derecho 

del trabajo. 

La doctrina sostiene uniformemente que el derecho sindical personal 

consiste en la libertad para ingresar a una asociación ya existente o 

para constituir una nueva, en unión, claro está, de otros trabajadores, 

lo que presupone la obligación estatal de abstenerse de todo acto que 

pueda obstruir la libertad personal." 

Ésta, se considera, hubiera sido una manera de resolver favorablemente a los 

intereses de los trabajadores pues en el fondo coincidimos con el planteamiento 

de la sentencia y con la forma en que trata de que ésos intereses queden 

protegidos; pero consideramos que haber resuelto a favor de cada uno de los 

trabajadores hubiera ampliado la esfera de derechos individuales, no solamente 

de la clase trabajadora (pues este derecho no es un derecho de clase , exclusivo) 

haciendo que otros derechos contaran con un medio de control constitucional 

efectivo. 
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2. ¿CÓMO PROTEGERLOS? 

A modo de enunciación descriptiva, a continuación se enumeran y explican en 

varias vertientes (materia de impugnación, sujetos legitimados, plazos, 

procedimiento y efectos de la sentencia) los ocho mecanismos procesales para la 

defensa de la Constitución que en la misma se establecen. Se trata de una mera 

enunciación descriptiva que sirva como punto de partida para hacer el comentario 

que se incluirá en el siguiente apartado (¿Qué medio para qué derecho?). 

2.1 Procesos y procedimientos para la defensa de la Constitución 

2.1.1 JUICIO DE AMPARO 

Materia de impugnación 

El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite: 

1. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales; 

11. Por leyes o actos de la autoridad federal, que vulneren o restrinjan la soberanía 

de los Estados; 

111 . Por leyes o actos de las autoridades de éstos, que invadan la esfera de la 

autoridad federal. (Art.1 o de la Ley de Amparo) 

Sujetos legitimados 

El juicio de amparo únicamente puede promoverse: 

·Por el agraviado (a quien perjudique la ley, el tratado internacional , el reglamento 

o cualquier acto que se reclame); 

·Por el representante legal; 
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·Por el defensor (si se trata de un acto que corresponda a un acto criminal) ; 

·Por algún pariente o persona extraña en los casos en que la Ley de Amparo lo 

permita expresamente. (Art. 4° de la Ley de Amparo) 

Plazos 

-REGLA GENERAL: 15 días a partir del día siguiente al en que surtan sus efectos, 

y se incluirá en ellos el día del vencimiento. (Art. 21 L.A.) 

-EXCEPCIONES: (Art. 22 L.A.) 

30 días a partir la vigencia de una ley. 

En los casos que importen peligro de privación de la vida , ataques a la 

libertad personal, deportación, destierro, cualquiera de los actos prohibidos 

por el arto 22 constitucional, o la incorporación forzosa al servicio del 

Ejército o Armada Nacionales, la demanda podrá ínterponerse en 

cualquíer tiempo. 

15 días, cuando se reclame en amparo, el acuerdo de la SRE favorable a la 

extradición de alguna persona reclamada por un Estado extranjero. 

- Cuando se trate de sentencias definitivas o laudos que pongan fin al juicio, 

en los que el agraviado no haya sido citado legalmente a juicio, dicho 

agraviado tendrá el término de 90 días si residiere fuera del lugar del juicio, 

pero dentro de la República Mexicana, y de 180 días, si residiera fuera de 

ella ; contando desde el siguiente al en que tuviere conocimiento de la 

sentencia ; pero si el interesado volviere al lugar en que se haya seguido 

107 



dicho juicio quedará sujeto a la regla general. 

-El cómputo de los términos en el juicio de amparo se sujetará a las reglas 

siguientes: (Art. 24 L.A.) 

-Los términos se contarán por días naturales, con exclusión de los 

inhábiles; excepción hecha de los términos en el incidente de suspensión, 

los que se contarán de momento a momento. 

- Para la interposición de los recursos, los términos correrán para cada parte 

desde el día siguiente a aquel en que para ella haya surtido efectos la 

notificación respectiva. 

- Los términos deben entenderse sin perjuicio de ampliarse por razón de la 

distancia, teniéndose en cuenta la facilidad o dificultad de las 

comunicaciones; sin que en ningún caso, la ampliación pueda exceder de 

un día por cada cuarenta kilómetros. 

Procedimiento 

·La demanda de amparo deberá formularse por escrito . 

·Si el Juez de Distrito no encontrare motivo de improcedencia. o se hubiesen 

llenado los requisitos omitidos. admitirá la demanda y, en el mismo auto pedirá 

informe con justificación a las autoridades responsables. y hará saber dicha 

demanda al tercero perjudicado si lo hubiere; señalará día y hora para la 

celebración de la audiencia, a más tardar dentro del término de 30 días. 

·Los Jueces de Distrito o las autoridades judiciales que conozcan del juicio de 

amparo, deben resolver si admiten o desechan las demandas dentro del término 
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de 24 hrs. contadas desde la en que fueron presentadas. 

-Las autoridades responsables deberán rendir su informe con justificación dentro 

del término de 5 días, pero el Juez de Distrito podrá ampliarlo hasta por otros 

cinco si estimare que la importancia del caso lo amerita. 

-En el juicio de amparo es admisible toda clase de pruebas, excepto la de 

posiciones y las que fueren contra la moral o contra el derecho. 

-Las pruebas deberán ofrecerse y rendirse en la audiencia del juicio, excepto la 

documental, que podrá presentarse con anterioridad, sin perjuicio de que el Juez 

haga relación de ella en la audiencia y la tenga como recibida en ese acto 

-Cuando las partes tengan que rendir prueba testimonial o pericial para acreditar 

algún hecho, deberán anunciarla 5 días hábiles antes del señalado para la 

celebración de la Audiencia Constitucional, sin contar el del ofrecimiento ni el 

señalado para la propia audiencia . 

-Abierta la audiencia se procederá a recibir, por orden, las pruebas, los alegatos 

por escrito y, en su caso, el pedimento del Ministerio Público; acto continuo se 

dictará el fallo que corresponda. 

Efectos de la sentencia 

-Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de 

los individuos particulares o de las personas morales, privadas u oficiales que lo 

hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el 

caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general al 

respecto de la ley o acto que la motivare. (Art. 76 L.A.) 
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-La sentencia que conceda el amparo tendrá por objeto restituir al agraviado en el 

pleno goce de la garantía individual violada, restableciendo las cosas al estado 

que guardaban antes de la violación, cuando el acto reclamado sea de carácter 

positivo; y cuando sea de carácter negativo, el efecto del amparo será obligar a la 

autoridad responsable a que obre en el sentido de respetar la garantía de que se 

trate y a cumplir, por su parte, lo que la misma garantía exija. (Art. 80 LA) 

2.1.2 ACCIONES DE INCONSTITUCIONAL/DAD 

Materia de Impugnación 

La posible contradicción entre una ley o un tratado internacional, por una parte, y 

la Constitución, por la otra, con el objeto de invalidar la ley o el tratado 

impugnados para que prevalezcan los mandatos constitucionales. 

Sujetos legitimados 

La acción de inconstitucionalidad puede ser promovida por: 

·EI equivalente al 33% de los integrantes de la Cámara de Diputados del Congreso 

de la Unión, en contra de leyes federales o del Distrito Federal expedidas por 

aquél. 

·EI equivalente al 33% de los integrantes del Senado, en contra de leyes federales 

o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de la Unión o de tratados 

internacionales celebrados por el Estado Mexicano. 

·EI Procurador General de la República, en contra de leyes de carácter federal, 
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estatal y del Distrito Federal, así como de tratados internacionales celebrados por 

el Estado Mexicano. 

-El equivalente al 33% de los integrantes de alguno de los órganos legislativos 

estatales o de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, en contra de leyes 

expedidas por el propio órgano. 

-Los partidos políticos con registro ante el Instituto Federal Electoral, por conducto 

de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes electorales, federales o locales: 

y los partidos políticos con registro estatal, a través de sus dirigencias, pero sólo 

contra leyes electorales expedidas por el órgano legislativo de la entidad 

federativa que les otorgó el registro. 

Procedimiento 

-Inicia con la recepción de la demanda, designando a continuación el Presidente 

de la SCJN, según el turno que corresponda , a un Ministro Instructor, a fin de que 

ponga el proceso en estado de resolución . 

-Corresponde al Ministro Instructor, examinar el escrito de demanda a fin de 

desecharla de plano él mismo si encontrare motivo manifiesto e indudable de 

improcedencia. (art. 25 LR105) 

-Si no aprecia ninguna causa de improcedencia, pero encuentra que el escrito de 

demanda es oscuro e irregular, deberá entonces prevenir al demandante, para 

que hagan las aclaraciones que correspondan dentro del plazo de 5 días, en caso 

de impugnación de leyes electorales, el plazo será de 3 días. 

-El Ministro Instructor dará vista , con el escrito de demanda al órgano legislativo 
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que hubieren emitido la norma, así como al ejecutivo que la hubiere promulgado, 

para que en un plazo de 15 días (6, para leyes electorales) rindan un informe que 

incluya las razones y los fundamentos para sostener que la norma impugnada es 

válida, o bien, que la acción no puede proceder. 

-El Ministro dará vista, con el escrito de demanda y los informes presentados al 

Procurador General de la República, a efecto de que éste haga las 

manifestaciones que considere necesarias como representante de la sociedad. 

-Una vez presentados los informes, el expediente se pone a la vista de las partes 

para dentro de los 5 días siguientes, expresen por escrito sus alegatos. En el caso 

de leyes electorales, el plazo será únicamente de dos días. 

-Terminado el procedimiento el Ministro instructor propone al Pleno de la Suprema 

Corte un proyecto de sentencia , que será discutido y votado para resolver 

definitivamente la cuestión planteada. En el caso de leyes electorales, el proyecto 

deberá ser sometido al Pleno dentro de los 5 días siguientes a aquel en que se 

haya agotado el procedimiento, y deberá ser resuelto, a más tardar, en un término 

de 5 días contados a partir de que el Ministro instructor haya presentado el 

proyecto. 

Plazos 

-La demanda de acción de inconstitucionalidad debe presentarse dentro de los 30 

días siguientes a la fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean 

publicados en el medio oficial correspondiente, teniendo en cuenta que si el último 

día del plazo fuera inhábil, la demanda se podrá presentar el primer día hábil 
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siguiente. 

-En materia electoral, todos los días son hábiles para el cómputo de los plazos. 

Efectos de la sentencia 

-las sentencias de las acciones de inconstitucionalidad surten efectos generales 

cuando hayan votado, por lo menos, ocho Ministros en el sentido de declarar la 

invalidez de la ley o el tratado que se haya impugnado. 

2.1.3 CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES 

Materia de impugnación 

la controversia constitucional se puede promover: 

-Contra leyes que no necesiten un primer acto de aplicación para causar un 

perjuicio al promovente; 

-Contra leyes que, luego de su entrada en vigor, son aplicadas causando un daño 

al promovente. 

-Cuando existan conflictos de límites distintos de los previstos en el artículo 73, 

fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Sujetos legitimados 

-los niveles de gobierno establecidos en la Constitución (la Federación; los 

Estados; los Municipios; y el Distrito Federal) . 

-los Poderes Federales (el Presidente de la República y el Congreso de la Unión 

o cualquiera de las Cámaras que lo integran e incluso la Comisión Permanente) . 
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-Los Poderes locales (los Gobernadores; las Legislaturas de los Estados y los 

Tribunales Superiores de Justicia de los Estados). 

-Los órganos de gobierno del Distrito Federal (el Jefe de Gobierno del Distrito 

Federal; la Asamblea Legislativa del Distrito Federal; y el Tribunal Superior de 

Justicia del Distrito Federal) . 

Procedimiento 

-El Ministro instructor debe analizar, la demanda; en caso de que encuentre algún 

motivo indudable de improcedencia, la desechará, notificado esto al interesado. 

-Si la demanda es admitida, se emplazará a la parte demandada para que, en un 

plazo no mayor de 30 días conteste la demanda; y dará vista a las otras partes 

involucradas para que, en el mismo plazo, manifiesten lo a que a su derecho 

convenga. 

-Si no contesta dentro del plazo de ley, los hechos relatados en la demanda se 

presumen ciertos a menos que se pruebe lo contrario. 

-Transcurrido el plazo para la contestación de la demanda. se señalará día y hora 

para la celebración de la audiencia de ofrecimiento y desahogo de pruebas y 

alegatos. que tendrá lugar dentro de los 30 días siguientes. 

-Las partes pueden ofrecer cualquier tipo de pruebas. salvo la de posiciones y las 

que sean contrarias al derecho o no guarden relación con el problema planteado. 

Así mismo. el Ministro instructor está facultado para allegarse cualquier prueba 

que estime necesaria. o bien. para requerir a las partes los informes o 

aclaraciones que estime pertinentes para la mejor resolución del asunto. 
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-Ya en la audiencia, el Ministro instructor recibirá en orden las pruebas y, 

seguidamente, los alegatos de las partes. 

-Una vez celebrada la audiencia, el Ministro instructor elaborará un proyecto de 

sentencia, que someterá a la consideración del Pleno de la Suprema Corte para 

su discusión y resolución . 

Plazos 

Plazos para interponer la demanda: 

-Tratándose de actos concretos (algo que haya hecho la autoridad) , se tienen 30 

días contados a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación 

del acto que se impugne; de aquel en que el promovente haya tenido 

conocimiento de él o de su ejecución; o de aquel en que el actor se ostente 

sabedor del mismo. 

-En caso de normas generales (leyes), el cómputo será de 30 días contados a 

partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o del día siguiente a aquel en 

que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la 

controversia . 

-Cuando se trate de los conflictos de límites distintos de los previstos en el artículo 

73, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 

computo será de 60 días contados a partir de la entrada en vigor de la norma 

general o de la realización del acto que los origine. 
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Efectos de la sentencia 

-La sentencia podrá tener efectos generales cuando: 

-Se haya promovido en contra de una norma de carácter general, o sea, una ley o 

un tratado internacional. 

- Cuando se trate de uno de los siguientes asuntos: 

·Una controversia suscitada entre el Poder Ejecutivo Federal y el Congreso de la 

Unión, cualquiera de sus Cámaras o la Comisión Permanente; 

·Una controversia plateada entre dos poderes de un mismo Estado; 

·Una controversia surgida entre dos órganos de gobierno del Distrito Federal; 

·Una controversia promovida por la Federación en contra de un Estado o 

Municipio; o bien, 

·Una controversia promovida por una Estado en contra de uno de sus Municipios. 

- Es indispensable que la resolución, cuente con el voto favorable de, cuando 

menos, ocho Ministros. 

-En todos los demás casos, la sentencia producirá efectos únicamente entre las 

partes. 

2.1.4. FACULTAD INVESTIGADORA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DE LA NACIÓN. 

Esta facultad se ejercerá cuando la SCJN así lo estime conven iente o lo pidiere el 

Ejecutivo Federal o alguna de la cámaras del Congreso de la Unión, o el 

116 



gobernador de algún Estado, únicamente para que averigüe algún hecho o 

hechos que constituyan una grave violación de alguna garantía individual. 

Para realizar la investigación, la Suprema Corte de Justicia de la Nación puede 

nombrar: 

°A alguno o algunos de sus miembros; 

°A algún Juez de Distrito o Magistrado de Circuito; o, 

oDesignar uno o varios comisionados especiales. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación está facultada para practicar de oficio 

la averiguación de algún hecho que constituyan la violación del voto público, pero 

sólo en los casos en que a su juicio pudiera ponerse en duda la legalidad de todo 

el proceso de elección de alguno de los Poderes de la Unión. Los resultados de la 

investigación se harán llegar oportunamente a los órganos competentes. 

2.1.5. SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA ELECTORAL. 

2.1.5.1. JUICIO DE REVISIÓN CONSTITUCIONAL ELECTORAL 

Materia de impugnación 

Este juicio procederá para impugnar actos o resoluciones de las autoridades 

competentes de las entidades federativas para organizar y calificar los comicios 

locales o resolver las controversias que surjan durante los mismos, siempre y 

cuando se cumplan los requisitos siguientes: 

·Que sean definitivos y firmes; 

·Que violen algún precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 
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·Que la violación reclamada pueda resultar determinante para el desarrollo del 

proceso electoral respectivo o el resultado final de las elecciones; 

·Que la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los 

plazos electorales; 

·Que la reparación sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente 

fijadas para la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios 

electos; y 

·Que se hayan agotado en tiempo y forma todas la instancias previas establecidas 

por las leyes. 

Sujetos legitimados 

El juicio sólo podrá ser promovido por los partidos políticos a través de sus 

representantes legítimos. 

Procedimiento 

'La autoridad electoral que reciba el escrito por el que se promueva el juicio lo 

remitirá de inmediato a la Sala Superior del Tribunal Electoral, junto con sus 

anexos, el expediente completo en que se haya dictado el acto o resolución 

impugnado y el informe circunstanciado. 

·Durante un plazo de setenta y dos horas, el o los terceros interesados podrán 

formular por escrito los alegatos que consideren pertinentes, mismos que deberán 

ser enviados a la mayor brevedad posible a la Sala Superior del Tribunal Electoral. 

'En el juicio no se podrá ofrecer o aportar prueba alguna, salvo en los casos 

extraordinarios de pruebas supervenientes, cuando éstas sean determinantes para 

acreditar la violación reclamada . 

'Recibida la documentación antes mencionada, el Presidente de la Sala turnará de 
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inmediato el expediente al magistrado electoral que corresponda. 

-El magistrado formulará un proyecto de sentencia, y lo someterá a consideración 

de la Sala. 

Plazos 

Los medios de impugnación deberán presentarse dentro de los cuatro días 

contados a partir del día siguiente a aquél en que se tenga conocimiento del acto o 

resolución impugnado, o se hubiese notificado de conformidad con la ley aplicable. 

Efectos de la sentencia 

Las sentencias que resuelvan el fondo del juicio, podrán tener los efectos 

siguientes: 

-Confirmar el acto o resolución impugnado; y 

-Revocar o modificar el acto o resolución impugnado y, consecuentemente, 

proveer lo necesario para reparar la violación constitucional haya cometido. 

2.1.5.2. JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLíTICO 

ELECTORALES DE LOS CIUDADANOS 

Materia de Impugnación 

Este juicio procede contra presuntas violaciones a los derechos de votar y ser 

votado en las elecciones populares, de asociarse individual y libremente para 

tomar parte en forma pacífica en los asuntos políticos y afiliarse libre e 

individualmente a los partidos políticos. 
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Sujetos legitimados 

-El ciudadano que estime violados sus derechos, por sí mismo y en forma 

individual; o, 

-El representante legítimo de la organización o agrupación política agraviada, 

cuando se hubieren asociado varios ciudadanos para tomar parte en forma 

pacífica en asuntos políticos. 

Procedimiento 

-La autoridad que reciba un medio de impugnación, de inmediato deberá hacerlo 

del conocimiento público mediante cédula que durante un plazo de 72 horas se fije 

en los estrados respectivos o cualquier otro medio que garantice fehacientemente 

la publicidad del escrito. 

-Dentro de las 24 horas siguientes al vencimiento del plazo anterior, la autoridad 

responsable deberá remitir al órgano competente del Instituto o a la Sala del 

Tribunal Electoral: 

- El escrito original mediante el cual se presenta el medio de impugnación, las 

pruebas y demás documentación que se haya acompañado al mismo 

-La copia del documento en que conste el acto o resolución impugnado y la demás 

documentación relacionada y pertinente que obre en su poder. 

-En su caso, los escritos de los terceros interesados y coadyuvantes, las pruebas 

y la demás documentación que haya acompañado a los mismos. 

El informe circunstanciado 

Cualquier otro documento que estime necesario para la resolución del asunto. 

-Recibida la documentación antes mencionada, el Presidente de la Sala turnará de 
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inmediato el expediente a un magistrado electoral, quien tendrá la obligación de 

revisar que el escrito del medio de impugnación reúna todos los requisitos que 

señala la ley. 

-Si el medio de impugnación reúne todos los requisitos establecidos por la ley de 

la materia, el magistrado electoral dictará el auto de admisión que corresponda; 

una vez substanciado el expediente y puesto en estado de resolución, se 

declarará cerrada la instrucción pasando el asunto a sentencia. 

-Cerrada la instrucción, el magistrado electoral procederá a formular el proyecto de 

sentencia de sobreseimiento o de fondo, según sea el caso, y lo someterá a la 

consideración de la Sala. 

Plazos 

Los medios de impugnación deberán presentarse dentro de los cuatro días 

contados a partir del día siguiente a aquél en que se tenga conocimiento del acto o 

resolución impugnado, o se hubiese notificado de conformidad con la ley aplicable. 

Efectos de la sentencia 

Las sentencias que resuelvan el fondo del juicio para la protección de los derechos 

político-electorales del ciudadano, serán definitivas e inatacables y podrán tener 

los siguientes efectos: 

-Confirmar el acto o resolución impugnado, y 

-Revocar o modificar el acto o resolución impugnado y restituir al promovente en el 

uso o goce del derecho político-electoral que le haya sido violado 
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2.1.6- JUICIO POLíTICO 

Procedencia 

-Es procedente el juicio político cuando los actos u omisiones de los servidores 

públicos, redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su 

buen despacho. 

-No procede el juicio político por la mera expresión de ideas. 

Podrán ser sujetos del juicio político: 

-Los Senadores y Diputados del Congreso de la Unión 

-Los Ministros de la S.C.J .N 

-Los Consejeros de la Judicatura Federal 

-Los Secretarios de Despacho 

-Los Jefes de Departamento Administrativo 

-Los Diputados de la Asamblea del Distrito Federal 

-El Jefe de Gobierno del Distrito Federal 

-El Procurador General de la República 

-El Procurador General de Justicia del Distrito Federal 

-Los Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito 

-Los Magistrados y Jueces del fuero común del Distrito Federal 

-Los Consejeros de la Judicatura del Distrito Federal 

-El Consejero Presidente 

-Los Consejeros Electorales 

-El Secretario Ejecutivo del IFE 
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oLas Magistrados del Tribunal Electoral, 

oLas Directores Generales y sus equivalentes de los organismos descentralizados, 

empresas de participación estatal mayoritaria, sociedades y asociaciones 

asimiladas a éstas y fideicomisos públicos. 

oLas Gobernadores de los Estados, los Diputados locales y los Magistrados de los 

Tribunales locales, podrán ser sujetos del juicio político por violaciones graves a la 

Constitución y a las Leyes Federales que de ella emanen, así como por el manejo 

indebido de fondos y recursos federales. 

Procedimiento 

La determinación del juicio se sujetará al siguiente procedimiento: 

oEI escrito de denuncia podrá ser presentando por cualquier ciudadano, y deberá 

presentarse ante la Oficialía Mayor de la Cámara de Diputados y ratificarse ante 

ella dentro de los tres días siguientes a su presentación. 

oUna vez ratificado el escrito la Oficialía Mayor lo turnará a la Subcomisión de 

Examen Previo de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos 

Constitucionales y de Justicia, para la tramitación correspondiente. 

oLa Subcomisión de Examen Previo procederá, en un plazo no mayor de 30 días 

hábiles, a determinar si el denunciado se encuentra entre los servidores públicos 

que pueden ser sujetos de un juicio político, así como si la denuncia contiene los 

elementos de prueba que justifiquen que la conducta que se le imputa redunda en 

perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho, y si los 

propios elementos de prueba permiten presumir la existencia de la infracción y la 

probable responsabilidad . En caso contrario la Subcomisión desechará de plano la 
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denuncia presentada. 

-Dentro de los 3 días naturales siguientes a la ratificación de la denuncia, la 

Sección Instructora informará al denunciado sobr~ la materia de la denuncia y que 

deberá, a su elección, comparecer o informar por escrito, dentro de los siete días 

naturales siguientes a la notificación. 

-La Sección Instructora abrirá un período de pruebas de 30 días naturales dentro 

del cual se recibirán las pruebas que ofrezcan el denunciante y el servidor 

público, así como las que la propia Sección estime necesarias; este término podrá 

ser ampliado en la medida que resulte estrictamente necesario. 

-Terminada la instrucción del procedimiento, se pondrá el expediente a la vista del 

denunciante, por un plazo de 3 días naturales, y por otros tantos a la del servidor 

público y sus defensores, a fin de que tomen los datos que requieran para formular 

alegatos, que deberán presentar por escrito dentro de los 6 días naturales 

siguientes. 

-Transcurrido el plazo para la presentación de alegatos, se hayan o no entregado 

éstos, la Sección Instructora formulará sus conclusiones en vista de las 

constancias del procedimiento. 

-Una vez emitidas las conclusiones, la Sección Instructora las entregará a los 

Secretarios de la Cámara de Diputados para que den cuenta al Presidente de la 

misma, quien anunciará que dicha Cámara debe reunirse y resolver sobre la 

imputación, dentro de los 3 días naturales siguientes, lo que se hará saber al 

denunciante y al servidor público denunciado para que aquel se presente por sí y 

éste lo haga personalmente, asistido de su defensor, a fin de que aleguen lo que 

convenga a sus derechos. 
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·Posteriormente la Cámara de Diputados se erigirá en órgano de acusación. Si la 

Cámara resolviese que no procede acusar al servidor público, éste continuará en 

el ejercicio de cargo. En caso contrario, se le pondrá a disposición de la Cámara 

de Senadores, a la que se remitirá la acusación, designándose una comisión de 

tres diputados para que sostengan aquélla ante el Senado. 

·Recibida la acusación en la Cámara de Senadores, está la turnará a la Sección 

de Enjuiciamiento, la que emplazará a la Comisión de Diputados encargada de la 

acusación y a su defensor para que presenten sus alegatos dentro de los 5 días 

naturales siguientes al emplazamiento . 

• Transcurrido el plazo anterior, la Sección de enjuiciamiento formulará sus 

conclusiones en vista de las consideraciones hechas en la acusación y en los 

alegatos formulados, proponiendo la sanción que en su concepto deba imponerse 

al servidor público y expresando los preceptos legales en que se funde. Emitidas 

las conclusiones, la Sección las entregará a la Secretaría de la Cámara de 

Senadores. 

·Recibidas las conclusiones, por la Secretaría de la Cámara, su Presidente 

anunciará que debe erigirse en Jurado de Sentencia dentro de las 24 horas 

siguientes a la entrega de dichas conclusiones, debiendo citar a la Comisión de 

Diputados, al acusado y a su defensor. 

·Ya en la audiencia, la Secretaría dará lectura a la conclusiones formuladas por la 

Sección de Enjuiciamiento, se concederá la palabra a la Comisión de Diputados, al 

servidor público o a su defensor, y retirados el servidor y su defensor, 

permaneciendo los diputados en la sesión se procederá a discutir y a votar las 

conclusiones, el Presidente hará la declaratoria correspondiente. 
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Efectos de la sentencia 

-La destitución del servidor público, 

-Podrá también imponerse la inhabilitación para desempeñar funciones, empleos, 

cargos o comisiones de cualquier naturaleza en el servicio público desde uno 

hasta veinte años. 

2.1.7. PROCEDIMIENTO ANTE LOS ORGANISMOS PROTECTORES DE LOS 

DERECHOS HUMANOS 

Sujetos legitimados 

·Cualquier persona que haya sufrido alguna violación a sus derechos humanos. 

·Cuando los interesados estén privados de su libertad o se desconozca su 

paradero, los hechos se podrán denunciar por los parientes o vecinos de los 

afectados, inclusive menores de edad. 

·Las organizaciones no gubernamentales podrán denunciar la violación respecto 

de personas que por sus condiciones físicas, mentales, económicas y culturales, 

no tenga capacidad efectiva de presentar quejas de manera directa. 

Procedimiento 

·La instancia respectiva deberá presentarse por escrito; en casos urgente podrá 

formularse por cualquier medio de comunicación electrónica . Deberá ratificarse 

dentro de los 3 días siguientes a su presentación, si el quejoso no se identifica y la 

suscribe en un primer momento. Si los quejosos se encuentran recluidos, sus 

escritos deberán ser transmitidos sin demora por los encargados de dichos 

centros. 
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-La Comisión Nacional debe poner a disposición de los reclamantes formularios 

que faciliten el trámite. 

-En el supuesto de que los quejosos no puedan identificar a las autoridades o 

servidores públicos, cuyos actos u omisiones consideren haber afectado sus 

derechos fundamentales, la instancia será admitida, si procede, bajo la condición 

de que se logre dicha identificación en la investigación posterior de los hechos. 

-Una vez admitida la instancia, deberá ponerse en conocimiento de las 

autoridades señaladas como responsables utilizando en casos de urgencia 

cualquier medio de comunicación electrónica. 

-En la misma comunicación se les solicitará que rindan un informe sobre los actos, 

omisiones o resoluciones que se les atribuyan, el cual deberá ser presentado 

dentro de un plazo máximo de 15 días naturales y por los medios que sean 

convenientes, de acuerdo con el caso. En situaciones urgentes dicho plazo podrá 

ser reducido. 

-El Visitador General tendrá la facultad de solicitar en cualquier momento a las 

autoridades competentes, que se tomen las medidas precautorias necesarias para 

evitar la consumación irreparable de las violaciones denunciadas, o la producción 

de daños de difícil reparación . 

-Las pruebas que se presenten, tanto por los interesados como por las 

autoridades a los que se les imputen las violaciones, o bien que la Comisión 

Nacional requiera y recabe de oficio , serán valoradas en su conjunto por el 

Visitador General. 

-Concluida la investigación, el Visitador General formulará un proyecto de 

Recomendación, o acuerdo de no responsabilidad en los cuales se analizarán los 
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hechos, los argumentos y pruebas, así como los elementos de convicción y las 

diligencias practicadas, a fin de determinar si las autoridades han violado o no los 

derechos humanos de los afectados 

oEn dicho proyecto, se señalarán las medidas que procedan para la efectiva 

restitución de los afectados en sus derechos fundamentales, y si procede en su 

caso, para la reparación de los daños y perjuicios que se hubiesen ocasionado. 

Los proyectos antes referidos serán sometidos al Presidente de la Comisión 

Nacional para su consideración final. 

oEn caso de que no se comprueben las violaciones de derechos humanos 

imputadas, la Comisión Nacional dictará acuerdo de no responsabilidad . 

Plazos 

oLa queja sólo podrá presentarse dentro del plazo de un año, a partir de que se 

hubiera iniciado la ejecución de los hechos que se estimen violatorios, o de que el 

quejoso hubiere tenido conocimiento de los mismos. 

o Tratándose de infracciones graves a los derechos humanos, la Comisión Nacional 

podrá ampliar dicho plazo mediante una resolución razonada 

oNo contará plazo alguno cuando se trate de hechos que por su gravedad puedan 

ser considerados violaciones de lesa humanidad. 

Efectos de la resolución 

oLa Recomendación será pública y autónoma; 

°No tendrá carácter imperativo para la autoridad, en consecuencia , no podrá por sí 

misma anular, modificar o dejar sin efecto las resoluciones o actos contra los 

cuales se hubiese presentado la queja o denuncia. 
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3. QUÉ MEDIO PARA QUÉ DERECHO. 

Tratar de establecer una conexión entre cada uno de los derechos sociales (ni 

siquiera de los que aquí se han tratado) y los mecanismos procesales para la 

defensa de la Constitución, sería un esfuerzo que, además de resultar reiterativo 

(pues se expuso, para cada medio, su materia y procedencia) resultaría 

exhaustivo y quizá vano, pues en cada uno de los procedimientos tendría, en su 

momento, que definirse la procedencia para defender cualquiera de los derechos, 

como, de hecho, en la práctica ha venido sucediendo. 

Lo importante a considerar es haber dejado establecido que la Constitución cuenta 

con un catálogo amplio de medios de defensa, pues al margen de los expuestos, 

(que son eminentemente procesales) se encuentran otros como la división de 

poderes, la participación de los grupos sociales y de los partidos políticos, la 

regulación de los recursos económicos y financieros, los principios jurídicos de la 

supremacía constitucional y el procedimiento dificultado de reforma, que permiten 

darles la efectividad de normas jurídicas a los derechos sociales, pues lo son. Al 

estar establecidos constitucionalmente y encontrarse tan presentes histórica e 

ideológicamente en nuestra teoría constitucional, estos derechos adquieren,vía 

los mecanismos procesales descritos, plena vigencia. 

Otra cosa muy importante es romper el paradigma de que el juicio de amparo es el 

único medio para proteger los derechos individuales o sociales, pues como quedó 

demostrado, al menos en lo que al derecho a la información se refiere , otros 
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medios pueden ser utilizados para defender los derechos fundamentales. Me 

viene a la mente un ejemplo más que, aunque no se trata , propiamente, de un 

derecho social, si sirve para ejemplificar lo anterior. Se trata de la Acción de 

Inconstitucionalidad 10/2000.121 

Este asunto tuvo su origen en las reformas y adiciones realizadas por la Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal al Código Penal y de Procedimientos Penales para 

el Distrito Federal, que regulan algunos aspectos relacionados con el delito de 

aborto. Pero lo destacable, para los efectos de este trabajo, resulta que en este 

asunto se analizó el derecho a la vida, quizá el más fundamental de los derechos, 

en un medio de control diverso al amparo. La Corte estableció en dicha sentencia, 

entre otras cosas, que la protección de la vida del producto de la concepción se 

deriva tanto de los preceptos constitucionales 10, 14 Y 123, como de los tratados 

internacionales suscritos por México y las leyes federales y locales. Con lo que 

inició, a nuestro parecer, un modo diverso de interpretación constitucional que 

permite al intérprete recurrir a otros ordenamientos como los tratados 

internacionales, constituyendo lo que en otras latitudes 122 se conoce en doctrina 

como Bloque de Constitucionalidad. 

Como señalaba, lo destacable consiste en señalar la importancia que tiene el 

conocer los mecanismos procesales para la defensa de la Constitución para poder 

utilizarlos en defensa de los derechos sociales. A mayor insistencia ante la 

'" Un est udio pormenori zado de la sentenc ia en cOI11~ nto se puede consultar ~n Ordo rk/. Jorge . "Derecho a la 
vida y Accion de Inconstit uc iona lidad··. Derecho Procesa l Constituciona l. op. cil. Nota 7':0 . 
' ~l J.c. Espa ~a . 
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jurisdicción constitucional y mejores argumentos constitucionales se esgriman a 

favor de la defensa de los derechos sociales, estos tendrán mayor efectividad. Ese 

es, a nuestro entender, el único camino viable, con los elementos que cuenta 

actualmente nuestro orden jurídico nacional. Y aunque quizá valiera la pena 

referirse al amparo agrario como un mecanismo particular de defensa de los 

derechos sociales; ello también rebasaría la intención del presente trabajo, que no 

es otra sino proponer algunos mecanismos que actualmente están fuera de 

nuestro orden jurídico (al menos de manera específica y clara) para mejorar la 

efectividad de estos derechos. 

4. PROPUESTAS PARA UNA EFECTIVA PROTECCiÓN DE LOS DERECHOS 
SOCIALES. 

Habrá que iniciar este apartado señalando nuevamente que, amen de la dificultad 

que tiene precisar al sujeto o sujetos específicos de los derechos sociales -su 

alcance y contenido en muchos de los casos y la ideología generada a su 

alrededor, que viene a ser un lastre más para su efectividad- nos encontramos 

con las barreras que el orden jurídico ya tiene para el efectivo acceso a la justicia 

en defensa de estos derechos: la legitimación para actuar (tanto en el amparo 

como en las acciones de inconstitucionalidad y las controversias constitucionales), 

el concepto de autoridad responsable y el de agravio personal y directo para 

efectos del juicio de amparo, entre tantas otras. 

Lo cierto es que todo el ímpetu que la doctrina mexicana le imprimió a destacar las 

bondades del Derecho Social quedó nulificado por la poca eficacia que han tenido 
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estos en la vida real,123 y que, como señalamos en un inicio, se requieren 

mecanismos eficaces para la protección de estos derechos. 

La primera de las propuestas que ofrecemos para lograr esto, pasa por una 

mejora en los mecanismos procesales de defensa de la Constitución que ya 

hemos expuesto. Pero intentar siquiera abarcar lo que en materia de mejoras se 

puede proponer, digamos, tan solo para el juicio de amparo, excedería toda 

posibilidad de exposición en un trabajo como este. Por tanto, abandonando 

propuestas tales como la disminución del porcentaje necesario en las legislaturas 

para acudir a la Acción de Inconstitucionalidad, la ampliación del concepto norma 

general en este medio de control constitucional y tantas otras que podrían 

proponerse, tendremos que acotarnos a proponer un par de ellas, a nuestro juicio 

suficientes apenas para abrir el camino planteado de la defensa efectiva de los 

derechos sociales, pero quizá las más necesarias y urgentes. Ya no hablaremos, 

por supuesto, de la defensa de los derechos derivados de los intereses colectivos 

Y difusos, que serían igualmente materia de otro trabajo. 

4.1. La transformación en el juicio de amparo del interés jurídico en interés 

simple. 

De tal suerte, la primera de las propuestas tiene que ver con la transformación 'del 

interés jurídico que exige actualmente nuestro juicio de amparo en interés simple . 

Pero para dilucidar la connotación que en la doctrina tiene el concepto de interés 

1)1 Corno una excesiva y última referencia. cabría citar el derecho al salario minimo. que abierta y 
descaradamente contraría el texto de la Constitución: "Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes 
para satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia. en el orden material. socia l y cultural. y para 
proveer a la educación obligatoria de los hijos." Articulo 123. apartado A. fracción VI. párrafo segundo. Sólo 
como referencia: el salario mínimo vigente no rebasa los cincuenta pesos ($4~.24.) 

132 



legitimo debemos ubicar primero la diversa adjetivación del sustantivo interés. 

4.1.1. Interés, interés simple, interés jurídico e interés legítimo. 

El interés, nos dice Porras Nadales 124 es una noción prejurídica, una noción poco 

precisa que, según lo indica el Diccionario de la Lengua Española, connota, en 

esencia, una inclinación del ánimo hacia algo que se considera importante. De lo 

anterior puede inferirse que el concepto de "interés" revela una relación entre un 

sujeto y un objeto por la que se pretende obtener un beneficio o evitar algún 

perjuicio. 

Esta noción prejurídica del concepto interés, está estrechamente vinculada con 

dos de los fines más importantes del derecho: la protección de los intereses que 

sirven para satisfacer las necesidades fundamentales de todos los miembros de la 

comunidad y la eliminación del uso de la fuerza en la resolución de los conflictos 

de intereses a través del establecimiento de mecanismos y procedimientos 

adecuados para ello. 

La liga que normalmente se da entre unos intereses y otros, que puede ir desde la 

indiferencia hasta el conflicto, requiere de armonización entre unos y otros, de 

prevalencias entre ellos, y de mecanismos que resuelvan los conflictos que se 

susciten por su causa. Es precisamente tarea del derecho reconocer, delimitar y 

proteger los intereses reconocidos por el orden jurídico y diseñar los mecanismos 

y procedimientos, a través de los cuales se señale qué intereses deben ser 

114 " Derechos e inlereses. Problel11 as de Icrcera generación". Rel 'üla del C~IIII'II de F.III/d;os COI/SI;l l/c ;o // a/('s . 
núm . 10. Madrid. I qq 1. p. 222 
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satisfechos con prioridad a otros, qué relación valorativa de utilidad entre un sujeto 

y un objeto debe ser reconocida por el ordenamiento. Las normas jurídicas 

constituyen la regulación objetiva por la cual se resuelven los conflictos de 

intereses sin el uso de la fuerza. 

De esta manera, al ser acogida por el derecho, la concepción de interés se define 

como una situación jurídico subjetiva, en la cual se atiende primordialmente a la 

posición del sujeto que realiza la valoración implícita en el concepto de interés, 

respecto del objeto de este reconocido por la norma jurídica. El interés así 

concebido será un interés jurídicamente protegido, un interés jurídico. En el fondo, 

dice Lorenzo-Mateo Bujosa Vadell. 125 el interés es la conexión de utilidad entre 

sujeto y bien. 

Por consiguiente, puede entenderse que el interés jurídico es la satisfacción 

particular de una necesidad reconocida con carácter general por la norma. De tal 

manera que la locución interés jurídico adquiere, bajo esa connotación , dos 

acepciones fundamentales: por una parte, la de ser una pretensión reconocida por 

el ordenamiento y, por la otra, la de ser una pretensión que intenta tutelar un 

derecho subjetivo mediante el ejercicio de la acción jurisdiccional. 

En las situaciones subjetivas de poder se dan diversos grados de 

perfeccionamiento. En primer lugar, están aquellas situaciones que derivan de una 

protección directa de la norma. En segundo lugar, la protección puede no ser 

directa y en tal caso nos encontramos con una definición novedosa en el campo 

l2S La pro/e('ciánjurisJiccional de los intereses J .. gr/lpo. José Ma. Bosch editor. Barcelona. 1995. p. 27 . 
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del derecho: la figura del interés legítimo. 

Existen normas jurídicas (las que no han sido inmediatamente dictadas para la 

tutela de intereses individuales, como es el caso de los derechos sociales) cuya 

violación no comporta simultáneamente la violación de un derecho subjetivo 

Puede haber gobernados para los que la observancia o no de las normas de 

acción por parte de la Administración pública "resulte ventaja o desventaja de 

modo particular respecto a los demás". Esto puede ocurrir por dos razones: en 

primer lugar, puede ser el resultado de la particular posición de hecho en que uno 

o algunos ciudadanos se encuentren, que los hace más sensibles que otros frente 

a un determinado acto administrativo (caso evidente de los sujetos que protege el 

derecho social); en segundo lugar, puede ser el resultado de que ciertos 

particulares sean los destinatarios del acto administrativo que se discute. 

De todo esto resulta que ciertos gobernados pueden tener un interés cualificado 

respecto de la legalidad de determinados actos administrativos. En cuanto a que 

estos intereses legítimos tienen relevancia jurídica hay acuerdo no solamente 

doctrinal, sino ideológico y constitucional. Por tanto, la tutela de los mismos es de 

suma importancia para el orden jurídico. en atención a que el adecuado 

funcionamiento del ordenamiento jurídico radica en el grado de eficacia que las 

normas que lo integran tengan en él. 

De lo anterior se puede concluir que existe interés legítimo. en concreto en 

Derecho Constitucional. cuando una conducta administrativa determinada es 

susceptible de causar un perjuicio o generar un beneficio en la situación fáctica del 
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interesado, tutelada por el Derecho, siendo así que éste no tiene un derecho 

subjetivo a impedir esa conducta o a imponer otra distinta, pero sí a exigir de la 

administración y a reclamar de los Tribunales la observancia de las normas 

jurídicas cuya infracción pueda perjudicarle. En tal caso, el titular del interés está 

legitimado para intervenir en el procedimiento correspondiente y para recurrir o 

actuar como parte en los procesos judiciales relacionados con el mismo, al objeto 

de defender esa situación de interés. 

El concepto de interés legítimo que en el Derecho privado tiene diversas 

significaciones, adquiere, sin embargo, una gran importancia en el Derecho 

público. Su gradual reconocimiento y la ampliación de su esfera material 

constituyen uno de los testimonios más relevantes de la fuerza expansiva del 

Estado de Derecho. Hace poco más de dos siglos, sólo eran jurídicamente 

oponibles frente al Poder unos pocos derechos patrimoniales. El 

constitucionalismo liberal, la concepción del nuevo derecho a que Radbruch se 

refería, la situación social de las personas, la Constitución de 1917, etc., dieron un 

paso decisivo al tutelar los derechos que la propia Constitución reconocen a los 

seres humanos en general, o bien a cierto tipo de ciudadano. 

La actuación administrativa, aun cuando no esté obligada a atender a específicos 

derechos subjetivos, es susceptible de causar perjuicios o privar de beneficios a 

terceros. Naturalmente, para interponer dicho recurso no podia exigirse la 

titularidad de un derecho subjetivo afectado, al ser inexistente, por lo que se exigió 

un interés legítimo y personal en el proceso, es decir, una relación directa entre la 

situación fáctica del recurrente (siempre que no fuera contraria a Derecho) y el 
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objeto de la impugnación. De esta manera se facilitaba un medio de protección de 

los intereses individuales y, al tiempo, una vía , accionada por aquéllos, para la 

defensa de la legalidad objetivo. 

Conviene distinguir, sin embargo, entre el aspecto sustancial del interés legítimo y 

sus consecuencias procesales. Desde el primer punto de vista, es una situación 

fáctica protegida por el ordenamiento, que consiste en el derecho, por genérico 

que sea, a no sufrir un perjuicio (o ser privado de un beneficio) ilegalmente. Esta 

situación puede ser individualizada, pero también puede ser de grupo o colectiva. 

El interés legítimo afectado de manera específica o cualificada, confiere a su titular 

un derecho reaccional para impugnar ese acto, al igual que le confiere, en los 

términos que la ley establece, un derecho de intervención en los procedimientos 

que le afectan y, si se funda en una situación jurídica individualizada, la facultad 

de exigir, en vía procesal constitucional, su reconocimiento y su respeto o 

restablecimiento. 

En atención a ello, se debe expresar que, entendido como pretensión que intenta 

tutelar un derecho subjetivo mediante el ejercicio de la acción jurisdiccional, el 

interés legitimo había sido reconocido en la jurisprudencia de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación equiparándolo únicamente con el concepto de interés jurídico 

definido como derecho subjetivo. Así se señala en la tesis cuyos datos de 

publicación, rubro y texto son los siguientes: 126 

!lO Otros precedentes pueden consultarse en Ferrer Mac-Gregor, Eduardo . .llIicio de Amparo e inlerés 
legítimo: lu IlIlelu de los derechll.f dij;'sos.r coleclil'Os. Breviarios jurídicos nlim . 9. Pornia. México. 2003. 
Obra que se ocupa. por mucho. con mayor profundidad del tema del interés legítimo. con re ferencias prec isas 
al orden jurídico mexicano y particularmente al juicio de amparo. 
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Séptima Época 

Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo: 37 Primera Parte 

Página: 25 

\ 

( 

INTERES JURIDICO. INTERES SIMPLE y MERA FACULTAD. CUANDO 

EXISTEN. El interés juridico, reputado como un derecho reconocido 

por la ley, no es sino lo que la doctrina jurídica conoce con el nombre 

de derecho subjetivo, es decir, como facultad o potestad de exigencia, 

cuya institución consigna la norma objetiva del derecho. En otras 

palabras, el derecho subjetivo supone la conjunción en esencia de 

dos elementos inseparables, a saber: una facultad de exigir y una 

obligación correlativa traducida en el deber juridico de cumplir dicha 

exigencia, y cuyo sujeto, desde el punto de vista de su indole, sirve de 

criterio de clasificación de los derechos subjetivos en privados 

(cuando el obligado sea un particular) y en públicos (en caso de que la 

mencionada obligación se impute a cualquier órgano del Estado). Por 

tanto, no existe derecho subjetivo ni por lo mismo interés juridico, 

cuando la persona tiene sólo una mera facultad o potestad que se da 

cuando el orden juridico objetivo solamente concede o regula una 

mera actuación particular, sin que ésta tenga la capacidad, otorgada 

por dicha orden, para imponerse coercitivamente a otro sujeto, es 

decir, cuando no haya un "poder de exigencia imperativa"; tampoco 

existe un derecho subjetivo ni por consiguiente interés juridico, 

cuando el gobernado cuenta con un interés simple, lo que sucede 

cuando la norma juridica objetiva no establezca en favor de persona 

alguna ninguna facultad de exigir, sino que consigne solamente una 

situación cualquiera que pueda aprovechar algún sujeto, o ser 

benéfica para éste, pero cuya observancia no puede ser reclamada por 

el favorecido o beneficiado, en vista de que el ordenamiento juridico 

que establezca dicha situación no le otorgue facultad para obtener 

coactivamente su respeto. Tal sucede, por ejemplo, con las leyes o 

reglamentos administrativos que prohiben o regulan una actividad 

genérica, o que consagran una determinada situación abstracta en 
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beneficio de la colectividad. Si el estatuto legal o reglamentario es 

contravenido por algún sujeto, porque su situación particular discrepa 

o no se ajusta a sus disposiciones, ninguno de los particulares que 

obtenga de aquél un beneficio o derive una protección que pueda 

hacer valer tal discrepancia o dicho desajuste por modo coactivo, a no 

ser que el poder de exigencia a la situación legal o reglamentaria se le 

conceda por el ordenamiento de que se trate. Por tanto, si cualquiera 

autoridad del Estado determina el nacimiento de una situación 

concreta, que sea contraria a la primera, desempeñando un acto 

opuesto o no acorde con la ley o el reglamento respectivo, es a esa 

misma autoridad o a su superior jerárquico a los que incumbe poner 

fin a dicha contrariedad o discordancia, revocando o nulificando, en 

su caso, el acto que las haya originado, pues el particular sólo puede 

obtener su revocación o invalidación cuando la ley o el reglamento de 

que se trate le concedan "el poder de exigencia" correspondiente. 

Amparo en revisión 2747/69. Alejandro Guajardo y otros (acumulados). 

18 de enero de 1972. Unanimidad de diecinueve votos. Ponente: Abel 

Huitrón. 

Como puede verse, la Suprema Corte de Justicia de la Nación diferenció algunas 

adjetivaciones del interés jurídico precisando su naturaleza y alcances, definió lo 

que se debe entender por interés simple y mera facultad y con ello sentó las bases 

de la legitimación procesal en el juicio de amparo. Por lo que puede afirmarse que 

la jurisprudencia de ese tribunal en relación al interés jurídico ha sido elabora'da, 

básicamente, en relación con la legitimación procesal con que se cuenta en el 

juicio de amparo. Así se puede observar en la génesis jurisprudencial de temas 

como el interés jurídico y el agravio personal y directo. 
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4.1.2. Ampliación de la legitimación para acudir a la controversia 

constitucional. 

Pero ha sido quizá en el campo de la controversia constitucional en el que con 

mayor fuerza se ha visto la evolución del concepto de interés jurídico, para 

trastocarse en interés legítimo. 

Como hemos expuesto, son sujetos legitimados en la controversia constitucional 

los órdenes y órganos señalados en la fracción I del artículo 105 constitucional. La 

enumeración contenida en este artículo es, según la opinión de muchos, 

absolutamente taxativa. Es decir, limita el conocimiento de la controversia a los 

casos que se contienen en dicho artículo. 

A pesar de ello, debe mencionarse que, con la reforma constitucional de diciembre 

de 1994, fue ampliado el campo de los sujetos legitimados para interponer 

controversias constitucionales, ya que conforme al artículo 105 de la Constitución 

de 1917, las partes se limitaban a la Federación, los Estados, y los poderes 

propios de cada estado. Pero particularmente debe destacarse que, vía la 

interpretación constitucional, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha ido 

ampliando no sólo la materia de impugnación de las controversias, sino aún más, 

la legitimación para acudir a este medio de control. Así lo evidencian asuntos tales 

como la controversia sobre horario de verano y aquellos en los que se abrió la 

puerta para que las Delegaciones del Distrito Federal pudieran acudir a este medio 

de control constitucional a reclamar del jefe de Gobierno algunos actos contra los 
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que no estaban de acuerdo.m 

Ahora bien, no debe pasar desapercibido que acorde con la naturaleza de las 

controversias constitucionales, no basta el planteamiento de la inconstitucionalidad 

de los actos o disposiciones que en ella se impugnen, sino que también debe 

existir la afectación en el ámbito competencial de alguno de los entes a que 

se refiere el artículo 105, fracción I de la Constitución Federal. De tal forma 

que sólo cuando se alegue contravención a la Carta Fundamental por normas o 

actos de un órgano, poder o entidad que afecten a otro, es que podrá entrarse al 

estudio de los conceptos de invalidez que se hayan hecho valer. 128 

Sin embargo, el interés para acudir a la controversia constitucional debe ser un 

interés legítimo, el cual, a su vez, se traduce "en una afectación que resienten en 

su esfera de atribuciones las entidades poderes u órganos a que se refiere la 

fracción I del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, en razón de su especial situación frente al acto que consideren lesivo; 

dicho interés se actualiza cuando la conducta de la autoridad demandada sea 

susceptible de causar perjuicio o privar de un beneficio a la parte que promueve 

en razón de la situación de hecho en la que ésta se encuentre, la cual 

necesariamente deberá estar legalmente tutelada, para que se pueda exigir ' su 

117 Se trata de las controversias constitucionales 8/2001 y 37/2000 
128 Lo anterior lo confirma la Tesis: P./J. 83 /2001. Controversia constitucional 9 '2000. Ayuntamiento del 
Municipio de Nativitas. Estado de T1axcala. 18 de junio de 2001. Mayoría de diez votos. Disidente: José de 
Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Oiga Sánchez Cordero de García Vi llegas. Secretario: Pedro Alberto Nava 
Malagón. que aparece en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XIV. Julio de 2001. 
Página 875, muy importante para estos erectos. 
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estricta observancia ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación.,,129 

De esta manera, la jurisprudencia amplía la concepción de legitimación como 

concepto procesal, de conformidad con los conceptos que se han venido 

desarrollando en la jurisprudencia de ese tribunal, es decir, como una legalidad 

que prima la defensa de los derechos y libertades individuales por sobre cualquier 

otra cuestión que pudiera apreciarse en las controversias que resuelve. Una 

concepción que no considerara lo anterior, sería insatisfactoria en una sociedad en 

la que las necesidades comunitarias y sociales son cada vez más importantes y en 

la que los derechos que tienen las comunidades establecidas en la Constitución 

como medio de organización del Estado, (en el caso que se señala los municipios, 

pero podrían ser, por ejemplo, las comunidades indígenas o campesinas) deben 

prevalecer. 

4.1.3. El por qué de la propuesta. 

La administración ha extendido su campo de acción hacia espacios que antes 

eran privativos del individuo. Como contrapartida a esta invasión de los poderes 

públicos que, en algunas ocasiones, van en detrimento de los derechos 

individuales, la legitimación se debe ampliar para poder recurrir los actos de .Ias 

autoridades y ampliar el acceso y los medios de control de la justicia 

constitucional. 

La noción de interés directo, tal como ha sido definida por la jurisprudencia, exige 

una relación entre el acto o disposición recurrida y el sujeto que los impugnaba (al 

129 idcm. 
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menos en lo que al amparo se refiere) , de manera que la actividad administrativa 

afecte de forma particular la esfera de derechos del gobernado. Esta protección, 

que solo se extiende a lo individual, deja fuera de la fiscalización jurisdiccional 

actividades administrativas ilegales que no afectan la esfera particular del 

gobernado, al proteger únicamente derechos e intereses directos y personales, 

descuidando así la protección de otros muchos intereses, entre los que caben Iso 

protegidos por los derechos sociales. 

A pesar de los avances reseñados en materia de acceso a la justicia constitucional 

(vía la controversia constitucional), como señalábamos al inicio de este apartado 

persiste en nuestro derecho una limitante en el juicio de amparo que restringe la 

protección de los derechos que se tutelan por este medio: el interés jurídico. 

Hasta el día de hoy, la legitimación para acceder a este juicio está limitada por el 

concepto de interés jurídico. El interés jurídico consiste en la exigencia para el 

agraviado por el acto de autoridad de demostrar que se ha violado en su perjuicio 

un derecho subjetivo del cual es titular y que esa violación le afecta de manera 

personal y directa. El interés legítimo, en cambio, como hemos venido 

exponiendo, no requiere de la afectación a un derecho subjetivo, sino que 

precisa únicamente la afectación a la esfera jurídica del gobernado. 

Algunos elementos que caracterizan al interés legítimo resultan, en síntesis, los 

siguientes: 130 

DO Cossfo. José Ramón y Zaldívar Arturo, ¿Una nueva ley de amparo' 111. Cuestiones Constitucionales. 
Revista "Este País, Tendencias y Opiniones", número 124, julio de 2001 , p. 46. 
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a) No es un mero interés por la legalidad de la actuación de la autoridad sino que 

requiere la existencia de un interés personal, individual o colectivo; 

b) Está garantizado por el derecho objetivo, pero en tanto no hay potestad frente a 

otro, no da lugar a un derecho subjetivo: 

c) Debe haber una afectación a la esfera jurídica, pues en caso contrario se 

estaría ante un interés simple, en el cual no se requiere afectación alguna a la 

esfera jurídica; 

d) Los titulares tienen un interés propio distinto al de cualquier otro gobernado, 

consistente en que los poderes públicos actúen de acuerdo con el ordenamiento 

cuando con motivo de la persecución de fines de carácter general incida en el 

ámbito de ese interés propio; 

e) Se trata de un interés cualificado, actual y real y no potencial o hipotético; 

f) La anulación produce efectos positivos o negativos en la esfera jurídica del 

gobernado. 

El interés simple, en los términos que lo ha definido la Suprema Corte , "sucede 

cuando la norma jurídica objetiva no establezca en favor de persona alguna 

ninguna facultad de exigir, sino que consigne solamente una situación cualquiera 

que pueda aprovechar algún sujeto, o ser benéfica para éste , pero cuya 

observancia no puede ser reclamada por el favorecido o beneficiado. en vista de 

que el ordenamiento jurídico que establezca dicha situación no le otorgue facultad 

para obtener coactivamente su respeto ." 
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Por tanto, la propuesta de transformar el concepto de interés jurídico por el de 

interés simple, se sustenta precisamente en el concepto dado por lo Corte y, en 

adición, por las ventajas para la efectividad de derechos como los sociales o los 

difusos y colectivos que esto tendría . 

Aceptar que pueda acudir al juicio constitucional una persona en cuyo favor, como 

ha dicho la Corte, la norma jurídica objetiva consigne solamente una situación 

cualquiera que pueda aprovecharle, o serie benéfica, significa, a nuestro parecer, 

que pueda aprovechar y hacer efectivo un derecho imperfectamente regulado por 

las normas jurídicas, pues si se trata de un beneficio, obviamente se tratará de un 

derecho. 

Esto quizá quede más claro con el siguiente ejemplo: la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 4°, establece lo que es 

indudablemente un derecho en favor de los niños: el derecho a la satisfacción de 

sus necesidades de alimentación. Sin embargo, la forma objetiva en la que este 

derecho puede transformarse en realidad para, por ejemplo, los llamados niños de 

la calle, es, a nuestro parecer, el que una persona cualquiera, que aprecie la 

deficiencia en la aplicación de este derecho, exija del Estado la intervención a 

favor de un niño en esas condiciones. De otra manera, ese niño, que carece de lo 

más esencial (el alimento) , difícilmente podría ejercer la vía procesal constitucional 

que le permitiera acceder a este derecho que la Constitución le otorga . En cambio, 

bajo el concepto de interés jurídico, o con el de interés legítimo, dicho níño tendría 

que acreditar un agravio personal y directo, como actualmente señala la Ley de 

Amparo, o una afectación a su esfera jurídica, bajo el concepto de interés legitimo, 
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como lo propone el proyecto presentado por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación.131 

Por tanto, la primera cuestión a resolver es si resulta o no compatible la exigencia 

del requisito procesal de la legitimación con el derecho consagrado en el artículo 

17 de la Constitución, que consagra el derecho a la jurisdicción al señalar que 

"Toda persona tiene derecho a que se la administre justicia por tribunales 

que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las 

leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. " 

El derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales no significa, 

necesariamente, que el juez deba pronunciarse sobre el fondo de la cuestión 

debatida., ya que este no es un derecho incondicional, pues en los términos que 

se encuentra expresado en la Constitución, no puede interpretarse como un 

derecho incondicional a la prestación jurisdiccional, sino como un verdadero 

derecho a obtenerla siempre que se ejerza por las vías procesales legalmente 

establecidas, esto es, únicamente si concurren los requisitos objetivos, subjetivos 

y de actitud determinados por las leyes. 

Así lo corrobora la siguiente tesis: 

JUSTICIA, ACCESO A LA. LA POTESTAD QUE SE OTORGA AL 

LEGISLADOR EN EL ARTíCULO 17 DE LA CONSTITUCiÓN GENERAL 

DE LA REPÚBLICA, PARA FIJAR LOS PLAZOS Y TÉRMINOS 

CONFORME A LOS CUALES AQUÉLLA SE ADMINISTRARÁ NO ES 

1\1 Proyecto de I.ey de Amparo Reglamcntaria de los art ic ulos lO) ~ 107 dc la Consti tuciún Po litica ,k los 
Lstados lI nidos Me xi canos . Véase. en c1 mis l11o scntido . l a ldi var I.e lo Ik I.arrca. Árt uro . Hac ia un nuc \ a 
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ILIMITADA, POR LO QUE LOS PRESUPUESTOS O REQUISITOS 

LEGALES QUE SE ESTABLEZCAN PARA OBTENER ANTE UN 

TRIBUNAL UNA RESOLUCiÓN SOBRE EL FONDO DE LO PEDIDO 

DEBEN ENCONTRAR JUSTIFICACiÓN CONSTITUCIONAL. De la 

interpretación de lo dispuesto en el artículo 17, párrafo segundo, de la 

Constitución General de la República se advierte que en ese numeral 

se garantiza a favor de los gobernados el acceso efectivo a la justicia, 

derecho fundamental que consiste en la posibilidad de ser parte 

dentro de un proceso y a promover la actividad jurisdiccional que, una 

vez cumplidos los respectivos requisitos procesales, permita obtener 

una decisión en la que se resuelva sobre las pretensiones deducidas, 

y si bien en ese precepto se deja a la voluntad del legislador 

establecer los plazos y términos conforme a los cuales se 

administrará la justicia, debe estimarse que en la regulación 

respectiva puede limitarse esa prerrogativa fundamental, con el fin de 

lograr que las instancias de justicia constituyan el mecanismo 

expedito, eficaz y confiable al que los gobernados acudan para dirimir 

cualquiera de los conflictos que deriven de las relaciones jurídicas 

que entablan, siempre y cuando las condiciones o presupuestos 

procesales que se establezcan encuentren sustento en los diversos 

principios o derechos consagrados en la propia Constitución General 

de la República; por ende, para determinar si en un caso concreto la 

condición o presupuesto procesal establecidos por el legislador 

ordinario se apegan a lo dispuesto en la Norma Fundamental deberá 

tomarse en cuenta, entre otras circunstancias, la naturaleza de la 

relación juridica de la que derivan las prerrogativas cuya tutela se 

solicita y el contexto constitucional en el que ésta se da. 

Contradicción de tesis 35/2000.- Entre las sustentadas por el Primer 

Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el 

Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Cuarto 

Circuito.- 10 de septiembre de 2001.- Unanimidad de nueve votos 

(Ausentes Sergio Salvador Aguirre Anguiano y Juventino V. Castro y 

Ley de Amparo. l' rcimp. lJNAM- IIJ. Mex ico. 2()()J . 
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Castro).- Ponente: Guillermo l. Ortiz Mayagoitia.- Secretario: Rafael 

Coello Cetina. 

En esa tesitura, se puede concluir que, bajo la regulación del juicio de amparo, en 

los términos que se encuentra en la actualidad, no podría tramitarse un juicio para 

defender el derecho a la alimentación de un niño en las condiciones antes 

apuntadas y, por tanto, su garantía de acceso a la justicia se vería restringida por 

disposición de las mismas normas constitucionales. Por tanto, es imperativo 

reformar, a nuestro juicio, no sólo la Ley de Amparo, sino la Constitución 

misma, a fin de eliminar los requisitos establecidos en el articulo 107 

constitucional que impiden un efectivo acceso a la justicia. Especificamente, 

haría falta derogar, primero, la fracción I de dicho articulo que establece que 

el juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada; y 

luego, la fracción 11. Lo primero abriría la puerta a la legitimación de cualquiera 

que alegara una violación a cualquier norma por más que solo consigne una 

situación cualquiera que pueda aprovecharle, o serie benéfica. Lo segundo 

redundaría en un acceso a la justicia más amplio, extensivo a todos aquellos que 

fueran afectados por la misma norma pero no hubieren acudido. Lo primero abriría 

el campo de los sujetos legitimados; lo segundo, abriría el campo de los efectos de 

la sentencia . 

Una propuesta completa (que escapa al análisis que pretende modestamente este 

trabajo) implicaría por supuesto tocar la Ley de Amparo en lo que hace a estos 

tópicos en la parte relativa a la legitimación, quizá en los términos propuestos por 

el proyecto de Ley de Amparo al que nos hemos referido, cambiando obviamente 
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el término de interés legitimo por el de interés simple. 

4.1.3.1 ¿Por qué en la Constitución y no en la Ley de Amparo? 

La respuesta casi resulta lógica, aunque con todas las complicaciones políticas 

que conlleva una reforma constitucional : porque una reforma que se ocupe de la 

ley reglamentaria, sin tocar la norma fundamental (que en este caso estaría en 

oposición con esa reforma) serviría de muy poco. 

En el mismo sentido gira nuestra segunda propuesta: establecer a nivel 

constitucional que los tratados internacionales en materia de derechos humanos 

deben considerarse al mismo nivel que la Constitución. 

4.2. Ampliar la protección constitucional hacia los derechos humanos 
contenidos en los tratados internacionales. 

En términos del artículo 103 de la Constitución Federal, el juicio de amparo tiene 

como finalidad proteger a todo individuo contra leyes o actos de autoridad que 

vulneren o restrinjan las garantías individuales. Por una tradición histórica, que 

quizá pudiera afirmarse ha sido causada por una ideología generada alrededor del 

concepto, el concepto de "garantías individuales" ha sido identificado con el 

contenido de los primeros veintinueve artículos de la Carta Magna, así como con 

la fracción IV del artículo 31 del mismo ordenamiento. 

En la regulación concerniente a los derechos fundamentales, el texto actual de 

nuestra Constitución, conserva el espíritu que inspiró al Constituyente en mil 

novecientos diecisiete, toda vez que los derechos consignados en ese apartado 
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han sufrido pocas reformas o éstas han sido muy poco sustanciales y su 

esquema, en general, se ha visto reducido o limitado sólo en algunos derechos, 

como consecuencia de los cambios sociales que se han venido dando a través del 

tiempo, sin que a ese catálogo se hayan incorporado derechos de más reciente 

reconocimiento. 

Consecuentemente, el catálogo de derechos esenciales previsto en nuestra 

Constitución, si bien durante largo tiempo fue considerado un catálogo progresista 

y evolucionado por su manera de concebir los derechos (particularmente los 

derechos sociales), en la actualidad no resulta ser una fuente clara para definir, en 

todos los casos, derechos fundamentales. Particularmente porque la concepción 

en el constituyente original era muy distinta a la actual. Por lo cual resulta que, en 

ese sentido, nuestra Constitución presente lagunas que es necesario subsanar, a 

través de una interpretación, en la que se destaquen, sobre todo, las cualidades 

del ordenamiento constitucional a partir del cual se lleva a cabo el control de la 

ley impugnada. 

La anterior conclusión parte no sólo del análisis del texto de nuestra Constitución, 

sino también de su comparación con otros ordenamientos de igual jerarquía, en 

los que se establecen y regulan con mayor amplitud los principios y valores 

fundamentales que sustentan cuestiones relacionadas con los derechos 

fundamentales de la persona, como sucede, entre otras, con la Constitución 

Española, en la que se tutelan, de manera expresa, valores tales como la 

libertad, la igualdad, la justicia , la vída, la dignidad de la persona y el libre 

desarrollo de la personalidad . Comparación que evidencia la carencia de 
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regulación expresa de estos valores fundamentales en nuestra Norma Suprema, 

obligando al intérprete autorizado a realizar una interpretación sistemática del 

texto constitucional, que le permita extraer del conjunto del ordenamiento legal el 

reconocimiento de ciertos valores. 

Tampoco existen en nuestra Constitución referencias expresas a otros valores 

como la vida, la dignidad de la persona o el libre desarrollo de la personalidad;· de 

modo que estos valores o derechos fundamentales, en cada caso concreto, deben 

derivarse necesariamente de la interpretación sistemática y armónica de la 

totalidad del ordenamiento constitucional, en su texto y su organización, por ser 

precisamente la Constitución la que, como Ley Suprema, determina la estructura 

de nuestro sistema jurídico vigente. 

Ahora bien , como una segunda premisa, la interpretación del texto constitucional 

deberá caracterizarse por una especificidad palmaria, precisándose exactamente 

el modelo de Constitución que nos rige, puesto que la configuración del objeto 

Constitución servirá para encausar la interpretación de la misma. 

En este orden de ideas, se ha dejado establecido que los ordenamientos políticos 

prerrevolucionarios (es decir los existentes antes de la revolución francesa y 

americana) no conocían constituciones en el sentido moderno. Sus reglas 

constitutivas se configuraban a través de las relaciones y equ ilibrios suscitados 

entre las distintas fuerzas políticas actuantes. Lo que dio lugar, por supuesto, a las 

primeras constituciones escritas que fueron precisamente la materialización , la 

puesta en líneas de la expresión política imperante en esos tiempos. 
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Las Constituciones promulgadas en los albores del siglo XX, como es el caso de 

nuestra Constitución, siguieron otras orientaciones y concibieron a la Constitución 

como un orden, resultante de fenómenos sociales dotados del máximo valor 

intrínseco que en su conjunto se presentaron como generadores de normas. Tal 

orden, en virtud del valor fundamental de que fue portador generó por sí , normas 

que regularon y consagraron derechos fundamentales. 

A partir de la segunda postguerra del siglo XX, la Constitución se presenta como 

un ordenamiento jurídico de las funciones del Estado y como determinación 

fundamental de los valores de la vida social. 

La concepción de la Constitución cambia y, por tanto, los valores protegidos en 

ella , también . De ser un producto racionalista ilustrado se vuelve más bien un 

compromiso, un acuerdo empírico que se toma entre las diversas posturas que se 

expresan a través de los partidos políticos. La Constitución cambia entonces del 

orden a la norma. 

En consecuencia, cada Constitución, al tener distinto origen y concepción , se 

integrará por diferentes tipos de normas, de acuerdo al sistema político o al 

movimiento social que le haya dado origen. Pero, por reg la general , cada 

Constitución contiene los siguientes tipos de normas: 

a) normas que contienen derechos y libertades ciudadanas que regulan la 

relación de las personas con el poder político; 

b) normas que confieren poderes a los órganos del Estado y regulan la 
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organización del poder político mismo, y 

c) normas "de principio" o "programáticas", éstas últimas, contenidas 

principalmente en constituciones contemporáneas. 

En términos generales, puede decirse que el catálogo de garantías individuales 

que la Ley Fundamental establece, puede encuadrarse. bajo el modelo que 

concibe a la Constitución como norma, pues los derechos en ella consagrados son 

derechos fundamentales, derechos que, una vez reconocidos por el orden jurídico, 

adquieren eficacia plena. Pero, por otra parte, la Constitución establece una serie 

de preceptos encaminados a regular la organización política del Estado, a 

desarrollar las funciones encomendadas a cada uno de los Poderes de la Unión y 

a señalar la forma en que éstos deben actuar frente al gobernado. 

Precisamente por la naturaleza misma de nuestra Constitución y por ese sentido 

iuspositivista que caracteriza , como ya se estableció, a las Constituciones de 

principios del siglo pasado, nos encontramos con el problema de determinar la 

forma en que el derecho constitucional trata los derechos subjetivos, encontrando, 

como también se ha señalado, grandes problemas epistemológicos para formular 

una teoría de los derechos y del derecho, partiendo del texto constitucional. 

El artículo primero constitucional ha sido interpretado por el Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación atribuyéndole una garantía de igualdad entendida 

en relación directa con las libertades que la misma Constitución consagra . Así lo 

consigna la tesis P.CXXXII1/2000, cuyos datos de identificación, texto y rubro se 

transcriben a continuación : 
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Novena Época 

Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo: XII, Septiembre de 2000 

Tesis: P. CXXXIII/2000 

Página: 27 

"IGUALDAD. LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN "QUE SE HAGAN 

VALER RESPECTO A LA "GARANTíA PREVISTA EN EL ARTíCULO 10. 

DE "LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, NO PUEDEN "ENTENDERSE SI NO 

ES EN RELACIÓN "DIRECTA CON LAS LIBERTADES QUE ÉSTA 

"CONSAGRA. Si bien es cierto que las "garantias que otorga la 

Constitución Federal "sólo pueden restringirse por disposición de la 

"propia Ley Fundamental o por otra ley a la que "la misma remita, 

también lo es que los "conceptos de violación que haga valer el 

"quejoso en el juicio de amparo, respecto al "artículo 10. de la Carta 

Magna que prevé la "garantía de igualdad, sólo pueden entenderse 

"en relación directa con las libertades que la "propia Constitución 

consagra. Esto es, la "violación que se produciría, en su caso, al 

"artículo 10. sólo puede advertirse de un "estudio conjunto de dicho 

ordinal con la "correlativa libertad que se arguye víolada. " 

"Amparo en revisión 295/99. Colegio Mexicano "de Licenciados en 

Administración, A.C. 8 de "mayo de 2000. Unanimidad de diez votos. 

"Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. "Ponente: José de Jesús 

Gudiño Pelayo. "Secretario: Miguel Ángel Ramírez González. 

En esa tesitura, debe establecerse que el artículo 10
, además de contener esa 

garantía primordial de igualdad , define el modelo de protección de las garantías 

individuales y la forma en que los derechos deben entenderse , asumiendo, por 

decirlo en términos teóricos, un modelo positivista de protección de los derechos, 

que, a su vez, quiso hacerse garantista y, por ello, modificó la expresión "derechos 
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del hombre" contenida en la Constitución del mil ochocientos cincuenta y siete, por 

la de "garantías", que asumió en el artículo 1° de la Constitución de mil 

novecientos diecisiete. 

El artículo 1° de la Constitución Política de la República Mexicana, sancionada el 

cinco de febrero de mil ochocientos cincuenta y siete por el Congreso 

Constituyente señalaba: 

"El pueblo mexicano reconoce, que los derechos "del hombre son la 

base y el objeto de las "instituciones sociales. En consecuencia 

declara, "que todas las leyes y todas las autoridades del "pais, deben 

respetar y sostener las garantías que "otorga la presente 

Constítución. " 

Como es evidente, la tradición constitucional mexicana del siglo diecinueve siguió 

la idea de que los derechos del hombre eran derechos naturales, consustanciales 

a la naturaleza humana, anteriores y superiores al Estado, el cual solamente los 

reconoce y garantiza. La introducción del término "garantías" en la Constitución de 

1917 permitió darle un nuevo enfoque y ampliar el contenido de la expresión 

"derechos del hombre". Sin embargo, el concepto tradicional de "garantías 

individuales", no coincide plenamente con el de "derechos humanos" que en la 

tradición jurídica actual es más utilizado y encuentra diversa connotación. 

Por mucho tiempo, la concepción de derechos humanos se vio acotada por 

múltiples factores, entre los cuales, debe señalarse, se encuentra incluso la 

interpretación misma de la Suprema Corte. Sin embargo, en la actualidad , los 
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derechos humanos no pueden entenderse de manera limitada, sin otra referencia 

que no sea la Constitución. 

A ese respecto, debe aludirse a la proliferación de los tratados internacionales, 

particularmente en materia de derechos humanos, por virtud de los cuales los 

derechos de las personas no son ya únicamente asunto interno de los Estados, 

quienes así lo han reconocido al suscribir un buen número de convenios 

internacionales y al crear órganos supra nacionales de defensa de los derechos 

humanos. 

Las garantías que la Constitución establece no son más que un catálogo de 

derechos mínimos. Dicho catálogo puede ser ampliado o complementado por los 

tratados y convenciones internacionales que en materia de derechos humanos se 

celebren siguiendo los procedimientos establecidos por la Constitución misma. 

Una interpretación constitucional, llevada a cabo bajo un enfoque riguroso y literal, 

que siguiera el concepto restringido de "garantías", conduciría a concluir que no 

existen en la Constitución más garantías que las que la Constitución reconoce, ni 

más derechos que los que ella misma establece. Ello sería contrario no solamente 

a la tendencia mundial por el reconocimiento de los derechos y por la ampliación 

de los mecanismos protectores de derechos humanos; sino también a la tendencia 

teórica que pugna por establecer en los textos constitucionales la interpretación 

más favorable en materia de derechos humanos y por la ampliación, vía referencia 

a los tratados internacionales sobre la materia, del catálogo de derechos 

fundamentales reconocido por los ordenamientos constitucionales de cada país . 

Además, sería contraria a la tendencia mundial que sugiere establecer en las 
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constituciones un catálogo más amplio de derechos fundamentales que el que la 

Constitución establece, dejando paso a derechos no reconocidos por el 

ordenamiento superior de cada país, sino, más allá de ello, por los derechos 

reconocidos en los tratados internacionales sobre derechos humanos. Una ciencia 

del derecho así concebida dejaría de plegarse integralmente a la misma realidad 

de su objeto. 

Así ha sido definido también por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte en la tesis 

cuyos datos de identificación, rubro y texto se transcriben a continuación : 

Novena Época 

Instancia: Pleno 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo: X, Septiembre de 1999 

Tesis: P.lJ. 101/99 

Página: 708 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA "FINALlDAD DEL CONTROL 

DE LA REGULARIDAD "CONSTlTUCIONAL A CARGO DE LA 

SUPREMA "CORTE DE JUSTICIA DE LA NACiÓN INCLUYE "TAMBIÉN 

DE MANERA RELEVANTE EL "BIENESTAR DE LA PERSONA HUMANA 

SUJETA "AL IMPERIO DE LOS ENTES U ÓRGANOS DE "PODER. El 

análisis sistemático del contenido de "Ios preceptos de la 

Constitución Política de los "Estados Unidos Mexicanos revela que si 

bien las "controversias constitucionales se instituyeron "como un 

medio de defensa entre poderes y "órganos de poder, entre sus fines 

incluye también "de manera relevante el bienestar de la persona 

"humana que se encuentra bajo el imperio de "aquéllos. En efecto, el 

título primero consagra las "garantias individuales que constituyen 

una "protección a los gobernados contra actos "arbitrarios de las 

autoridades, especialmente las "previstas en los articulas 14 y 16, que 
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garantizan "el debido proceso y el ajuste del actuar estatal a la 

"competencia establecida en las leyes. Por su "parte, los articulos 39, 

40, 41 Y 49 reconocen los "principios de soberania popular, forma de 

Estado "federal, representativo y democrático, asi como la "división 

de poderes, fórmulas que persiguen evitar "la concentración del poder 

en entes que no sirvan "y dimanen directamente del pueblo, al 

instituirse "precisamente para su beneficio. Por su parte, los 

"numerales 115 y 116 consagran el funcionamiento "y las 

prerrogativas del Municipio Libre como base "de la división territorial 

y organización política y "administrativa de los Estados, regulando el 

marco "de sus relaciones juridicas y políticas. Con base "en este 

esquema, que la Suprema Corte de "Justicia de la Nación debe 

salvaguardar, siempre "se encuentra latente e implícito el pueblo y 

sus "integrantes, por constituir el sentido y razón de "ser de las partes 

orgánica y dogmática de la "Constitución, lo que justifica ampliamente 

que los "mecanismos de control constitucional que "previene, entre 

ellos las controversias "constitucionales, deben servir para 

salvaguardar "el respeto pleno del orden primario, sin que pueda 

"admitirse ninguna limitación que pudiera dar lugar "a arbitrariedades 

que, en esencia, irian en contra "del pueblo soberano. " 

"Controversia constitucional 31/97. Ayuntamiento "de Temixco, 

Morelos. 9 de agosto de 1999. "Mayoria de ocho votos. Ausente: José 

Vicente "Aguinaco Alemán. Disidentes: José de Jesús "Gudiño Pelayo 

y Guillermo l. Ortiz Mayagoitia. "Ponente: Mariano Azuela GÜitrón. 

Secretario: "Humberto Suárez Camacho." 

"El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada "el siete de 

septiembre del año en curso, aprobó, "con el número 101/1999, la 

tesis jurisprudencial "que antecede. México, Distrito Federal, a siete 

de "septiembre de mil novecientos noventa y "nueve." 

Es evidente que el texto constitucional del artículo 1° señala que las garantías que 
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la Constitución establece no podrán restringirse ni suspenderse, sino en los casos 

que la misma señala. Sin embargo, interpretando a contrario, puede concluirse 

que pueden ampliarse a favor, por supuesto de la persona, sujeto principal de 

protección de cualquier ordenamiento de este tipo. 

En justificación de lo anterior, también debe decirse que las normas 

constitucionales carentes de garantías, son normas que introducen un deber 

jurídico de perfeccionamiento a cargo del legislador.132 

La problemática surge debido a la idea kelseniana de la jerarquía normativa que 

subordina a todas las leyes del país al texto constitucional, idea que se opone a la 

que sostiene que un Estado puede legítimamente suscribir compromisos 

internacionales que al interior del mismo estado pueden adquirir plena vigencia 

normativa. 

Los tratados, que en un principio se concebían como cartas de buenas 

intenciones, han evolucionado de forma sorprendente. En algunas materias, 

incluso, superando los contenidos de las legislaciones nacionales. Un ejemplo de 

ello es la materia de los derechos humanos. 

Sin embargo, en este proceso de evolución subsíste un problema de muy 

antigua discusión que no ha sido definido aún de manera contundente: el de las 

relaciones entre el Derecho Internacional y el Derecho Interno. 

" 2 Sobraría hacer referencia a la figura de la acción por omisión legislativa (l incnnstitucionalidad por 
om isión. que se encuentra en algunas constituciones dd mundo. 1\1 respecto. véase CarbonL'lI. Miguc·1. coord . 
,.:" husc{/ de leI.\' 110rI110." Cll/.H' nft's . /·: ,l.'i(/YOS sohre la ¡"constitucIonalidad por omisitin lJNAM-IIJ . Mcxko. 
200.1. Particularmente: raiadura Tejada. Javier. "La inconstitucionalidad por omisión ) los derechos 
socia les." 
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Las discusiones doctrinales respecto a si existe o no una jerarquía determinada 

entre Derecho Interno y Derecho Internacional, lejos de disminuir, se han ido 

acrecentando, y han pasado, como consecuencia de los grandes cambios en las 

relaciones internacionales, del campo meramente teórico al campo de los hechos 

cotidianos. 

Al cambiar el enfoque de las relaciones internacionales, han cambiado también 

la discusión teórica y la metodología de la investigación de este problema, 

situándose, en la actualidad, en un problema de Derecho Constitucional que 

tiene que ver con la forma en que los Tratados Internacionales son asimilados al 

Derecho Interno; con el cómo los procedimíentos de "adopción o adaptación" de 

esos tratados se convierten en procedimientos de producción del derecho dentro 

del sistema estatal. 

La recepción del Derecho Internacional por los ordenamientos internos parte 

entonces de reconocer que el Estado no puede desconocer internamente las 

normas que ha generado exteriormente. 

El asunto, trasladado al ámbito interno del ordenamiento jurídico, se torna 

inicialmente en un problema de jerarquía de las normas y, en consecuencia , de 

fuentes del derecho. Es decir, el problema esencial en materia de aplicación de 

tratados al interior de un Estado consiste en la adaptación de las normas 

internacionales a su Derecho Interno y al lugar que este le asigna a esas normas. 

Debido, como señalábamos, al principio de supremacía constitucional , la 

superioridad de la Constitución respecto del resto de las fuentes , no solo se 
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encuentra explícitamente reconocida por el artículo 133 de la misma Constitución, 

sino que se distribuye a lo largo del ordenamiento a través de múltiples 

disposiciones que regulan los procedimientos de creación normativa. 

Prueba de lo anterior, es el esquema de fuentes que regula la Constitución, que 

sustancialmente es el siguiente: 133 

Reforma Constitucional (artículo 135). 

Tratados Internacionales (artículo 89, fracción X, y 76, fracción 1). 

Normas con rango y valor de ley: a) Leyes Federales del Congreso 

(artículos 71 Y 72); b) Facultades Extraordinarias del Presidente de 

la República en los casos de suspensión de garantías (artículo 29); 

e) Regulación económica del comercio exterior (artículo 131, 

párrafo 11); d) las medidas de salubridad general (artículo 73, 

fracción XVI); Y e) Ley reguladora del régimen y estructura interna 

del Congreso de la Unión (artículo 70, párrafo 11). 

Normas reglamentarias del Poder Ejecutivo (artículo 89, fracción 1; 

27, párrafo quinto y 92) . 

Normas reglamentarias de los Órganos Constitucionales ' a) 

Suprema Corte de Justicia de la Nación (artículo 94, párrafos quinto 

y sexto; b) Instituto Federal Electoral (artículo 41, fracción 111) 

Normas para la admisión de nuevos Estados en la Federación 

In Carhondl. ~ligud . ( 'ollstitlh 'Jf}n, Ut/orma ('ul1slillll'lrm,,1 Y.!'h'lIle.'\ del ¡fl'rt 't' /¡ u t'JI .\ft ;.\"Il 'o . l ¡ N!\~1-1J. 
Mé.\ico. 1'1'18. 
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(artículo 73, fracción 111). 

Jurisprudencia del Poder Judicial de la Federación (artículo 94, 

párrafo séptimo) 

Principios Generales del Derecho (artículo 14, párrafo cuarto). 

Usos y costumbres de los pueblos indígenas (artículo 2°). 

Como se puede apreciar, la Constitución misma reconoce a los tratados como 

parte del sistema jurídico nacional; sin embargo, puede apreciarse también que la 

materia relativa a las fuentes se encuentra dispersa por todo el articulado 

constitucional y su sistematización es deficiente e incompleta. 

Por ello, es conveniente señalar que el esquema descrito dista mucho de ser un 

esquema completo del ordenamiento jerárquico de las normas en el sistema 

mexicano. Sin embargo, nos es útil para los efectos de ubicar a todas las fuentes 

del ordenamiento y muy particularmente para ubicar la jerarquía normativa que en 

la Constitución se atribuye a los tratados internacionales y que, de acuerdo con 

una tesis reciente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación elaboró una tesis 

en la que se aparta del criterio que había venido sosteniendo,134 al resolver en un 

caso concreto: el amparo en revisión 1475/98, promovido por el Sindicato Nacional 

de Controladores de Tránsito Aéreo. 

En dicho asunto se resolvió que debería privar la aplicación del convenio 87 de la 

OIT, que se refiere a libertad sindical, sobre las disposiciones contenidas en la Ley 

' " l/ na re ll:rencia completa de los criterios adoptados a lo largo dcl ticmpo por la Cortc puede ve rse en 
Sancho Cordero De Gan:ia Villcgas. Oiga. I.A Constitución ~ los tratados intcrnacionale s. \\,\ ~ . s cJ !Lgy.b . ll1x 
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Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado; y se determinó que los 

tratados internacionales se ubican jerárquicamente por encima de las leyes 

federales y en un segundo plano respecto de la Constitución Federal. 135 

Valdría la pena señalar que los argumentos esgrimidos en esa sentencia por el 

Pleno de la Corte, se enfocan a reconocer un derecho fundamental y una garantía 

constitucional que es la contenida en el derecho a la libre asociación sindical. En 

consecuencia, la sentencia se pronunció a favor de que jerárquicamente privara el 

convenio de referencia por encima aún de la ley federal que se tildó de 

inconstitucional. La ubicación jerárquica de los tratados por sobre las leyes 

federales se desarrolló en esa resolución para sostener la invalidez del artículo 

impugnado. 

Es decir, no se estableció tajantemente un esquema jerárquico de las fuentes del 

ordenamiento, sino que se ubicó a los tratados por encima de las leyes federales 

para apoyar los razonamientos de la sentencia en torno a la inconstitucionalidad 

de las disposiciones de la Ley Burocrática relativas a la libertad sindical. 

,,~ Se lrata de la te sis de pleno LXXV I!99 "TRATADOS INTERNAC IONA I.l:S S I: UBICAN 
JE RARQlJ lCAMENTE POR ENC IMA DE LAS I.EYES FEDERALES y EN ¡ IN SEG¡ INDO PI. ANO 
RESPECTO DE LA CONSTITUC iÓN FE DER A L.". aprobada en la sesión pr ivada de l ~R de octubre de 
1 '199. Cabe mencionar que en el mismo sentido. pero bajo diversas arg umentac iones. sc han pronunc iado: 
Becerra Ramírcz. Manuc1. " I.os tratados internac iona les y la Suprema Corle de Justicia de la Nac ión". 
Novedades . Mcx ico. 7 de abril de 2000, Carpizo. Jorge , " I.os tratados internaciona k s ti enen una jerarq uía 
superior a las leyes fede rales, Comentario a la tes is 192.867 de la Suprema Cort e de Justicia de la Nación" , 
Articulo ínédito . Corzo Sosa. Icdgar. " Tratados int ernac ionales se ubican jerárqu icament e por enci ma de las 
leyes y en un segundo plano respec to de la Constitución federa l", Art ic ulo incdito . ('ossio Dial .. Jose Ramón, 
" I.a nueva jerarquia de los trat ados internaciona les" , !:sIl' l ,aiJ. Mcx ico. febrero lit- 2000. I' l'ru nieln y Castro. 
I.eonel. " El art ic ulo 13 3 constituciona l: una rclectu ra ." J urídica. anuario dl'llk('arla ll/l'l/Io dl' ()er l'ch" de la 
( 'I/ i" asidad Ihl'/,(} <lIl/<'I' ic(lI1a. No. 25 . 1995- 11. Sodi Serret. Carlos , " Interesan te j uri sprudenc ia", Excels ior. 
Mex ico. ~9 de marzo de ~OOO , Va ladés. Diego, " Nueva interpretac ión de la Suprcma Cort e. Asi metrías en el 
Congreso". Excelsior. Méx ico. 27 de marzo de ~OOO , 
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Este asunto en particular, nos es útil para ilustrar que, en principio, no es posible 

encontrar sustento jurídico positivo de la afirmación, dogmática por consecuencia, 

de que existe un sistema jerárquico definido según el cual las normas externas se 

encuentran en un rango superior a las nacionales o viceversa .136 Cabe señalar 

igualmente que algunos autores 137 se han pronunciado en el sentido de que 

existen leyes del Congreso de la Unión con mayor jerarquía que otras a las que 

denominan leyes constitucionales, las cuales se ubicarían, junto con los tratados, 

en un rango intermedio entre la Constitución y el derecho ordinario (federal o 

local).136 

Todo lo anterior nos es útil para plantear la última de nuestras propuestas: ampliar 

la protección constitucional hacia los derechos humanos contenidos en los 

tratados internacionales, incorporando al artículo 103 constitucional el texto 

propuesto por la Suprema Corte de Justicia de la Nación que se contiene en el 

proyecto de Ley de Amparo que presentara al Congreso de la Unión: en el sentido 

de que el objeto del juicio de garantías es resolver toda controversia que se 

suscite por actos o leyes de autoridad que violen las garantías individuales o los 

derechos humanos que protegen los ínstrumentos internacionales, 

celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación 

"" Corl.O Sosa. ob. cil.. p.12. se pronuncia por un criterio de aplicabilidad. más que por un criterio jerárquico. 
11" En este sentido Mario De la Cueva y Jorge Carpizo. citados por Patillo Manfkr. Ruperto . "Comentario al 
artícu lo 13r. en tIIJ.rico a 1I"I"',;s de SI/S COlISlill/ciollt's. T. XII. LV Legislatura. Cimara de Diputados del 11 . 
Congreso de la \Inión. p. 1183 
11. Para una vísión sobre los sistemas que siguen diversas constituciones del mundo respec to a la jl'rarquia de 
los tratados. vid. Gómez Pérez. Mara. /.a prolecciú/1 internacio/1al de los derechos '''{l/IImos r 1<1 so"erallía 
/1aciollal. Breviarios jurídicos nllm. 8. Porrlla. México. 2003. 
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del Senado.139 

De la misma manera, incorporar al artículo 133 constitucional un texto que 

incorpore específicamente la jerarquía que en el sistema normativo tendrán los 

tratados internacionales en materia de derechos humanos, elevándolos a rango 

constitucional de tal suerte que la interpretación constitucional pueda desarrollarse 

a partir de los textos de dichos tratados. Es decir, considerando al texto de estos 

tratados como si fueran parte del texto constitucional. 

El artículo en comento, una vez incorporada la propuesta quedaría como sigue: 

Art. 133.--' Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que 

emanen de ella y todos los Tratados que estén de acuerdo con la 

misma, celebrados y que se celebren por el Presidente de la 

República, con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda 

la Unión. Los tratados internacionales en materia de derechos 

humanos tendrán la misma jerarquia que esta Constitución. Los 

jueces de cada Estado se arreglarán a dicha Constitución, leyes y 

tratados, a pésar de las disposiciones en contrario que pueda haber 

en las Constituciones o leyes de los Estados. 

Lo anterior es un aspecto importante que requiere de las siguientes precisiones: 

Se ha dicho que el gran número de instrumentos internacionales y su diversidad 

temática , así como las circunstancias especiales en que cada uno de estos es 

formulado, podría tener como resultado consecuencias negativas para la insigne 

11'. Originalmcntc. en el anteproycclO tic I.e~ oc Amraro se «JIlsidcró 0r0rt uno e,tahlecer un limitc cn cuanto 
al númcro de trataoos intcrnat:iona les que fucran obicto de rrotección ror mcdio del amraro. sin l'mhargo en 
el proyecto delinitivo arrobado ror el Pleno de la Surrema COrle se prcfirió establecer una rl'gla genera l que 
renniticra la protet:ción oc todo instrumento general que versara sobre esta materia . 
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institución del amparo. Se sostiene, además, que el conocimiento de los diversos 

tratados por parte de las autoridades y de los profesionales en derecho, implicaría 

un esfuerzo notable.14o 

Lo anterior es cierto en parte. No es difícil entender que las formulas establecidas 

en algunos de estos tratados internacionales pudieran llegar a ser ambiguas e 

imprecisas, pero lo anterior deberá salvarse con la interpretación que de ellas 

realicen los Tribunales Federales. 

En mi opinión, es preferible dejar abierta la posibilidad para que todo tratado en 

esta materia esté tutelado por el juicio de amparo, para que todo el amplio 

catálogo de derechos previsto por ellos alcance una protección constitucional a 

favor de las personas. La referencia a los derechos sociales sobra, si 

consideramos la amplia gama de tratados sobre la materia. 

Por lo demás, es verdad que el conocimiento y aplicación del gran número de 

instrumentos internacionales sobre esta materia implica un esfuerzo considerable 

para los operadores jurídicos, pero también lo es que ya es tiempo de que los 

pactos internacionales sean considerados por todos como verdadero derecho 

positivo, de que comencemos, como dice Dworkin, a tomar los derechos en serio. 

'·"' ... Ia modificación propuesta en esta segunda versión es relevante. si bien debe estarse cllnsciente de los 
enormes esfuerzos que en caSll de aprobarse la propuesta habrán de hacerse para poner en ulIlOcimiento esos 
tratados e instrumentos. habituar a los profesionales del derecho a su aplicación y. lo que es mas relevante. 
hacer entender a las autoridades las formas en que sus atribuciones se reducen con motivo de la ampliación de 
los contenidos normati,,"s que habrán de detenninar la validez de sus actos . ('OSSill. José Ramón y Zaldivar 
Arturo. "p. cil .. p. 45. 
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CONCLUSIONES 

1. El Derecho Social mexicano ha sido un árbol de muchas raíces y escasos 

frutos debido a un manejo ideológico del término que se ocupó, 

mayormente, de ensalzar el hecho de haber sido en el mundo pioneros en 

hablar de algunos derechos sociales y en adoptar el término Derecho Social 

como género nuevo del derecho, diverso a los tradicionales público y 

privado. 

2. A lo largo de la historia, han existido instituciones jurídicas, de política 

pública, o privadas que se han ocupado de paliar las desigualdades 

existentes en un modelo de sociedad que siempre encuentra grupos más 

desfavorecidos que otros. En este camino histórico hacia una efectiva 

protección de los derechos individuales, primero y de los sociales, después, 

las constituciones (incluyendo la Declaración Francesa de 1789) jugaron un 

papel determinante para generar, ya más recientemente, una idea de 

constitucionalismo que pugna por principios y valores universales como la 

libertad, la igualdad y, quizá el más descuidado de ellos, la fraternidad. 

3. En México, las instituciones protectoras de los más desfavorecidos pueden 

observarse desde muy lejos en el tiempo, pero en el siglo XX el 

entendimiento de los derechos sociales, conquista ciertamente de la 

revolución de 1910, llevó a una formulación teórica que todavía en la 

actualidad espera sus frutos . Los derechos sociales en México no son 

efectivos, ni han sido plenamente eficaces, sino más bien usados para 
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justificar a un régimen que los utilizó como elemento de sustentación y 

permanencia en el poder. 

4. Es necesario mejorar en mucho los mecanismos procesales para la 

defensa de la Constitución, de tal suerte que permitan un mayor acceso a la 

justicia constitucional. En ese camino, las propuestas abundan, las nuestras 

son, primero, reformar no sólo la Ley de Amparo sino la Constitución 

misma, a fin de eliminar los requisitos establecidos en el artículo 107 

constitucional que impiden un efectivo acceso a la justicia. Específicamente, 

haría falta derogar la fracción I de dicho artículo que establece que el juicio 

de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agraviada, a fin de 

transitar de un interés jurídico exigido por el juicio de amparo hacia un 

concepto de interés simple, mejorando con ello el acceso a la justicia 

constitucional y, vía la interpretación constitucional , mejorar la efectividad 

de los derechos sociales al comenzar a llenarles de contenido. 

5. La segunda propuesta consiste en ampliar la protección constitucional hacia 

los derechos humanos contenidos en los tratados internacionales, 

incorporando al artículo 103 constitucional que el objeto del juicio de 

garantías es resolver toda controversia que se suscite por actos o leyes de 

autoridad que violen las garantías individuales o los derechos humanos 

que protegen los instrumentos internacionales, celebrados y que se 

celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado. 

Pero, por otra parte, incorporar al artículo 133 constitucional un texto que 

establezca muy específícamente la jerarquía que en el sistema normativo 
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tendrán los tratados internacionales en materia de derechos humanos, 

elevándolos a rango constitucional de tal suerte que la interpretación 

constitucional pueda desarrollarse a partir de los textos de dichos tratados. 

6. Las propuestas que hacemos contribuirían, en lo inmediato, a mejorar no 

solo el acceso a la justicia constitucional, sino que incorporarían a nuestro 

brdenamiento un mayor número de derechos que se contienen en los 

instrumentos internacionales. Ello, en materia de Teoría de la Constitución 

vendría a ampliar los referentes que el juez constitucional tiene para juzgar, 

pues equiparar los tratados internacionales en materia de derechos 

humanos al texto de la Constitución equivaldría a tener una Constitución 

ampliada a favor de los individuos y sus derechos, razón de ser de todo 

sistema de derecho. 
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